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Editorial

L a inteligencia artificial se ha convertido en uno de los 
fenómenos tecnológicos más relevantes para la vida 
diaria, por lo que el derecho penal y las ciencias pe-

nales contemporáneas no se encuentran exentos de ello. 
Su incorporación en la vida social, económica, institucio-
nal y gubernamental ha modificado las formas de producir 
información, investigar delitos, gestionar riesgos, preve-
nir conductas, automatizar decisiones y construir nuevas 
racionalidades de control. Frente a este escenario, la re-
flexión jurídico-penal requiere una aproximación cons-
tante, crítica y especializada, pues la inteligencia artifi-
cial plantea desafíos sustantivos para la responsabilidad 
penal, la política criminal, la prueba, la seguridad digital, 
la prevención del delito, la protección de los derechos hu-
manos y la legitimidad de las decisiones públicas.
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El Instituto Nacional de Ciencias Penales presenta este 
nuevo número de la Revista Mexicana de Ciencias Penales ti-
tulado Inteligencia artificial y derecho penal, como parte de 
un esfuerzo institucional orientado a fortalecer el estudio 
de las transformaciones tecnológicas en el campo penal. 
Esta edición se inserta en una línea de trabajo que el inacipe 
ha impulsado progresivamente a través de sus programas 
académicos, cursos, actividades de actualización y espacios 
especializados en el tema, como el Seminario Permanente 
de Derecho Penal e Inteligencia Artificial. Estas iniciativas 
han contribuido a generar condiciones para una reflexión 
cada vez más rigurosa sobre los vínculos entre inteligencia 
artificial, derecho penal, criminología, política criminal y 
derechos humanos.

La publicación de este número refleja un proceso de 
maduración académica e institucional que avanza a la 
par del desarrollo y uso de la inteligencia artificial. Esta 
tecnología exige categorías de análisis propias, marcos 
conceptuales rigurosos y una revisión profunda de sus 
consecuencias en las ciencias penales. Su estudio requie-
re atender sus posibilidades técnicas y sus riesgos jurídi-
cos, éticos, sociales e institucionales. En ese sentido, esta 
edición contribuye al conocimiento científico sobre la re-
lación entre el derecho, las ciencias penales y las tecnolo-
gías emergentes.

Los artículos que integran esta edición recorren al-
gunos de los principales dilemas que la inteligencia artifi-
cial le plantea al derecho penal contemporáneo. Se analiza 
su relación con la responsabilidad civil derivada del hecho 
ilícito y las formas jurídicas de atribución de responsabi-
lidad frente a daños producidos por sistemas automatiza-
dos. También se examina el papel de la inteligencia artifi-
cial en la actividad delictiva y en el control del delito, con 
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atención a su presencia en nuevas dinámicas criminales 
y en estrategias institucionales de prevención, detección 
e investigación.

Asimismo, se incorpora una reflexión sobre la gené-
tica del algoritmo en la política criminal, a partir de la he-
rencia, el sesgo y la racionalidad punitiva en la era de la 
inteligencia artificial. Este enfoque permite problematizar 
la reproducción de patrones previos de selectividad, dis-
criminación o control cuando los sistemas algorítmicos 
se incorporan a procesos de toma de decisiones públicas 
sin transparencia suficiente, supervisión humana efectiva 
y controles democráticos. En la misma línea, se aborda la 
responsabilidad penal en decisiones automatizadas, a par-
tir de una pregunta central: ¿quién responde cuando la in-
teligencia artificial se equivoca?

La edición también plantea uno de los debates más sen-
sibles para la justicia penal: ¿puede la inteligencia artificial 
juzgar en materia penal? Esta pregunta remite a los lími-
tes constitucionales, éticos y humanos de la función juris-
diccional, pues juzgar implica valorar pruebas, interpretar 
normas, ponderar derechos, comprender contextos, motivar 
decisiones y asumir responsabilidad institucional frente a 
las personas sometidas al poder punitivo del Estado.

Finalmente, dentro de los estudios monográficos, se 
incluye una reflexión sobre la relación entre cifra oculta, 
seguridad digital y modelos de paz integral en México, con 
lo cual se amplía la discusión hacia los problemas estructu-
rales de información criminal, confianza y retos institucio-
nales, prevención del delito y construcción de seguridad en 
entornos digitales.

Además de los estudios dedicados al eje temático de 
inteligencia artificial y derecho penal, esta edición incorpo-
ra, en su sección Varia, investigaciones sobre abuso sexual 
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infantil y explotación sexual; la fenomenología del robo en 
México; y el impacto social de la ley de penalización de la 
violencia contra las mujeres en Costa Rica. Por su parte, 
la reseña de este número está dedicada a la obra Los re-
siduos humanos: entre la nuda vita y la política criminal, de 
Italy Cianni, la cual nos lleva a reflexionar sobre la exclu-
sión, vulnerabilidad y administración penal de las pobla-
ciones precarizadas.

Con este número, el Instituto Nacional de Ciencias 
Penales reafirma su compromiso con la innovación aca-
démica, la investigación científica y la construcción de 
conocimiento especializado frente a los desafíos que la in-
teligencia artificial le plantea al derecho penal y a las cien-
cias penales. Invitamos a las lectoras y los lectores a reco-
rrer estas páginas con la convicción de que comprender 
la inteligencia artificial desde las ciencias penales resulta 
indispensable para orientar su uso, advertir sus riesgos y 
fortalecer una justicia penal compatible con los derechos 
fundamentales.

Oswaldo R. Aguilar Rivera
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proveniente de hecho ilícito
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     DOI: https://doi.org/10.57042/rmcp.v9i29.947

Resumen
El presente artículo analiza el régimen de responsabilidad civil 
aplicable a los daños causados por vehículos autónomos ope-
rados mediante inteligencia artificial, a partir del Código Ci-
vil Federal, se plantea si la responsabilidad objetiva puede ser 
atribuida a programadores o fabricantes, se examinan figuras 
jurídicas clave como la culpa in vigilando, culpa in eligendo y la 
responsabilidad por producto defectuoso, con base en la clasi-
ficación de los grados de participación en el ciclo de vida de la 
ia. A través del análisis comparado con la Unión Europea, Alema-
nia y Estados Unidos, se propone un modelo funcional y distribu-
tivo que atienda el vacío legal existente en México.

La inteligencia artificial y la responsabilidad civil proveniente de hecho ilícito

Artificial intelligence and civil liability arising from tortious acts

Rafael Lara Martínez

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla

     Recepción: 2/06/2025      Aceptación: 15/10/2025
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Palabras clave
Inteligencia artificial, responsabilidad civil, intencionalidad, ve-
hículos, conducción autónoma.

Abstract
This article analyzes the civil liability regime applicable to damages 
caused by autonomous vehicles operated by artificial intelligence, 
based on the Federal Civil Code. It considers whether strict liabili-
ty can be attributed to programmers or manufacturers, examines 
key legal figures such as culpa in vigilando, culpa in eligendo and 
product liability, and classifies the degrees of participation in the 
life cycle of ai. Through a comparative analysis with the European 
Union, Germany and the United States, a functional and distrib-
utive model is proposed to address the existing legal vacuum in 
Mexico.

Keywords
Artificial intelligence, civil liability, intentionality, vehicles, 
self-driving.

Sumario
I. Introducción. II. Concepto y evolución de la inteligencia arti-
ficial en vehículos autónomos. III. Marco normativo sobre res-
ponsabilidad civil en México y la anomia sobre ia. IV. Grados de 
participación respecto al uso de inteligencia artificial. V. Mode-
los comparados de responsabilidad civil por ia en vehículos au-
tónomos. VI. Conclusiones. VII. Referencias.
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I. Introducción

E l concepto inteligencia siempre ha estado y estará 
a debate, etimológicamente deviene de las palabras 
griegas logos ‘razonamiento, pensamiento o inteli-

gencia’ y nous, ‘mente, espíritu o alma’ (Real Academia Es-
pañola, 2024); lo cierto es que, a lo largo de nuestra historia, 
se ha tratado de conceptualizar con diversos postulados 
(Villamizar y Donoso, 2013) y no se logra unificar una de-
finición satisfactoria, pero todas convergen en que es una 
capacidad de usar el conocimiento y decidir. 

Precisamente, este predicamento de la vastedad del 
concepto ha creado, además de mucha polémica, diversas 
clasificaciones según ciertas características. En 1983, el 
psicólogo Howard Gardner estableció, incluso, una clasi-
ficación de ocho inteligencias: lingüística, lógico-matemá-
tica, musical, espacial, corporal, cinestésica, intrapersonal, 
interpersonal y naturalista; actualmente, nos enfrentamos 
a la necesidad de incluir a entidades artificiales en la con-
ceptualización.

El avance de la inteligencia artificial (ia) ha transfor-
mado diversos sectores industriales, ante lo cual el sector 
automotriz ha sido uno de los más cambiados, debido al de-
sarrollo de vehículos de conducción autónoma (Arciniega, 
2024). Estos sistemas, dotados de sensores, algoritmos de 
aprendizaje automático y capacidad de decisión en tiem-
po real, han generado nuevas oportunidades de movilidad, 
pero también desafíos inéditos en materia jurídica, y por 
ello el presente artículo analiza las implicaciones de la in-
teligencia artificial en el régimen de responsabilidad civil 
objetiva, particularmente cuando un vehículo autónomo se 
ve involucrado en un accidente que causa daño a terceros.

La pregunta central que orienta esta reflexión es: 
¿puede atribuirse responsabilidad civil objetiva por hechos 
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ilícitos a los programadores de los algoritmos que operan 
vehículos autónomos? Y, en su caso, ¿qué grado de partici-
pación o control debe tenerse en cuenta para su eventual 
imputación?, pues propiamente los automóviles ahora son 
computadoras con neumáticos (Oszlak, 2020), lo que exige 
no sólo un nivel mecánico, sino informático.

En el derecho mexicano, la responsabilidad civil obje-
tiva se basa en la noción del riesgo creado. Esta teoría es-
tablece que se trata de una fuente de las obligaciones, que 
genera un nexo causal (Marmolejo, 2019) al haber genera-
do daños y perjuicios derivados del uso de cualquier objeto 
que en sí mismo tiene una naturaleza peligrosa, es decir, que 
es un daño en potencia. En el caso de un vehículo, es in-
discutible que existe un nivel considerable de peligrosidad, 
de ahí que su conducción establece una calidad de garante, 
que se traduce, además de una mayor sanción, en la obli-
gación de reparar e indemnizar; a esta figura sólo se puede 
excepcionar penalmente la causa de exclusión del delito, y 
civilmente se excepciona con que el hecho se produjo por 
negligencia inexcusable de la víctima.

Si omitimos la culpa o intención del autor del daño, 
que deriva en una obligación solidaria y no subsidiaria, esta 
figura ha sido tradicionalmente aplicada a dueños de cosas 
peligrosas o a quienes desarrollan actividades riesgosas 
(Baraona, Carnevali, Corral y Vargas, 2008); sin embargo, 
el surgimiento de sistemas autónomos que actúan sin in-
tervención humana directa reconfigura los presupuestos 
clásicos de atribución de responsabilidad.

A través del análisis de casos reales, como los acci-
dentes documentados con vehículos de la marca Tesla, así 
como del estudio doctrinal y normativo del régimen de 
responsabilidad, este trabajo propone una revisión crítica 
sobre los alcances y límites de la responsabilidad civil en 
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la era de la inteligencia artificial, con especial atención en 
los grados de participación de los distintos actores involu-
crados en el desarrollo, diseño, uso y comercialización de 
vehículos autónomos.

II. Concepto y evolución de la inteligencia artificial en 
vehículos autónomos
La ia puede definirse, en términos generales, como la ca-
pacidad de una máquina para imitar procesos cognitivos 
humanos como el aprendizaje, la toma de decisiones, la 
percepción del entorno y la resolución de problemas. En su 
aplicación más avanzada (Porcelli, 2020), la ia no sólo ejecu-
ta instrucciones predefinidas, sino que ajusta su compor-
tamiento a partir de los datos que recolecta, lo que la con-
vierte en un ente técnico con cierto grado de autonomía 
operativa; esta autonomía plantea nuevos desafíos para el 
derecho, particularmente en lo relativo a la atribución de 
responsabilidad cuando deriva de delitos culposos.

En el ámbito automotriz, la ia se manifiesta mediante 
sistemas de conducción autónoma que integran tecnologías 
(Sarmiento-Ramos, 2020) como redes neuronales artificia-
les, visión computacional, algoritmos de aprendizaje pro-
fundo y sensores de entorno (lidar, radar, cámaras); estos 
sistemas analizan información del entorno vial en tiempo 
real, predicen comportamientos de peatones y vehículos, y 
toman decisiones que antes eran exclusivas del conductor 
humano.

La Society of Automotive Engineers (sae) ha clasificado 
los niveles de autonomía en vehículos (Rodríguez y Villalba, 
2018) desde el nivel 0 (sin automatización) hasta el nivel 5 
(automatización completa); a partir del nivel 3, el vehículo 
comienza a tomar decisiones sin intervención constante 
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del conductor, y en niveles 4 y 5 puede operar sin super-
visión humana directa; es precisamente en estos niveles 
donde la atribución jurídica de responsabilidades se vuelve 
más compleja.

La programación de estos vehículos incluye decisio-
nes preconfiguradas sobre cómo actuar ante situaciones 
dilemáticas, por ejemplo, un accidente inminente, lo que 
genera cuestionamientos éticos y jurídicos sobre el papel 
del programador, ya que cabe preguntarse si puede consi-
derarse que el programador previó o aceptó el daño resul-
tante o posible, y si puede responder civilmente si el algo-
ritmo ejecuta una conducta no intencionada pero derivada 
de su diseño.

A diferencia de otras herramientas, la ia aprende de su 
entorno, ajusta sus parámetros internos y puede generar 
consecuencias no anticipadas por sus creadores (Stram, 
2021), por ello resulta fundamental analizar si el sistema 
jurídico mexicano, estructurado sobre la base de la volun-
tad humana, puede aplicarse de manera efectiva a sistemas 
técnicos que actúan sin intervención directa. En este senti-
do, comprender la naturaleza técnica de la ia no es un sim-
ple ejercicio teórico, sino un requisito indispensable para 
construir una respuesta jurídica adecuada y evitar vacíos 
normativos frente a los nuevos riesgos tecnológicos.

III. Marco normativo sobre responsabilidad civil en 
México y la anomia sobre ia
La responsabilidad civil en México se divide, tradicional-
mente, en subjetiva (fundada en la culpa) y objetiva (fun-
dada en el riesgo), y es esta última la que cobra particular 
relevancia cuando se trata de actividades peligrosas o el 
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uso de objetos que, por su naturaleza, implican un riesgo 
especial (Carmona, 2021); ahora bien, en el contexto de la 
inteligencia artificial y los vehículos autónomos, la respon-
sabilidad objetiva surge como el régimen más adecuado 
para imputar daños cuando no es posible identificar una 
acción culposa directa.

En este sentido, es necesario referir el contenido del 
artículo 1913 del Código Civil Federal, el cual a la letra es-
tablece:

Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumen-

tos, aparatos o substancias peligrosas por sí mismos, por la 

velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o in-

flamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduz-

can o por otras causas análogas, está obligada a responder 

del daño que cause, aunque no obre ilícitamente, a no ser 

que demuestre que ese daño se produjo por culpa o negli-

gencia inexcusable de la víctima. (CCF, 1928: artículo 1913)

Este artículo es el eje central del régimen de responsa-
bilidad civil objetiva, porque permite imputar responsabi-
lidad sin necesidad de demostrar culpa, desde la lógica del 
riesgo creado. En el caso de los vehículos autónomos, podría 
argumentarse que el uso de un sistema que toma decisio-
nes por sí mismo representa un riesgo especial, análogo al 
que justifica la aplicación del artículo 1913, máxime si tam-
bién se toma en cuenta lo dispuesto por el artículo 1915, el 
cual señala que: “La responsabilidad objetiva cesa cuando el 
daño es consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor.”; esto 
implica que el responsable no podrá eludir la reparación sal-
vo que demuestre la existencia de una causa completamente 
externa e imprevisible.
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De los diversos accidentes registrados en los últimos 
años con vehículos Tesla que operaban en modo “Autopilot”, 
se ha generado un debate internacional sobre la atribución 
de responsabilidad, algunos casos relevantes incluyen el de 
Joshua Brown (Lin, Abney y Jenkins, 2017), cuando un Tesla 
modelo S impactó contra un camión de carga al no detectar 
correctamente su silueta blanca contra el cielo brillante; 
el conductor falleció y aunque el sistema estaba activado, 
Tesla argumentó que era necesario mantener las manos en 
el volante, con lo cual trasladó parte de la culpa al usuario.

Este caso fue uno de los primeros que planteó públi-
camente la posibilidad de que el algoritmo no sólo fallara 
técnicamente, sino que tuviera una implicación jurídica 
derivada de su diseño. Otro caso relevante es el suscitado 
en California en 2021 (Nguyen, 2021), cuando un Tesla Mo-
delo 3 se estrelló contra una patrulla estacionada mientras 
circulaba en modo autónomo; aunque no hubo víctimas, el 
caso fue investigado por la National Highway Traffic Safety 
Administration (nhtsa) por posible defecto del sistema.

Otro evento fue en Arizona en 2018, aunque no se tra-
tó de Tesla, sino de un vehículo autónomo de prueba de 
Uber, este incidente en el cual un peatón fue atropellado 
y murió introdujo el debate sobre la responsabilidad com-
partida entre programadores, empresas desarrolladoras y 
operadores de pruebas; en estos casos, la problemática ju-
rídica gira en torno a la dificultad para determinar quién es 
el sujeto jurídicamente responsable cuando el evento dañino 
no es producto de una acción humana directa, sino del re-
sultado del procesamiento algorítmico de una ia.

En el derecho mexicano, aunque no existe una legisla-
ción específica sobre ia o vehículos autónomos, la aplicación 
analógica del artículo 1913 permitiría imputar responsabili-
dad objetiva al propietario del vehículo; no obstante, surge 
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la necesidad de discutir si esa responsabilidad puede exten-
derse al programador del algoritmo, cuando éste haya in-
corporado decisiones que, en determinadas circunstancias, 
implican preferencia por un daño sobre otro (por ejemplo, 
salvar al conductor sobre el peatón).

Así, la responsabilidad puede configurarse tanto de 
manera subjetiva como objetiva, según los elementos que 
integran el hecho generador del daño, cuando se trata del 
uso de inteligencia artificial en vehículos autónomos, es 
necesario revisar diversas figuras jurídicas que, aunque 
clásicas, podrían adaptarse o reinterpretarse para resolver 
nuevos conflictos derivados del uso de tecnologías emer-
gentes.

Respecto a la responsabilidad objetiva por riesgo crea-
do, como se mencionaba, el artículo 1913 del Código Civil 
Federal prevé la responsabilidad sin culpa cuando se utili-
zan objetos o tecnologías peligrosas, es aquí donde la ia de 
conducción autónoma puede interpretarse como un riesgo 
creado por el desarrollo tecnológico, del cual deben respon-
der quienes lo introducen en la vida social, y el problema 
radica en determinar quién asume ese riesgo, si el fabri-
cante del vehículo, la empresa que desarrolla el software, el 
usuario o el programador que diseñó el algoritmo; es esta 
indefinición la que exige recurrir a otras figuras comple-
mentarias.

La culpa in vigilando se configura cuando un sujeto tie-
ne la obligación legal o contractual de vigilar el comporta-
miento de otro (persona, animal o cosa) y no lo hace con el 
debido cuidado; motivo por el cual genera un daño a terce-
ro (Espíndola, 2012). Aplicada a los vehículos autónomos, 
esta figura podría ser invocada para imputar responsabi-
lidad al fabricante o empresa propietaria del algoritmo, si 
se demuestra que omitió supervisar o actualizar el sistema 
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de ia, o al propietario del vehículo, en caso de que no haya 
actualizado el software, desactivado funciones defectuosas 
o utilizado el vehículo con conocimiento de sus fallas.

La culpa in eligendo se configura cuando una persona 
selecciona a un colaborador o proveedor sin la debida dili-
gencia y dicha selección genera un daño (Fernández Mu-
ñoz, 2003), en este contexto, podría imputarse a la empresa 
automotriz que contrata programadores externos o utiliza 
software de terceros sin verificar sus estándares de segu-
ridad o ética algorítmica, así como a las plataformas de 
movilidad que adquieren flotas con sistemas autónomos 
sin evaluar el historial técnico del software; ambas figuras 
muestran que incluso en un régimen de responsabilidad 
subjetiva, existen fundamentos para construir la respon-
sabilidad jurídica, aun cuando el daño no provenga de una 
acción directa del responsable.

En la responsabilidad por hecho de otro, el Código Ci-
vil también contempla supuestos donde un sujeto respon-
de por el hecho de otro, como ocurre con padres, tutores, 
patrones, y aunque tradicionalmente es aplicada a relacio-
nes humanas, algunos autores han sugerido que podría 
trasladarse a la relación entre empresa y algoritmo, con lo 
cual se asimila al sistema de ia a un “agente técnico subor-
dinado” cuyas acciones son reflejo del diseño humano. En 
esta línea, podría argumentarse que el programador o la 
empresa desarrolladora responde por el comportamiento 
de su creación algorítmica, no como sujeto independiente, 
sino como extensión técnica de su voluntad.

Es en este aspecto en el que cabe resaltar lo relativo 
a la responsabilidad solidaria ante la complejidad de iden-
tificar a un único responsable, y que para ello se incluyan al 
fabricante, al programador, al distribuidor, al proveedor de 
actualizaciones y al propietario del vehículo, esto permiti-
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ría que la víctima acceda a una reparación pronta y que los 
sujetos obligados se repartan la carga conforme a su par-
ticipación real en el hecho generador del daño, sobre todo 
cuando hablamos de eventos donde la cuantía sobrepasa a 
la capacidad económica de un individuo.

Es necesario mencionar la responsabilidad por pro-
ducto defectuoso, que es la creada por el vicio de diseño 
o fabricación (Esquivel León, 2015), y aunque típicamente 
es abordada desde el derecho del consumidor, esta figura 
también puede operar en sede civil si el daño proviene de 
un error en el diseño algorítmico del sistema de conduc-
ción autónoma, por ejemplo, si se presenta una falla para 
reconocer peatones de noche o interpretar señales de trán-
sito, podría hablarse de un vicio de diseño atribuible al pro-
gramador o a la empresa que lo implementó sin verifica-
ción adecuada de su calidad.

IV. Grados de participación respecto al uso de inteligencia 
artificial
Para entender adecuadamente la posible responsabilidad 
jurídica derivada del uso de vehículos autónomos dotados 
de inteligencia artificial, es indispensable identificar los dis-
tintos grados de participación de los actores involucrados 
en su creación, implementación, mantenimiento y uso, por-
que esta perspectiva permite avanzar hacia una asignación 
más precisa y justa de la responsabilidad, y así superar la 
lógica tradicional de una responsabilidad lineal o binaria.

El desarrollo y uso de vehículos autónomos puede 
dividirse en diversas etapas, cada una implica decisiones 
técnicas y jurídicas relevantes; primeramente es el dise-
ño y programación inicial del algoritmo (programadores y 
desarrolladores), en esta fase se decide la arquitectura del 
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sistema, los datos con los que se entrenará y los criterios de 
decisión ante eventos complejos (Arciniega, 2024), es aquí 
donde reside uno de los núcleos de responsabilidad más de-
licados, especialmente si el algoritmo incorpora reglas de 
priorización de vidas, tolerancia a errores o respuestas pre-
determinadas ante dilemas morales.

La segunda fase es el entrenamiento y validación del 
modelo (científicos de datos y testers), el sistema es expues-
to a millones de datos para que aprenda patrones de com-
portamiento, y una mala curaduría de los datos, sesgos o 
una validación deficiente generan errores sistemáticos; 
esta responsabilidad recaerá tanto en los programadores 
como en los equipos encargados de la verificación. En una 
tercera etapa, que consiste en la integración en el hardware 
vehicular (automotrices), es el fabricante quien introduce 
físicamente la ia al vehículo y define sus condiciones ope-
rativas al configurar límites, alertas y protocolos de uso. La 
falta de control de calidad en esta fase puede ser origen de 
una responsabilidad por defectos de ensamblaje o de inter-
faz humano-máquina.

El cuarto nivel sería en la distribución y comerciali-
zación (fabricantes, concesionarios), que es en la forma en 
que se presenta el vehículo al consumidor, los manuales 
de uso, las advertencias y las garantías ofrecidas inciden 
en las expectativas del usuario, una publicidad engañosa 
sobre la “autonomía total” del vehículo (Barnica, Álvarez y 
Gastélum-Barrios, 2024) podría generar responsabilidad 
por inducción al error. La quinta fase es la actualización y 
mantenimiento (empresa de software, personal de mante-
nimiento, usuario), en ésta muchos accidentes pueden ori-
ginarse por la omisión de instalar actualizaciones críticas 
de software o por no desactivar funciones defectuosas, lo 
que genera un nuevo punto de atribución de responsabili-
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dad, especialmente cuando la empresa no notifica adecua-
damente al usuario o impide una actualización por razones 
comerciales.

Finalmente, la etapa del uso del vehículo (conductor 
o propietario final). A pesar de la automatización, algunos 
modelos exigen supervisión humana, si el conductor ig-
nora deliberadamente las alertas o interviene inapropia-
damente, podría activarse una responsabilidad personal, 
especialmente en niveles dos y tres de autonomía.

Ahora bien, para desarrollar la delimitación de res-
ponsabilidades según el grado de participación, pueden 
distinguirse cuatro niveles de responsabilidad: la pri-
maria, que corresponde al programador y diseñador del 
sistema, si el error proviene del propio algoritmo; la res-
ponsabilidad concurrente, que se atribuye al fabricante 
siempre y cuando la integración técnica haya sido de-
fectuosa o se omitiera una advertencia esencial; la res-
ponsabilidad compartida, que pertenece al propietario 
o usuario, si actuó con negligencia al operar el vehículo o 
eludió actualizaciones necesarias; y la responsabilidad 
residual, que resulta del entorno normativo o institucio-
nal, si existió una regulación obsoleta o ambigua que fa-
voreció la ambigüedad legal.

No pasa desapercibido que la multiplicidad de actores 
y decisiones en el uso de la ia exige adoptar un enfoque fun-
cional de la responsabilidad civil, que combine elementos 
de responsabilidad objetiva, culpa in vigilando y solidaridad 
jurídica, incluso cada actor debería responder en la medida 
de su participación y grado de control efectivo sobre la cau-
sa del daño. Esto se alinea con principios de justicia correc-
tiva y con la tendencia en otros sistemas jurídicos hacia 
modelos de accountability distribuida, como en el caso del 
Reglamento Europeo sobre ia (Artificial Intelligence Act).
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El uso de cualquier bien, según la intencionalidad del 
tenedor, determina que dicho objeto carece de alguna atri-
bución de cualquier forma de culpabilidad. En este sentido, 
los propietarios de un vehículo de conducción autónoma 
(Guerra y Tisné, 2021) se encuadrarían en la figura de mero 
accidente sin responsabilidad, mientras hayan guardado 
los deberes de cuidado correspondientes, es decir, mante-
nimiento de su unidad y que en sus posibilidades no haya 
podido ejecutar alguna opción. Por ejemplo, si el vehículo 
daña y/o lastima debido a que el conductor no logra que el 
vehículo lo obedezca, y dicha unidad con su programación 
afecta un bien jurídico, propiamente es responsable la per-
sona que programó el vehículo, así como quien supervisa o 
avala el control de calidad, en términos penales; por cuanto 
hace a la responsabilidad civil, es decir, daños y perjuicios, 
es responsable solidariamente la persona moral que fabri-
có el vehículo. 

	 Resulta quizá tosco decirlo de la siguiente manera, 
pero si una agencia automotriz entrega una unidad sin los 
birlos de un neumático y éste al rodar colisiona con otro 
particular, la responsabilidad no recae en el conductor del 
vehículo nuevo, pues la afectación surgió derivada de la fal-
ta de cautela de los fabricantes. Ahora bien, si algún traba-
jador del fabricante hubiera realizado una programación o 
instalación intencionalmente para un mal funcionamiento, 
estaríamos en el supuesto del dolo indeterminado, aquél 
que se presenta cuando el autor del delito desea un resul-
tado típico, pero sin saber a quién o quiénes perjudicará 
ni el nivel de afectación. Como ejemplo, si yo programara 
un artefacto para que detonara, yo sería responsable por 
esa explosión. Las explosiones se usan para una demolición 
legal o para destrucción ilícita. Si yo detonara por falta de 
cuidado, sería imprudencia, si lo hiciera a sabiendas de que 
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fallará algún control del explosivo, sería doloso; es decir, 
siempre será atribuible a un humano.

Cierto es que las unidades autónomas requieren de se-
ñal inalámbrica de internet. En el caso de que ésta fallara, 
ese error no sería atribuible a la empresa de telefonía, por 
lo que no resultaría responsable legalmente si en sus con-
tratos de adhesión no se menciona el uso para unidades au-
tónomas con riesgo de que, a falta de señal, se interrumpa 
su buen funcionamiento.

V. Modelos comparados de responsabilidad civil por ia en 
vehículos autónomos
El desafío de atribuir responsabilidad por daños causados 
por sistemas autónomos no es exclusivo de México, di-
versas jurisdicciones han comenzado a establecer marcos 
normativos o doctrinas interpretativas para enfrentar este 
fenómeno, por ello es importante presentar enfoques que 
considero relevantes y que pueden aportar elementos úti-
les para un eventual desarrollo normativo mexicano.

La Unión Europea ha sido pionera en proponer una re-
gulación específica sobre inteligencia artificial (Parlamen-
to Europeo, 2023). En 2021, la Comisión Europea presentó 
el proyecto de Reglamento de Inteligencia Artificial (Artifi-
cial Intelligence Act), y en 2022 se aprobó una Propuesta de 
Directiva sobre responsabilidad en materia de inteligencia 
artificial. Estos instrumentos proponen una clasificación 
de los sistemas de ia según su nivel de riesgo (bajo, alto y 
prohibido), un régimen de responsabilidad objetiva para 
los proveedores de ia de alto riesgo (como los vehículos au-
tónomos), la obligación de registrar y documentar las de-
cisiones del sistema (trazabilidad algorítmica) y la posibi-
lidad de invertir la carga de la prueba, lo que facilitaría a la 
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víctima la atribución de responsabilidad cuando el sistema 
actúe con autonomía.

Además, el Parlamento Europeo ha recomendado 
crear una figura jurídica para ciertos sistemas de ia que 
actúan con autonomía significativa; ha planteado, incluso, 
la idea de una “personalidad electrónica”, aunque esta pro-
puesta ha sido fuertemente debatida.

En Alemania, país con una fuerte industria automo-
triz, la aproximación se basa en responsabilidad objetiva 
del fabricante y en la obligación de contar con un seguro 
obligatorio para vehículos autónomos, su German Road 
Traffic Act (Gesley, 2021) fue modificada en 2017 para per-
mitir la circulación de vehículos con funciones autóno-
mas, en la cual se establece que el conductor humano es el 
responsable, pero el fabricante puede serlo si el daño fue 
causado por un fallo en el sistema automatizado, para ello 
el sistema debe contar con una caja negra que registre las 
decisiones tomadas por el software.

También se impone a las compañías automotrices la 
responsabilidad por producto defectuoso, conforme a la Di-
rectiva Europea 85/374/CEE (European Union, n.d.), en caso 
de que el daño derive del diseño del software. Este modelo 
privilegia la responsabilidad del fabricante, sin excluir al 
usuario o al programador, a la vez que asegura que siempre 
exista un responsable identificable frente a la víctima.

En Estados Unidos de América (Corral, 2017), la atribu-
ción de responsabilidad sigue un enfoque principalmente 
casuístico y contractual, fundado en las doctrinas denomi-
nadas negligence (negligencia ordinaria o profesional), strict 
liability (responsabilidad objetiva por productos defectuo-
sos) y product liability (responsabilidad por diseño, fabrica-
ción o advertencia deficiente), que en el caso de Tesla, los 
litigios han girado en torno a la supuesta publicidad en-
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gañosa sobre el nivel de autonomía de los vehículos (por 
ejemplo, el uso del término Full Self-Driving), a la falla en el 
diseño del software, al no reconocer adecuadamente pea-
tones o condiciones del camino, y a la posible omisión en 
advertir al usuario sobre las limitaciones del sistema.

Cada país puede interpretar de forma distinta la atri-
bución de responsabilidad, aunque se observa una tenden-
cia a culpabilizar a la empresa desarrolladora del sistema 
autónomo, más que al conductor o al programador indivi-
dual, a partir del principio de que el beneficiario del riesgo 
debe asumir sus consecuencias.

VI. Conclusiones
La creciente incorporación de inteligencia artificial en ve-
hículos autónomos ha transformado radicalmente la for-
ma en que se genera, distribuye y controla el riesgo vial. 
En este nuevo escenario, el derecho civil y penal mexicano 
se enfrenta a un desafío crucial: adaptar sus categorías 
tradicionales de atribución de responsabilidad a fenóme-
nos en los que el daño no es causado por una acción hu-
mana directa, sino por un sistema técnico que opera con 
autonomía relativa.

El análisis realizado permite afirmar que el régi-
men de responsabilidad civil objetiva ofrece un punto de 
partida válido para imputar responsabilidad por hechos 
ilícitos derivados del uso de tecnologías potencialmente 
peligrosas, como lo es un vehículo de conducción autóno-
ma; sin embargo, su aplicación requiere una reinterpreta-
ción que considere los grados de participación técnica y 
jurídica en el ciclo de vida de la inteligencia artificial, par-
ticularmente cuando el daño se origina por decisiones al-
gorítmicas no imputables a un sujeto humano inmediato.
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Las figuras jurídicas clásicas, como la culpa in vi-
gilando, culpa in eligendo, la responsabilidad por hecho de 
otro y la responsabilidad por productos defectuosos, pue-
den ser reconfiguradas para imputar responsabilidad tan-
to al programador como a la empresa desarrolladora o al 
fabricante automotriz, según el origen del daño; no obs-
tante, estas figuras deben ser integradas desde un enfoque 
de responsabilidad funcional y distributiva que considere 
quién tuvo control efectivo sobre el riesgo.

La comparación con modelos normativos de la 
Unión Europea, Alemania y Estados Unidos demuestra una 
tendencia global hacia la objetivación de la responsabili-
dad, aun en ausencia de culpa, la implementación de meca-
nismos de trazabilidad algorítmica, la creación de seguros 
obligatorios como medida compensatoria y en algunos ca-
sos, la discusión sobre el reconocimiento jurídico autóno-
mo de ciertos sistemas de inteligencia artificial.

En el caso de México, urge iniciar un proceso nor-
mativo que regule la interacción entre inteligencia artifi-
cial y responsabilidad civil, al menos en sectores estraté-
gicos, como el automotriz,  en los cuales los daños pueden 
ser de alta magnitud y de difícil imputación, por ello, como 
propuesta preliminar, podría considerarse la presunción le-
gal de responsabilidad objetiva para desarrolladores de ia 
de alto riesgo, la obligación de implementar módulos de 
auditoría y registro de decisiones algorítmicas y la incor-
poración de un régimen de responsabilidad solidaria téc-
nica, que permita a la víctima reclamar a cualquier actor 
de la cadena de desarrollo, quien a su vez podrá repetir en 
contra de los verdaderos responsables.

En síntesis, la inteligencia artificial no puede ser 
tratada como una simple herramienta neutral; su creciente 
capacidad de decisión autónoma impone una nueva arqui-
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tectura jurídica, en la cual el derecho civil debe responder 
con creatividad, técnica y justicia. Ciertamente se pueden 
colocar límites, pero es en el análisis de su programación 
en donde recae el estudio de la responsabilidad. Es posible 
programar límites, a efecto de que la inteligencia artificial 
no tome ciertas decisiones, como las leyes de Asimov, en 
caso contrario, que el sistema pueda rebasar los paráme-
tros establecidos por  su programador, se estaría en un hito 
histórico que exigiría replantear todas las dimensiones de 
la humanidad, entre ellas, la normatividad relativa a la atri-
bución de sanciones.

Se debe superar ciertas pruebas para que pueda sa-
lir al mercado, el problema es que, si dichas pruebas son 
insuficientes y son superadas, la responsabilidad como tal 
recae en la autoridad, como pasaría con el problema de las 
calles con ingeniería vial.

En los modelos comparados se identifica una cons-
tante: la necesidad de adaptar o reformular las doctrinas 
tradicionales de responsabilidad civil ante el surgimiento 
de tecnologías autónomas. En general, se observa la ten-
dencia a objetivar la responsabilidad, la incorporación de 
obligaciones de trazabilidad técnica, la promoción de se-
guros obligatorios como forma de protección a la víctima y 
el debate sobre si crear figuras jurídicas nuevas para la ia o 
adaptar las existentes.

México, por su parte, aún no ha iniciado un proceso 
regulatorio integral sobre inteligencia artificial en el ámbi-
to civil. No obstante, los fundamentos normativos actuales 
(como el artículo 1913 del Código Civil Federal) podrían uti-
lizarse de manera analógica, siempre que se precise quién 
asume la condición de responsable por riesgo. El marco 
jurídico actual permite adaptar distintas figuras de la res-
ponsabilidad civil para responder a los desafíos planteados 
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por la inteligencia artificial; sin embargo, es evidente que 
la complejidad técnica y la multiplicidad de actores im-
plicados exige avanzar hacia una doctrina más afinada y 
posiblemente una regulación específica que considere los 
distintos grados de participación en el ciclo de vida de la ia.
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Resumen
La inteligencia artificial (ia) ha revolucionado innumerables in-
dustrias, ha mejorado la productividad y la innovación y, a la vez, 
ha modificado la manera en que los delitos se perpetran y, por 
lo tanto, se previenen. La ia ha sido explotada con fines delicti-
vos, lo que supone graves amenazas para la seguridad mundial 
y la estabilidad social. Al mismo tiempo, es aprovechada para 
prevenir delitos mediante la detección avanzada de riesgos, la 
supervisión en tiempo real y el análisis predictivo. Este artícu-
lo examina el doble papel de la ia como facilitadora del delito y 
como herramienta constructiva para su prevención, detección 
y respuesta.

Palabras clave
Inteligencia artificial, comisión del delito, prevención del delito, 
gobernanza de la ia, protección de datos, análisis predictivo.
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Abstract 	
Artificial Intelligence (ai) has revolutionised countless industries, 
enhancing productivity and innovation, while also transforming 
the ways in which crime is both perpetrated and prevented. ai 
is being exploited for criminal purposes, posing serious threats 
to global security and societal stability. At the same time, it is 
being leveraged to avert crime through advanced threat detec-
tion, real-time monitoring of suspicious activity, and predictive 
analytics. This paper examines ai’s dual role as both an enabler 
of crime and a constructive tool for preventing, detecting, and 
responding to it.

Keywords
Artificial Intelligence, Crime Commission, Crime Prevention, ai 
Governance, Data Protection, Predictive Analytics.

Sumario
I. Introducción. II. La ia como facilitadora del delito. III. La ia 
como herramienta de control del delito. IV. Retos en la pre-
vención del delito basada en la ia. V. Regulaciones globales de 
la ia en el ámbito penal. VI. Conclusión. VII. Recomendaciones. 
VIII. Referencias. 

I. Introducción

L as tecnologías han impactado primordialmente en 
las economías nacionales, marcando el cambio de una 
base industrial convencional hacia una base informa-

cional. Es indudable que la tecnología desempeña un papel 
crucial en la comisión de múltiples formas de actividad de-
lictiva, desde infracciones menores hasta delitos graves. La 
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información digital —los datos— constituye— la forma 
mediante la cual la emergente sociedad de la información 
lleva a cabo sus actividades. La economía global depende 
en gran medida del procesamiento y la transmisión de esa 
información a través de redes para sostener su infraestruc-
tura y llevar a cabo numerosas funciones (Walden, 2007). La 
inteligencia artificial se ha convertido en parte de la vida 
cotidiana y conlleva el riesgo de dotar a Estados, empresas 
y corporaciones de nuevas herramientas que pueden menos-
cabar la privacidad de las personas. La mayoría de las aplica-
ciones, los sistemas y los productos basados en ia se susten-
tan principalmente en la recopilación y el procesamiento de 
grandes volúmenes de datos, a menudo sin el conocimiento 
y, de manera fundamental, sin el consentimiento de quienes 
se encuentran en su entorno (Ryder y Naren, 2025).

Una de las técnicas más relevantes de la ia es el uso de 
las redes neuronales (Marwala, 2013). En el ámbito del delito, 
éstas se emplean tanto en dimensiones ofensivas como de-
fensivas. Los actores delictivos explotan las capacidades de 
la ia y emplean redes neuronales para automatizar ataques 
de suplantación de identidad, evadir sistemas de cibersegu-
ridad e identificar vulnerabilidades en infraestructuras di-
gitales. De manera paralela, los organismos encargados de 
hacer cumplir la ley las emplean para detectar actividades 
fraudulentas, predecir comportamientos delictivos y proce-
sar grandes volúmenes de datos de vigilancia o de redes so-
ciales con fines de investigación. El avance de la tecnología 
ha permitido nuevas formas de cometer, combatir y reflexio-
nar sobre la delincuencia, las personas que cometen delitos, 
la policía, los tribunales, las víctimas y la ciudadanía. La tec-
nología no sólo proporciona herramientas innovadoras para 
cometer y combatir el delito, sino también nuevos mecanis-
mos para detectar, investigar y calificar los delitos, así como 
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nuevas formas de identificar, vigilar, perseguir y sancionar a 
quienes los cometen. 

El poder de la tecnología, en constante crecimiento ex-
ponencial, ha dotado de estrategias sofisticadas y mayores 
oportunidades a quienes cometen delitos, al ampliar el nú-
mero de objetivos potenciales, sin que hasta ahora se haya 
producido una mejora correspondiente en la disponibili-
dad o la capacidad de los sistemas de protección. Además, 
las redes transnacionales de información han transforma-
do la delincuencia tecnológica de un problema local en una 
cuestión de seguridad global (Leman-Langlois, 2013).

La protección de datos constituye un ámbito en el que 
los derechos fundamentales deben ser ponderados frente 
al impulso hacia la innovación tecnológica y la eficacia eco-
nómica. Los datos personales se han convertido en un ac-
tivo esencial para la economía digital. En consecuencia, su 
libre flujo transfronterizo ha sido descrito como un nuevo 
campo de batalla para los estados que buscan salvaguardar 
sus principales intereses económicos y no económicos, en 
especial en un contexto en el que la gobernanza digital y 
las preocupaciones de seguridad vinculadas a la ia se han 
vuelto centrales (Naef, 2023).

Con las tecnologías emergentes, tener acceso a datos 
sin autorización se ha vuelto progresivamente más fácil. 
Hoy en día, los ciberataques son poco costosos y quienes 
los llevan a cabo asumen un riesgo muy bajo de ser descu-
biertos, ya que pueden ejecutarse desde cualquier parte del 
mundo, lo que constituye un entorno propicio para activi-
dades delictivas con consecuencias potencialmente catas-
tróficas (Koehler, 2018). El desafío que plantean los delitos 
facilitados por la ia radica en que los métodos empleados 
para gestionar el desorden en el mundo físico suelen re-
sultar insuficientes en el ámbito digital. Los problemas que 
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surgen en el ciberespacio no permanecen confinados, sino 
que se trasladan al mundo real, ya que el ciberespacio no es 
una verdadera externalidad. Es simplemente un conducto 
de la actividad humana, tanto positiva como negativa. Per-
mite que los peores elementos de cualquier lugar se infil-
tren en cualquier otro, y ello constituye un aspecto central 
del problema (Brenner, 2009). 

La ia es una de las áreas emergentes de esta sociedad 
tecnocrática y plantea importantes desafíos. El principal 
reto para el derecho consiste en mantener el ritmo de los 
avances tecnológicos, cuyo desarrollo corresponde a los in-
novadores, mientras que su uso indebido para la comisión 
de delitos facilitados por la ia recae en quienes los cometen. 
La respuesta frente a estos fenómenos exige una actuación 
coordinada de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. 
En este contexto, al abordar los delitos habilitados por la 
ia, el refrán tradicional de “ojo por ojo” debe transformarse 
en un principio de “tecnología por tecnología”, en el que he-
rramientas tecnológicas avanzadas sean empleadas para 
prevenir, detectar y contrarrestar las actividades delictivas 
impulsadas por la ia (Kalra y Verma, 2011).

II. La ia como facilitadora del delito 
La inteligencia artificial plantea amenazas diferenciadas y 
emergentes en el ámbito de la actividad delictiva. Éstas de-
rivan de la autonomía de la ia, de sus capacidades de apren-
dizaje y de su aptitud para operar a velocidades y escalas 
que superan la supervisión humana. Los comportamientos 
emergentes, en los que los sistemas de ia actúan de formas 
imprevistas, pueden generar de manera inadvertida resul-
tados delictivos, como la facilitación de actividades ilegales 
coordinadas por sistemas autónomos. Los marcos conven-
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cionales de responsabilidad se ven cuestionados, ya que la 
ia puede ejecutar actos delictivos (actus reus) de forma inde-
pendiente a la intención humana (mens rea), lo que plantea 
problemas en materia de atribución de responsabilidad y 
aplicación de la ley.

La supervisión de los delitos habilitados por la ia re-
sulta igualmente compleja, ya que los agentes autónomos 
pueden adaptarse con mayor rapidez de la que permite la 
supervisión humana, operar a través de múltiples sistemas 
y explotar vulnerabilidades sociales y psicológicas, como 
la manipulación de usuarios mediante bots sociales. Los 
avances en la ia generativa, particularmente en la creación 
sintética de información, han posibilitado nuevas formas 
de acoso mediante la generación de representaciones al-
tamente realistas, pero falsas de individuos. Este fenóme-
no complica la atribución jurídica y la rendición de cuentas. 
Además, la ia ha facilitado el robo y el fraude mediante la au-
tomatización en la recopilación de datos personales y la so-
fisticación en la manipulación de identidades digitales. Las 
campañas automatizadas de spear phishing han incremen-
tado la eficacia de estos ataques, mientras que la síntesis de 
voz impulsada por la ia permite a quienes cometen delitos 
suplantar a las víctimas, eludir las medidas de seguridad y 
llevar a cabo actividades ilegales (King, Aggarwal, Taddeo y 
Floridi, 2019).

La ia ha transformado de manera sustancial la di-
námica operativa de la actividad delictiva al eliminar las 
limitaciones humanas convencionales, lo que permite la 
comisión de delitos más rápidos, eficientes y sofisticados. 
Quienes cometen ciberdelitos han adoptado la ia para 
potenciar operaciones dirigidas por personas, automati-
zando tareas como campañas de phishing, el análisis de 
extensas bases de código en busca de vulnerabilidades ex-
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plotables y la generación de comunicaciones fraudulen-
tas convincentes. La ia también ha permitido a quienes 
cometen delitos ampliar sus operaciones mucho más allá 
de los límites humanos, impulsando el auge de las suplan-
taciones mediante deepfakes, las identidades falsas y los 
ciberataques a gran escala dirigidos contra individuos, 
empresas e instituciones financieras con una precisión 
sin precedentes (TRM, 2025).

La proliferación de la ia en la actividad delictiva 
ha generado un aumento significativo en los delitos 
facilitados por esta tecnología, con graves implicaciones 
para las fuerzas del orden y la seguridad nacional. 
Actualmente, la ia se emplea de manera extensiva en 
delitos financieros, phishing, ataques de Denegación de 
Servicio Distribuido (DDoS, por sus siglas en inglés), 
difusión de material de abuso sexual infantil (csam, por sus 
siglas en inglés), robo de identidad, ciberacoso, creación 
de deepfakes, desinformación; así como en sistemas de 
vigilancia y vulneraciones de la privacidad. El incremento 
de esta modalidad delictiva responde a diversos factores. 
En particular, las capacidades de automatización de la ia 
permiten escalar rápidamente las operaciones ilícitas, lo 
que ha aumentado la magnitud de la actividad delictiva a 
niveles antes inimaginables.

Quienes delinquen no sólo automatizan tipos de delitos 
ya existentes, como el phishing y el fraude, sino que también 
aprovechan la ia para desarrollar métodos novedosos 
y herramientas más avanzadas. Además,  la capacidad 
de la ia para replicar comportamientos similares a los 
humanos permite a estos actores explotar vulnerabilidades 
psicológicas y cognitivas generalizadas, lo que incrementa 
la eficacia de tácticas engañosas como la ingeniería social, 
los deepfakes y la generación automatizada de contenido. 
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Los sistemas de ia se utilizan para crear herramientas 
delictivas más potentes, lo que exige que las fuerzas del 
orden desarrollen capacidades igualmente avanzadas para 
contrarrestarlas. Sin embargo, pese a las considerables 
ventajas que la ia proporciona a quienes cometen delitos, 
persisten obstáculos que limitan su implementación a 
mayor escala, como la necesidad de conocimientos técnicos 
especializados, recursos computacionales sustanciales, 
seguridad operativa y sistemas de ia fiables. Estos obstáculos 
constituyen puntos de intervención para las fuerzas del 
orden a fin de interrumpir y contrarrestar los delitos 
facilitados por esta tecnología. Al identificar y abordar 
estas limitaciones, las autoridades pueden ralentizar su 
proliferación en las actividades delictivas (Burton, Joe, Ardi 
Janjeva, Simon Moseley, Alice, 2025).

Los avances en este ámbito, en particular en la ia 
generativa, han transformado de manera significativa la 
actividad delictiva, al permitir que una amplia variedad 
de delitos se cometa con mayor rapidez, eficacia y escala. 
Estos desarrollos tecnológicos incluso facilitan la actua- 
ción de quienes cometen delitos con menor nivel de es-
pecialización, al reducir brechas de conocimiento, como 
el dominio de idiomas, la programación avanzada y otros 
conocimientos técnicos. Dado el rápido progreso de esta 
tecnología, no sólo han surgido nuevas formas de delito, 
sino que también las ya existentes se han transformado. 

Los avances en la ia han incrementado la vulnerabili-
dad frente a diversas actividades delictivas, en la medida 
en que el contenido generado por esta tecnología se vuelve 
indistinguible del producido por personas. Determinados 
grupos en situación de vulnerabilidad, como niños, per-
sonas mayores y mujeres, presentan un riesgo particular-
mente elevado. Para mitigar los daños asociados con los 
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delitos facilitados por esta tecnología, se requiere una só-
lida colaboración intersectorial, mayor concientización y 
participación pública, el desarrollo de mecanismos de de-
fensa innovadores y la incorporación de conocimientos y 
buenas prácticas en el ámbito de la ciberseguridad.

La capacidad de la ia para generar contenido altamen-
te convincente, desde correos electrónicos y mensajes de 
texto hasta la clonación de la voz y los deepfakes, resulta 
particularmente evidente en delitos como el phishing, el 
robo de identidad y el fraude financiero. Estas estafas han 
vuelto cada vez más difíciles de detectar, ya que los actores 
maliciosos pueden crear mensajes personalizados y realis-
tas que explotan vulnerabilidades humanas. La ia también 
posibilita nuevas formas de actividad delictiva, como los 
ataques contra infraestructuras críticas, en los que siste-
mas basados en esta tecnología podrían emplearse para 
controlar vehículos autónomos o infiltrarse en sistemas 
industriales. Asimismo, el malware desarrollado mediante 
ia ha evolucionado y se ha optimizado de forma autónoma, 
lo que lo ha vuelto más difícil de detectar y dificulta que las 
medidas convencionales de ciberseguridad mantengan el 
ritmo frente a estas amenazas.

Los actores delictivos pueden utilizar la ia para explo-
tar vulnerabilidades en los sistemas de manera más rápida 
y eficiente, así como para desarrollar malware adaptati-
vo capaz de modificar su comportamiento en respuesta a 
mecanismos de detección. El auge de esta tecnología en el 
ciberdelito ha alterado de manera fundamental las dinámi-
cas de la delincuencia en línea, lo que vuelve inadecuados 
los enfoques convencionales de detección y prevención. 
Asimismo, su papel en la sextorsión y en la creación de ma-
terial de abuso sexual infantil (csam) va en aumento, ya que 
los deepfakes y el contenido explícito generado mediante 
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estas herramientas dificultan que las víctimas demuestren 
su carácter fabricado, mientras causan un daño emocional 
y psicológico significativo.

La asequibilidad y facilidad del uso de las herramien-
tas de ia han reducido la barrera de entrada para quienes 
cometen delitos, lo que ha convertido estas tecnologías en 
una amenaza extendida en diversos sectores. Estas herra-
mientas también han facilitado a los grupos terroristas la 
difusión de propaganda, el reclutamiento de seguidores 
y la generación de desinformación persuasiva a través de 
múltiples plataformas. Asimismo, han propiciado la apari-
ción de nuevos ataques ciberfísicos, en los que actores ma-
liciosos explotan sistemas integrados en infraestructuras 
críticas. Entre ellos se incluyen ataques contra vehículos 
autónomos, drones y sistemas de ciudades inteligentes, 
donde su manipulación puede causar daños físicos, inte-
rrumpir servicios públicos o incluso provocar consecuen-
cias catastróficas. Estos ataques representan una alarman-
te convergencia de amenazas digitales y físicas, en la que 
los sistemas podrían utilizarse como armas para causar da-
ños a gran escala. Además, la expansión de esta tecnología 
en el procesamiento de información sensible ha convertido 
a estos sistemas en un objetivo prioritario para la vulnera-
ción de datos privados. Su capacidad para gestionar gran-
des volúmenes de información incrementa la vulnerabili-
dad frente al acceso no autorizado y la explotación de datos 
personales (U.S. Department of Homeland Security, 2024).
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III. La ia como herramienta de control del delito
El delito se ha vuelto más complejo debido a los avances 
tecnológicos. Para hacer frente a este desafío, las fuerzas 
del orden y el sector privado han adoptado la inteligencia 
artificial con el fin de fortalecer las investigaciones, mejo-
rar la eficiencia y aumentar la eficacia de las estrategias 
preventivas. Esta tecnología permite a las autoridades pro-
cesar grandes volúmenes de datos, identificar patrones y 
detectar tendencias vinculadas con la delincuencia organi-
zada y otras actividades ilícitas.

La ia desempeña un papel cada vez más relevante en el 
análisis de la dark web, al facilitar la detección de una am-
plia gama de actividades ilícitas mediante técnicas de pro-
cesamiento automático de grandes volúmenes de datos y 
la identificación de patrones sospechosos. Esta herramienta 
puede reconocer comportamientos delictivos, supervisar 
plataformas en línea, detectar posibles víctimas de delitos 
como la trata de personas y descubrir redes ocultas. Asimis-
mo, permite aplicar análisis predictivo, minería de datos, 
reconocimiento facial y análisis de patrones para facilitar 
la localización de los responsables y la prevención de deli-
tos futuros.

A pesar de sus ventajas, el uso de la ia en las fuerzas del 
orden plantea diversos desafíos, entre ellos el presupues-
to, las carencias de formación y las preocupaciones éticas 
relacionadas con la privacidad y los derechos humanos. Por 
ello, resultan fundamentales el desarrollo responsable de 
esta tecnología, la regulación adecuada y la capacitación 
continua del personal encargado de hacer cumplir la ley. 
Al equilibrar la innovación con la rendición de cuentas, la ia 
puede consolidarse como una herramienta poderosa para 
fortalecer los sistemas de justicia penal y mejorar la segu-
ridad pública (Sadulski, 2024).
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La seguridad de una comunidad constituye una prio-
ridad fundamental, lo que impulsa a los gobiernos a adop-
tar medidas orientadas a reducir la actividad delictiva y 
contribuye al crecimiento económico y a la mejora de la 
calidad de vida. El análisis del fenómeno delictivo desem-
peña un papel relevante en la comprensión de los patrones 
de comportamiento y en la identificación de indicadores de 
actividad ilícita. No obstante, su prevención resulta com-
pleja debido a la diversidad de conductas, motivaciones, 
repercusiones, métodos de actuación y estrategias preven-
tivas. Para hacer frente a estos desafíos, la predicción del 
delito ha surgido como una herramienta poderosa que per-
mite a las fuerzas del orden identificar tendencias y asig-
nar recursos con mayor eficacia.

Debido a los avances en inteligencia artificial y apren-
dizaje automático, los modelos predictivos pueden analizar 
grandes volúmenes de datos, detectar patrones y anticipar 
posibles conductas delictivas. Estos modelos integran múl-
tiples variables, como el tipo de infracción, la ubicación, el 
momento y los factores demográficos o socioeconómicos, 
lo que facilita la identificación de focos de riesgo y la antici-
pación de la actividad delictiva. A diferencia de los métodos 
convencionales, como el mapeo de zonas de concentración, 
que se basan en datos históricos para desplegar recursos 
de manera reactiva, la ia genera información prospectiva 
que optimiza la asignación de recursos, mejora las estra-
tegias de patrullaje y fortalece la seguridad pública. Ade-
más, permite desarrollar estrategias preventivas que 
además de anticipar comportamientos ilícitos, también 
revelan dinámicas sociales subyacentes y respaldan in-
tervenciones focalizadas y decisiones de política pública 
basadas en evidencia.
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La incorporación de la ia en la predicción del deli-
to representa un avance significativo en la labor policial 
contemporánea, con potencial para reducir los índices de 
delincuencia y mejorar la eficacia institucional y el bienes-
tar comunitario (Dakalbab, Talib, Waraga, Nassif, Abbas y 
Nasir, 2022). Asimismo, la inteligencia artificial ha trans-
formado las fuerzas del orden al posibilitar enfoques más 
proactivos y sustentados en datos para la prevención e 
investigación. Mediante la automatización del análisis de 
conjuntos complejos de información, como redes sociales, 
registros financieros, sistemas de videovigilancia y expe-
dientes policiales, las autoridades pueden detectar patro-
nes ocultos, identificar amenazas emergentes y responder 
con mayor rapidez ante situaciones en curso.

Los análisis predictivos y los modelos de aprendizaje 
automático han demostrado especial eficacia en la iden-
tificación de zonas de concentración delictiva, individuos 
de alto riesgo y comportamientos financieros anómalos, lo 
que, sin duda, contribuye a una gestión más estratégica de 
los recursos. La implementación de herramientas basadas 
en ia en la seguridad urbana, la prevención del ciberdeli-
to y la detección de fraudes financieros han contribuido a 
reducciones medibles en las tasas de delincuencia en los 
contextos en que se han implementado (Frenkel, 2025).

La integración de tecnologías intensivas en los datos 
de las investigaciones delictivas ha ampliado de forma sig-
nificativa el papel del tratamiento de la información en la 
labor policial proactiva. Herramientas como los sistemas 
de vigilancia y las técnicas de minería de datos permiten a 
las fuerzas del orden recopilar, analizar y aprovechar gran-
des volúmenes de información, lo que fortalece las estra-
tegias de prevención e investigación. Al mismo tiempo, el 
uso de esta información acentúa la necesidad de respetar 
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los derechos fundamentales, en particular, la protección 
de datos, en las fases de acceso, tratamiento e intercambio de 
contenidos procedentes de bases policiales y judiciales. Este 
principio se aplica tanto a los archivos generados en el 
marco de investigaciones como a los derivados de la perse-
cución penal, lo que asegura que los avances tecnológicos 
se equilibren con las debidas salvaguardias jurídicas y éti-
cas (Hijmans y Kranenborg, 2014).

Los investigadores digitales requieren competencias 
técnicas adecuadas, recursos suficientes y facultades de in-
vestigación claras. No obstante, el volumen y la diversidad 
del material susceptible de análisis forense, junto con las li-
mitaciones temporales y presupuestarias, dificultan la im-
plementación de soluciones integrales. Parte de los costos 
puede trasladarse o compartirse entre las entidades que 
generan y almacenan información, como los proveedores 
de servicios de comunicación, aunque las limitaciones es-
tructurales persistirán. Además, quienes cometen delitos 
emplean herramientas destinadas a mantener las pruebas 
digitales fuera del alcance de las autoridades de manera 
permanente.

Si bien los avances tecnológicos y del mercado pue-
den complicar las labores de las fuerzas del orden, también 
ofrecen mecanismos de control del delito que contribuyen 
a reducir la incidencia y el impacto de la ciberdelincuen-
cia (Walden, 2007). Las fuerzas del orden han perfecciona-
do técnicas de policía predictiva que permiten identificar 
tendencias delictivas y prevenir, en lugar de limitarse a 
reaccionar ante futuros delitos mediante la agregación y 
el análisis de diversos datos sobre el comportamiento de 
las personas (Friedman, Ekdahl y Thomas, 2015). La inte-
gración de la ia con la robótica y los drones para tareas de 
vigilancia e intervención constituye una alternativa más 
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segura que el despliegue de agentes en situaciones de alto 
riesgo, al reducir el potencial de daño y mantener operacio-
nes eficaces de seguridad pública (Rigano, 2019).

La predicción del delito se ha consolidado como un 
componente clave de la labor policial moderna, al permitir 
que las fuerzas del orden transiten de respuestas reacti-
vas a un enfoque preventivo proactivo. Los sistemas basa-
dos en ia desempeñan un papel central en la denominada 
policía inteligente, al apoyar la toma de decisiones inves-
tigativas, optimizar la asignación de recursos, reducir los 
costos operativos y, potencialmente, disminuir las tasas de 
delincuencia. Sin embargo, pese a su promesa técnica, es-
tos sistemas plantean importantes preocupaciones éticas, 
jurídicas y sociales. Los modelos de ia pueden reproducir de 
manera inadvertida sesgos históricos presentes en los da-
tos sobre delincuencia, afectando de forma desproporcio-
nada a comunidades desfavorecidas y socavando la equidad 
en los procesos de justicia penal.

Si bien la inteligencia artificial ha impulsado de mane-
ra significativa la predicción del delito, su implementación 
plantea desafíos críticos relacionados con la equidad, la ren-
dición de cuentas, la explicabilidad, la interpretabilidad, la 
privacidad y la seguridad. Abordar estas cuestiones resulta 
fundamental para garantizar que los sistemas basados en ia 
no sólo sean técnicamente eficaces, sino también éticamen-
te sólidos y socialmente responsables. A medida que esta 
tecnología se integra cada vez más en las prácticas de las 
fuerzas del orden, es esencial mantener un equilibrio entre 
el rendimiento predictivo y la confianza pública, a fin de pre-
venir usos indebidos, sesgos y daños no intencionados.

En las investigaciones penales, la capacidad de com-
prender, explicar y justificar las predicciones generadas 
por la ia es fundamental. La explicabilidad resulta, por tan-
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to, central para generar confianza en estos sistemas, ya 
que los resultados transparentes e interpretables favo-
recen la rendición de cuentas en las fuerzas del orden y 
refuerzan la legitimidad de su aplicación ética. Al mismo 
tiempo, salvaguardar la integridad de los datos, la privaci-
dad y la seguridad es un requisito esencial, dada la natura-
leza sensible de la información vinculada a la delincuencia. 
Asimismo, debe mantenerse un énfasis constante en las 
consideraciones éticas, incluidas la equidad, la rendición 
de cuentas y el impacto social (Ersöz, Filiz, Taner Ersöz, 
Marcelloni y Ruffini, 2025).

La ia también tiene el potencial de mejorar los resul-
tados en la justicia penal al aumentar la eficacia, reducir el 
error humano, reforzar la coherencia en la toma de decisio-
nes y apoyar una asignación de recursos basada en datos; 
cuando se utiliza de manera responsable, puede fortalecer 
la confianza pública al incrementar la fiabilidad y la equi-
dad en el funcionamiento del sistema de justicia. No obs-
tante, la supervisión humana debe mantenerse como eje 
central, con mecanismos de reparación disponibles en caso 
de errores o daños. Asimismo, las instituciones necesitan 
formación en fundamentos de ia para comprender las limi-
taciones de los modelos, los sesgos de los datos, la degrada-
ción del rendimiento y los riesgos asociados a los sistemas 
de “caja negra”.

Las estrategias proactivas, como los programas pilo-
to, la colaboración interdisciplinaria, las evaluaciones in-
dependientes y la supervisión continua son fundamentales 
para evaluar la confiabilidad y el impacto real. Asimismo, 
se requieren marcos sólidos de gobernanza y regulación. 
La participación de las partes interesadas es esencial para 
garantizar la legitimidad. Generar confianza pública exige 
una comunicación transparente, consultas inclusivas, ex-
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plicaciones en un lenguaje claro y un compromiso soste-
nido con las comunidades afectadas, los profesionales, los 
expertos tecnológicos y la sociedad civil. La capacitación 
del personal de primera línea y la incorporación de su expe-
riencia en la implementación de la ia fortalecen la eficacia 
y la aceptación de estas tecnologías (Council on Criminal 
Justice, 2024).

IV. Retos en la prevención del delito basada en la ia
A medida que las tecnologías digitales avanzan, también 
aumenta el número de herramientas disponibles para lan-
zar ciberataques. Estos pueden proporcionar a quienes 
cometen delitos una gran cantidad de información sobre 
una persona o una ubicación determinada. Los riesgos ci-
bernéticos y los desafíos en materia de ciberseguridad son 
generalizados. Resulta necesario reforzar la protección de 
los activos de información frente a la exposición, los ata-
ques, la pérdida, el robo o el daño. Las cuestiones éticas, las 
deficiencias en la validación de la identidad, las preocupa-
ciones relativas a la privacidad, los desafíos técnicos en la 
recopilación y conservación de datos, así como las dificul-
tades para corroborar pruebas plantean serias dudas sobre 
la eficacia práctica de las medidas actuales de ciberseguri-
dad (Johnson, 2013).

La era de la información plantea una cuestión cla-
ve: el uso y abuso de la información por parte de actores 
económicos y políticos como medio de control. El Estado 
procura utilizar los datos, a menudo generados a través de 
comunicaciones privadas, como herramienta para reforzar 
el orden público. La impotencia inicial del Estado frente a 
la actividad en internet ha dado paso al reconocimiento de 
su potencial singular para llevar un seguimiento de las co-
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nexiones, el paradero y los movimientos de las personas, 
bajo la premisa de que toda persona representa un riesgo 
potencial de delinquir.

Persiste un conflicto entre los límites legítimos de la 
vigilancia y la expectativa de privacidad, libre de injeren-
cias gubernamentales. El paradigma de la privacidad se 
encuentra en tensión con el estado de vigilancia y también 
con el fenómeno de la accesibilidad de los datos. General-
mente, la privacidad se reconoce como un derecho humano 
fundamental y goza de protección específica en los tratados 
internacionales de derechos humanos y en las constitucio-
nes nacionales.

Pueden identificarse tres factores de riesgo que pue-
den considerarse dimensiones de la privacidad. El primero 
de ellos es el riesgo de injusticia derivado de inexactitudes 
significativas en los datos personales, inferencias inde-
bidas, la reutilización progresiva de los datos para fines 
distintos de aquellos para los que fueron recopilados, o 
la inversión de la presunción de inocencia, como ocurre 
en el cruce de datos, cuando la combinación de informa-
ción procedente de fuentes dispares puede generar una 
impresión superior a la suma de sus partes. El segundo 
riesgo se refiere al control del individuo sobre la recopi-
lación de su información personal como consecuencia de 
la vigilancia excesiva e injustificada, la obtención de datos 
sin consentimiento y la obstaculización de los medios des-
tinados a remediar estos riesgos, como el uso del cifrado y 
de programas de anonimización. Por último, el riesgo que 
existe para la dignidad personal, derivado de la exposición 
o la vergüenza ocasionadas por la falta de transparencia en 
los procedimientos de tratamiento de la información, la in-
trusión física en espacios privados, la identificación inne-
cesaria o la ausencia de anonimato, así como la divulgación 
injustificada de datos personales sin consentimiento.
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En contraste con las normas relativas a la protección 
de la privacidad y de los datos personales, se encuentran 
aquellas que formalizan, justifican y regulan las actuaciones 
del Estado y de particulares que pueden afectar las expec-
tativas razonables de privacidad de las personas, en aras de 
otros objetivos sociales, económicos y políticos legítimos. 
Éstas incluyen normas que regulan las tecnologías de la 
información, como las telecomunicaciones e internet, al fa-
cilitar el rastreo de vínculos entre individuos (lo que permite 
la recopilación de “datos de tráfico” que identifican cuándo y 
con quién se comunican los usuarios de dichas tecnologías); 
la recopilación de información detallada sobre las interaccio-
nes de las personas (mediante la interceptación del contenido 
de las comunicaciones); o al impedir el uso efectivo de meca-
nismos de protección frente a la vigilancia (lo que prohíbe o 
limita el uso de tecnologías de cifrado).

En el entorno digital, el objetivo principal de la vigi-
lancia estatal ha sido garantizar que las fuerzas del orden y 
los organismos de seguridad nacional dispongan de acce-
so suficiente y facultades necesarias para mantener prác-
ticas de investigación eficaces en la amplia diversidad de 
canales públicos de comunicación. Alcanzar y mantener 
un equilibrio proporcional entre eficacia y legitimidad en un 
ámbito en el que la tecnología se encuentra en constante 
transformación dista mucho de ser una tarea sencilla. Un 
factor que añade complejidad es que las facultades otorga-
das a los organismos estatales para tener acceso y recopi-
lar datos digitales generados por el público suelen producir 
o permitir la generación de conjuntos de datos relevantes 
para organizaciones comerciales (Rowland, Kohl y Char-
lesworth, 2012).
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V. Regulaciones globales de la ia en el ámbito penal
Las regulaciones que rigen el uso de la ia en materia pe-
nal han surgido a nivel regional, nacional e internacional, 
y reflejan un equilibrio entre la innovación y la protección 
de los derechos humanos. En la Unión Europea, la Ley de 
Inteligencia Artificial prohíbe los sistemas de ia destinados 
a predecir la probabilidad de que una persona cometa deli-
tos basándose exclusivamente en la elaboración de perfiles 
(artículo 5, letra d) y restringe la identificación biométrica 
en tiempo real por parte de las fuerzas del orden a inves-
tigaciones específicas (artículo 5, letra h), de forma com-
plementaria al Reglamento General de Protección de Datos 
(rgpd), el cual limita la toma de decisiones automatizadas y 
exige evaluaciones de impacto en materia de protección de 
datos para aplicaciones sensibles de ia.

La información inmaterial se ha convertido en un activo 
clave, el combustible que impulsa la “economía de la informa-
ción”, entre cuyos activos los datos personales constituyen 
una categoría fundamental. De conformidad con el artículo 
10 del rgpd, los datos personales relativos a condenas penales 
o infracciones sólo pueden ser objeto de tratamiento al ampa-
ro de una autoridad o en virtud de una autorización legal, con 
las garantías adecuadas para la protección de los derechos de 
las personas, y los registros de condenas penales deben per-
manecer sujetos a control oficial.

A nivel global, organismos de las Naciones Unidas 
como la unodc y la unesco proporcionan orientación en 
materia de ética de la ia y ciberseguridad, haciendo hincapié 
en los derechos humanos, la rendición de cuentas y el doble 
papel de la ia como herramienta tanto para la comisión de 
delitos como para el cumplimiento de la ley (Jejelola, 2024). 
En Estados Unidos, la ley Take It Down (tida) establece la 
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obligación de eliminar de las plataformas en línea, en 
un plazo de 48 horas desde la notificación, las imágenes 
íntimas difundidas sin consentimiento, incluidos los deep-
fakes. La ley impone sanciones penales y obligaciones de 
restitución a los infractores, con el objetivo de salvaguardar 
la privacidad de las personas y prevenir su explotación.

 	 Asimismo, las medidas para el etiquetado de con-
tenido sintético generado por ia de China exigen que todo 
contenido generado por ésta sea identificado mediante 
marcadores explícitos e implícitos. Estas etiquetas permi-
ten identificar el contenido generado por ia y prevenir su 
uso indebido, como la desinformación. Asimismo, las me-
didas prohíben la alteración maliciosa o la eliminación de 
dichas etiquetas, con el fin de reforzar la transparencia y 
proteger a los usuarios frente a contenido sintético enga-
ñoso (Zhang, 2025). En el Reino Unido, la Online Safety Act 
2023 tipificó como delito la difusión o la amenaza de difu-
sión de imágenes íntimas generadas mediante tecnología 
deepfake sin consentimiento.

No obstante, las modificaciones propuestas en 2025 
amplían el alcance de esta normativa al tipificar como delito 
la creación de deepfakes con contenido sexual explícito sin 
consentimiento, con penas de hasta dos años de prisión 
para quienes actúen con la intención de causar daño o 
angustia, o con fines de gratificación sexual (Patishman, 
2025). Asimismo, la Criminal Code Amendment (Deepfake 
Sexual Material) Act 2024 de Australia refuerza la seguridad 
en línea al tipificar como delito la creación y difusión no 
consentidas de material de contenido sexual explícito en 
internet, incluido aquel creado o modificado mediante ia 
generativa (Swan, 2024).

La cooperación internacional es fundamental para 
combatir el ciberdelito transfronterizo (Chang, 2012). Las 
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regulaciones internacionales en materia de ia y delin-
cuencia deben priorizar la cooperación global para enfren-
tar eficazmente el ciberdelito transfronterizo. Por sí solas, 
las regulaciones nacionales resultan insuficientes, ya que 
los ciberdelitos trascienden las jurisdicciones y explotan las 
brechas entre distintos marcos normativos. Una regulación 
eficaz requiere un enfoque colaborativo en el que los estados 
armonicen sus legislaciones en materia de ciberseguridad, 
compartan recursos e inteligencia, e inviertan en el fortale-
cimiento de capacidades, especialmente en los países en de-
sarrollo, con el fin de reforzar la lucha global contra la delin-
cuencia facilitada por la ia.

VI. Conclusión
A nivel mundial, el uso generalizado de la inteligencia arti-
ficial ha dado lugar a un rápido aumento de las actividades 
de ciberdelito. Las características propias del ciberespacio, 
entre ellas el anonimato, su naturaleza sin fronteras, el fá-
cil acceso, la rapidez y la creciente dependencia tecnológica, 
han acelerado la expansión de los delitos facilitados por la ia. 
En este tipo de delitos, a menudo, las víctimas son incons-
cientes de su victimización, ya que los autores suelen elimi-
nar los mecanismos de trazabilidad, manipular los activos 
de información objeto del ataque y, además, muchas vícti-
mas muestran reticencia a denunciar los hechos.

Los activos intangibles, en forma de información, han 
adquirido hoy un alto valor, y la inteligencia artificial ha 
intensificado tanto su importancia estratégica como su 
vulnerabilidad frente a la explotación delictiva. La amplia 
disponibilidad de información en el ciberespacio, accesible 
para quienes cuentan con los medios técnicos necesarios, ha 
puesto de manifiesto el problema de la vulneración del dere-
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cho a la privacidad, reconocido como un derecho fundamen-
tal. Si bien el uso de la ia ha incrementado sustancialmente 
la productividad y ampliado el acceso a la información, tam-
bién ha expuesto a personas y organizaciones a una amplia 
gama de conductas delictivas.

Para abordar eficazmente los delitos facilitados por 
la ia, los gobiernos y las fuerzas del orden deben pasar de 
un modelo reactivo de actuación a estrategias proactivas 
basadas en inteligencia criminal. Ello requiere actualizar los 
marcos jurídicos para tipificar las conductas facilitadas por la 
ia, reforzar la capacidad institucional mediante la formación 
especializada y el fortalecimiento de la informática forense, 
así como desplegar sistemas de detección basados en ia para 
identificar deepfakes, contenido sintético y comportamientos 
anómalos.

Las respuestas eficaces también requerirán un inter-
cambio seguro de información entre los sectores público y 
privado, el fortalecimiento de la cooperación transfronteri-
za y la adopción de salvaguardias éticas en el desarrollo de 
la ia para prevenir su uso indebido. Las acciones coordina-
das en estos ámbitos reforzarán la resiliencia, garantizarán 
una aplicación uniforme de la ley y mitigarán los riesgos 
que plantea la delincuencia facilitada por la ia. Asimismo, 
resulta esencial promover programas sostenidos de alfa-
betización digital y en ia, a fin de dotar a personas y organi-
zaciones de los conocimientos necesarios para reconocer, 
prevenir y responder a los delitos facilitados por esta últi-
ma, lo que reforzaría su capacidad de protección frente a 
estas amenazas emergentes.
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VII. Recomendaciones 
La aplicación de la inteligencia artificial en el abordaje del 
delito debe ir más allá de la mera identificación de riesgos y 
orientarse al desarrollo de mecanismos de mitigación con-
cretos y exigibles. Entre las medidas clave se encuentran la 
realización obligatoria de auditorías algorítmicas a cargo de 
órganos de supervisión independientes, la implementación 
de evaluaciones de impacto algorítmico antes de su pues-
ta en funcionamiento y la adopción de estándares técnicos 
verificables, como parámetros de equidad y requisitos de 
transparencia. Estos mecanismos permitirían traducir los 
principios éticos en herramientas de gobernanza operati-
vas, lo que contribuiría a prevenir resultados sesgados o in-
justos y a fortalecer la rendición de cuentas institucional en 
el despliegue de sistemas policiales asistidos por ia.

El uso creciente de drones autónomos o semiautóno-
mos para labores de vigilancia o ataques dirigidos, así como 
el sabotaje de infraestructuras críticas asistido por ia, de-
muestra que las amenazas impulsadas por ia trascienden el 
ámbito de la ciberdelincuencia y exigen medidas integra-
les. Abordar tanto los riesgos digitales como los físicos es 
esencial para desarrollar estrategias eficaces de control del 
delito que permitan anticipar amenazas emergentes y re-
forzar la seguridad pública.

Los actores del sector privado desempeñan un pa-
pel central en el desarrollo, la implementación y la regu-
lación de los sistemas de inteligencia artificial, por lo que 
asumen una responsabilidad ética y jurídica significativa. 
Los marcos regulatorios deben enfatizar la responsabilidad 
corporativa mediante obligaciones exigibles en materia de 
protección de datos, requisitos de seguridad desde el dise-
ño y estándares de responsabilidad claramente definidos 
en casos de brechas de datos o implementación negligente 
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de sistemas. Asimismo, resulta necesaria una colaboración 
más estrecha entre los gobiernos y las empresas tecnoló-
gicas para mitigar de manera eficaz la actividad delictiva 
facilitada por la ia.

Por último, la adopción de sistemas de inteligencia ar-
tificial explicable en el ámbito de la seguridad pública pue-
de mejorar la transparencia, la rendición de cuentas y la 
confianza pública, al hacer más comprensibles las decisio-
nes algorítmicas para los agentes policiales, las autoridades 
judiciales y la ciudadanía. Al mismo tiempo, la implemen-
tación de incentivos económicos, como el financiamiento 
para mejorar la infraestructura de seguridad, las recom-
pensas por el cumplimiento de estándares de protección 
de datos o las sanciones por el despliegue negligente de sis-
temas de ia, puede fortalecer las salvaguardas operativas 
y promover un uso responsable de estas tecnologías en la 
actividad policial.
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Resumen
Este artículo propone la noción de genética del algoritmo para 
analizar críticamente el uso de inteligencia artificial (ia) en la 
política criminal. Sostiene que estos sistemas incorporan he-
rencias de datos, categorías y prioridades institucionales que 
condicionan su funcionamiento y pueden reforzar selectividad 
penal y racionalidad punitiva. A partir de ello, se plantean límites 
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Abstract
This article proposes the notion of the genetics of the algorithm 
as an analytical category for critically examining the use of ai in 
criminal policy. It argues that these systems incorporate inhe-
rited data structures, institutional categories, and policy priori-
ties that shape their operation and may reinforce penal selectivity 
and punitive rationality. On that basis, the article advances demo-
cratic and due-process-based limits for their use.

Keywords
Genetics of the algorithm, criminal justice policy, artificial intel-
ligence, penal selectivity, punitive rationality.

Sumario
I. Introducción. II. Política criminal y tecnologías de anticipación. 
III. Hacia una definición de genética del algoritmo. IV. La herencia 
del algoritmo. V. Efectos de la herencia algorítmica: sesgo, se-
lectividad y racionalidad punitiva. VI. Límites democráticos y ga-
rantistas del uso de la ia en la política criminal. VII. Referencias.

I. Introducción

C on frecuencia, la incorporación de sistemas de ia en el 
ámbito penal se ha promovido en nombre de la inno-
vación, la eficiencia y la objetividad. En ese registro, 

la tecnología suele aparecer como una herramienta capaz 
de optimizar decisiones, mejorar la asignación de recursos 
y fortalecer la capacidad institucional de prevenir, investi-
gar y gestionar riesgos. Sin embargo, en materia penal esa 
narrativa requiere una revisión crítica más exigente, pues 
las herramientas algorítmicas no operan sobre un terreno 
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neutro, sino en un espacio históricamente atravesado por 
vigilancia diferencial, selectividad, desigualdad estructural 
y expansión de las capacidades de control estatal.

En ese contexto, el presente trabajo parte de una in-
quietud central: los problemas que suscita la inteligencia 
artificial en la política criminal no pueden explicarse sólo 
a partir de sus resultados visibles ni reducirse a cuestio-
nes de precisión técnica, opacidad o error operativo. Antes 
bien, requieren una categoría que permita examinar las 
condiciones históricas, institucionales y normativas que 
configuren desde el origen el funcionamiento de estos sis-
temas. A partir de esa premisa, este artículo propone el tér-
mino genética del algoritmo como herramienta analítica 
para comprender que los sistemas de inteligencia artificial 
aplicados al campo penal incorporan una herencia de da-
tos, categorías, prioridades institucionales y márgenes de 
tolerancia al error que condicionan su diseño, su operación 
y sus efectos.

La hipótesis que orienta estas páginas es que la in-
teligencia artificial no constituye, en el ámbito penal, una 
simple innovación instrumental, sino un dispositivo técni-
co-político cuya inserción puede reforzar formas previas 
de selectividad, clasificación desigual y racionalidad puni-
tiva, particularmente cuando su uso se legitima a partir de 
criterios de eficiencia desvinculados de exigencias demo-
cráticas y garantistas. Desde esta perspectiva, el artículo 
se propone, en primer término, situar a la inteligencia ar-
tificial en el marco de una política criminal cada vez más 
orientada a la anticipación y la gestión del riesgo; poste-
riormente, construir el concepto de genética del algoritmo 
y examinar las distintas capas de herencia que lo integran; 
finalmente, analizar sus efectos sobre la selectividad penal 
y plantear algunos límites democráticos y garantistas para 
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su utilización en el control penal. El objetivo es aportar una 
clave de lectura que permita someter a la ia y su uso en la 
política criminal a un examen crítico de procedencia, legi-
timidad y compatibilidad con los derechos fundamentales.

II. Política criminal y tecnologías de anticipación
La incorporación de sistemas de inteligencia artificial en 
el ámbito penal no representa una ruptura absoluta con 
las formas tradicionales de control social, sino más bien 
la profundización de una transformación que desde hace 
tiempo reconfigura la política criminal. En efecto, una de 
las mutaciones más significativas del pensamiento penal 
contemporáneo ha consistido en el desplazamiento paula-
tino de un modelo predominantemente reactivo, centrado 
en la respuesta frente al hecho consumado, hacia un mode-
lo cada vez más orientado a la anticipación, la prevención 
y la administración diferencial del riesgo (Feeley y Simon, 
1992). Esta transición no es menor, porque implica una mo-
dificación en la racionalidad desde la cual el Estado obser-
va, clasifica y gestiona a las personas, los territorios y las 
conductas consideradas problemáticas.

La política criminal clásica, al menos en su autocom-
prensión liberal, tendía a justificarse como una respuesta 
excepcional frente a la lesión o puesta en peligro de bienes 
jurídicos previamente definidos por la ley. A partir de ese 
paradigma, el derecho penal aparecía como una reacción 
institucional ante hechos determinados, probados y atri-
buibles a sujetos concretos. Sin embargo, el desarrollo de 
nuevas estrategias de seguridad, la expansión del discurso 
de la prevención, la consolidación de enfoques actuariales e 
incluso el populismo punitivo han alterado esa gramática. 
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La preocupación que antes se enfocaba en el hecho delic-
tivo realizado, ahora lo hace en la identificación tempra-
na de probabilidades, correlaciones, patrones y amenazas 
potenciales. Esta mutación transita el eje de la imputación 
retrospectiva hacia la sospecha prospectiva.

En este contexto, la inteligencia artificial no inaugura 
por sí sola una nueva racionalidad, pero sí potencia de ma-
nera extraordinaria tendencias que ya se encontraban en 
desarrollo. Su promesa institucional radica precisamente 
en ofrecer una capacidad inédita para procesar grandes vo-
lúmenes de información a través de la big data, identificar 
regularidades, detectar anomalías y producir clasificacio-
nes automatizadas que supuestamente permitirían inter-
venir antes de que el daño se materialice. De este modo, 
la ia se presenta como una aliada natural de una política 
criminal cada vez más interesada en la previsión, la priori-
zación y la administración eficiente del riesgo. No obstante, 
esa afinidad entre esta tecnología y política criminal antici-
patoria no debe leerse como un simple avance técnico, sino 
como la convergencia entre una herramienta poderosa y 
una racionalidad institucional previamente inclinada hacia 
el control preventivo.

La vigilancia ocupa un lugar central en esta transfor-
mación. En la medida en que la política criminal se orienta 
a anticipar escenarios de riesgo, necesita ampliar su capa-
cidad de observación sobre los comportamientos, desplaza-
mientos, vínculos y hábitos de las personas, de acuerdo con 
su genética, a lo cual, en reflexiones previas, he denominado 
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genética de la vigilancia.1 La vigilancia era concebida como 
un instrumento auxiliar de investigación, y ahora es un acto 
protagonista de la condición estructural de la prevención. 
A partir de ahí, la recolección masiva de datos, el monito-
reo constante, la interconexión de bases de información y 
el análisis automatizado adquieren una relevancia estraté-
gica. Por eso, los sistemas algorítmicos encuentran un te-
rreno fértil en instituciones que ya habían asumido que el 
conocimiento anticipado del riesgo requiere observación 
intensiva y permanente.

Ahora bien, esa vigilancia ampliada no opera de forma 
neutra. Para ser funcional a la política criminal, la infor-
mación debe traducirse en categorías operativas. Los siste-
mas de ia parten de observar, recolectar y clasificar, muchas 
veces a través del ojo humano mediante el crowdsourcing2 
(Crawford, 2021). Identifican perfiles, jerarquizan priorida-
des, distinguen niveles de amenaza, marcan desviaciones y 
ordenan poblaciones conforme a parámetros previamente 
definidos. En este sentido, la clasificación es una operación 
política antes que meramente técnica, porque determina 
qué características serán consideradas relevantes, qué in-
dicadores se asociarán con el peligro y qué formas de com-
portamiento serán interpretadas como señales de alerta. El 
problema no reside únicamente en que los algoritmos pue-

1	 Transmisión y perfeccionamiento de las estructuras y los patrones de la vi-
gilancia con el fin de perpetuar los sistemas de recolección y procesamiento 
de datos.

2	 Microtrabajadores que efectúan las repetitivas tareas digitales que subya-
cen a los sistemas de ia (como etiquetar miles de horas de datos de entrena-
miento y revisar contenidos sospechosos o dañinos).
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dan equivocarse, sino en que su propia lógica clasificatoria 
condensa decisiones previas sobre lo normal, lo sospecho-
so, lo tolerable y lo intolerable.

Esta capacidad de predicción y clasificación transfor-
ma profundamente la relación entre conocimiento y poder 
punitivo. En el modelo tradicional, el poder penal se activa-
ba principalmente después de la infracción. En el paradig-
ma anticipatorio, en cambio, el conocimiento probabilísti-
co habilita intervenciones previas, selectivas y desiguales. 
Allí donde un sistema identifica concentraciones de ries-
go, sujetos prioritarios o territorios críticos, el aparato de 
control tiende a intensificarse. Entonces, la predicción ya 
no sólo describe una realidad, sino que contribuye a pro-
ducirla, porque orienta la distribución del poder punitivo y 
consolida focos de control diferencial.

Desde esta perspectiva, las tecnologías de anticipa-
ción participan en una expansión funcional del poder pe-
nal. No siempre lo hacen mediante la creación formal de 
nuevos delitos o el endurecimiento explícito de penas, sino 
a través de mecanismos más sutiles de intensificación del 
control. El poder punitivo se expande cuando aumenta su 
capacidad para observar, clasificar, seguir, perfilar y priori-
zar intervenciones sobre sujetos y poblaciones específicas. 
También se expande cuando el umbral de sospecha práctica 
se reduce por efecto de herramientas que prometen detec-
tar riesgos antes de que se manifiesten en actos jurídica-
mente relevantes. En ese sentido, la ia puede operar como 
multiplicadora del alcance estatal, al dotar a las institucio-
nes de instrumentos más penetrantes para intervenir en 
fases tempranas, difusas o incluso inciertas del comporta-
miento humano.

Lo anterior obliga a tomar distancia frente a las narra-
tivas que presentan estas herramientas como simples in-



DO
SSIER / La genética del algoritmo en la política criminal / 

Oswaldo R. Aguilar Rivera / pp. 57 - 88
65

novaciones de eficiencia administrativa. La eficiencia no es 
una categoría inocente cuando se inserta en el campo pe-
nal. Una política criminal más eficiente en la identificación, 
seguimiento y clasificación de riesgos puede ser, al mismo 
tiempo, una política criminal más invasiva, más selectiva y 
más difícil de controlar democráticamente. 

Por ello, la relación entre política criminal e inteli-
gencia artificial debe ser comprendida en clave histórica 
e institucional. ¿La ia aterriza en un vacío normativo y en 
una estructura neutral de administración de justicia? ¿O 
se inserta en instituciones atravesadas por inercias selec-
tivas, desigualdades estructurales, prioridades de control 
y marcos de interpretación sobre el riesgo social? La no-
vedad no es menor ni sencilla porque no radica en haber 
inventado la lógica anticipatoria, sino en haberla dotado 
de una capacidad de cálculo, segmentación y proyección 
sin precedentes. Dicho de otro modo, la inteligencia arti-
ficial intensifica tendencias previas: acelera la conversión 
del dato en sospecha (que políticamente se describe como 
tendencia), amplifica la vigilancia como método ordinario 
de prevención y robustece una política criminal que aspira 
a intervenir antes.

En consecuencia, cualquier aproximación crítica a los 
sistemas algorítmicos en el ámbito penal debe partir de 
que éstos se insertan en una política criminal ya orientada 
a la anticipación, la clasificación y la gestión del riesgo. 

 III. Hacia una definición de genética del algoritmo
Una de las dificultades más frecuentes en la discusión con-
temporánea sobre la ia y el sistema penal consiste en que 
gran parte de la crítica se ha concentrado en categorías 
que, aunque indispensables, resultan todavía insuficientes 
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para explicar la profundidad del problema. Nociones como 
sesgo algorítmico u opacidad permiten identificar efectos 
relevantes, pero no alcanzan por sí solas a explicar de dón-
de provienen los criterios que orientan al sistema ni cómo 
se incorporan a su estructura (O´Neil, 2016). El riesgo de 
limitar la crítica a esas categorías consiste en permanecer 
en el nivel de los síntomas sin alcanzar todavía el plano de 
la constitución del problema.

En efecto, cuando un sistema algorítmico reproduce 
discriminaciones o intensifica patrones de selectividad 
penal, la explicación no puede agotarse en afirmar que fue 
entrenado con datos sesgados o que su lógica interna no 
es del todo transparente. Esas afirmaciones son correc-
tas, pero resultan todavía parciales. Lo verdaderamente 
relevante es advertir que, antes de que el sistema proce-
se o clasifique, ya existe una serie de decisiones sobre los 
datos que incorporará, las categorías que organizarán su 
operación y los fines institucionales que justifican su im-
plementación. En otras palabras, el problema del algoritmo 
comienza antes de su funcionamiento visible ya que radica 
en su herencia. Por ello, para comprender críticamente su 
inserción en la política criminal, hace falta una categoría 
que permita examinar su constitución estructural y no sólo 
sus manifestaciones externas. 

En ese punto cobra sentido la noción de genética del 
algoritmo. La expresión, más que biologizar la tecnología o 
sugerir una analogía naturalista rígida, busca ofrecer una 
herramienta conceptual para pensar los elementos origina-
rios, heredados y estructurales que determinan la orienta-
ción de un sistema algorítmico. Hablar de genética, en este 
contexto, significa desplazar la atención desde el resultado 
inmediato hacia la composición profunda del dispositivo; 
los datos que lo alimentan, las categorías que organizan 
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su operación, los fines institucionales que lo orientan y las 
lógicas de clasificación que condicionan sus efectos. La ge-
nética del algoritmo remite, así, a aquello que antecede a 
su funcionamiento visible y que, sin embargo, delimita de 
manera decisiva lo que puede ver, inferir y jerarquizar.

Antes de avanzar, conviene precisar qué se entiende 
aquí por algoritmo. En su acepción básica, se trata de un con-
junto ordenado y finito de operaciones orientado a resolver 
un problema. Sin embargo, en el contexto contemporáneo 
esa definición resulta insuficiente si no se advierte que los 
algoritmos operan dentro de entramados sociales, institu-
cionales y éticos específicos. En el ámbito penal, por ello, no 
deben ser vistos sólo como secuencias técnicas de procesa-
miento, sino como dispositivos que traducen decisiones hu-
manas en criterios de clasificación, predicción y priorización 
con efectos concretos sobre derechos y libertades.

Esta precisión pretende ser útil en el ámbito penal, 
para el cual los algoritmos, lejos de operar en un vacío téc-
nico, lo hacen en un terreno históricamente atravesado 
por prácticas de vigilancia, clasificación y control. Por ello, 
la genética del algoritmo no debe entenderse únicamente 
como una cuestión informática, sino como una estructu-
ra técnico-política. Lo que el algoritmo “es” no depende 
sólo de su código, sino también de las decisiones institu-
cionales que le dan forma, de las racionalidades de control 
que lo justifican y de los contextos de desigualdad sobre 
los que interviene. Por tanto, su genética no se reduce a la 
dimensión computacional del sistema, sino que incluye 
la procedencia social y normativa de sus componentes. Lo 
importante no es únicamente cómo funciona, sino desde 
qué presupuestos ha sido construido para funcionar de ese 
modo.
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A partir de ello, puede proponerse la siguiente defini-
ción de genética del algoritmo: 

[...] la transmisión, reproducción y perfeccionamiento de 

las estructuras internas, los patrones de cálculo y las lógi-

cas de decisión que configuran los sistemas algorítmicos, 

orientados a incrementar su capacidad de procesamiento, 

optimización y adaptación, mediante ciclos continuos de 

entrenamiento, retroalimentación y ajuste que consolidan 

su expansión funcional y su integración progresiva en en-

tornos institucionales y sociales.

Particularmente, este concepto debe insertarse en la 
discusión de contextos de vigilancia, clasificación y control 
penal. En esta línea, se ha mostrado que la vigilancia no 
debe entenderse sólo como observación ocasional o simple 
supervisión, sino como una atención focalizada, sistemática 
y rutinaria sobre detalles personales con fines de influencia, 
gestión, protección o dirección. A partir de esta premisa, la 
vigilancia contemporánea se convierte en una práctica es-
tructurante de producción de conocimiento y ejercicio de 
poder sobre las personas y las poblaciones (Lyon, 2007). Ta-
les elementos comprenden, entre otros, la selección de los 
datos de entrada, las categorías mediante las cuales esos da-
tos son organizados, los objetivos institucionales persegui-
dos, los parámetros de clasificación, los márgenes de error 
aceptados y las lógicas político-criminales que subyacen a 
su implementación. Desde esta perspectiva, el algoritmo 
deja de aparecer como un mero instrumento de procesa-
miento para convertirse en una condensación de decisiones 
previas que delimitan lo que puede ver, lo que puede inferir, 
lo que puede jerarquizar y, en última instancia, sobre quié-
nes puede proyectar sus efectos.
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La utilidad de esta noción radica también en que per-
mite distinguir entre el funcionamiento técnico del algo-
ritmo y su estructura genética. El primero remite al modo 
en que el sistema procesa datos reconoce patrones o pro-
duce clasificaciones una vez puesto en marcha; la segunda, 
en cambio, alude a las condiciones previas que orientan su 
diseño y delimitan sus efectos. Esta diferencia es crucial, 
porque un algoritmo puede operar correctamente desde 
el punto de vista técnico y, sin embargo, resultar normati-
vamente problemático por las bases sobre las que ha sido 
construido. La crítica, por tanto, no debe agotarse en eva-
luar si el sistema funciona, sino en examinar la legitimidad 
de aquello que lo hace funcionar de ese modo.

Además, esta distinción permite evitar un equívoco 
frecuente en el entusiasmo tecnocrático: asumir que una 
mayor sofisticación del sistema basta para corregir los pro-
blemas que plantea su uso en el ámbito penal. No necesa-
riamente es así. Un modelo más refinado puede reproducir 
las mismas prioridades institucionales, las mismas catego-
rías de clasificación y las mismas asimetrías heredadas. Por 
ello, el examen crítico del algoritmo no debe centrarse sólo 
en su rendimiento, sino también en la procedencia y orien-
tación de sus componentes.

Otro aspecto decisivo de esta categoría es que permi-
te comprender que la herencia algorítmica no es exclusi-
vamente un problema de datos. La genética del algoritmo 
incorpora también categorías, finalidades y lenguajes ins-
titucionales que convierten ciertos fenómenos en objetos 
de vigilancia y clasificación. En el campo penal, esto signifi-
ca que el sistema no hereda únicamente información, sino 
también formas históricas de mirar, ordenar y administrar 
el desorden social e implícitamente, situar a ciertos suje-
tos dentro de marcos previos de sospecha, riesgo y control 
(Arteaga, 2017).
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Desde esta óptica, la genética del algoritmo ofrece una 
ventaja analítica importante para el análisis penal y crimi-
nológico porque permite conectar la discusión tecnológica 
con problemas clásicos de la política criminal, la criminolo-
gía y los derechos humanos. En lugar de concebir a la inte-
ligencia artificial como una caja negra cuyas salidas deben 
corregirse externamente, esta categoría permite recons-
truirla como un artefacto cuya configuración participa ya 
de las lógicas institucionales de clasificación y control.

De este modo, la genética del algoritmo permite arti-
cular, en una sola clave de análisis, la dimensión criminoló-
gica, político-criminal y jurídico-garantista del problema. 
Para ello, descarta el análisis desde la cuestión técnica o del 
reduccionismo de una denuncia abstracta de discrimina-
ción digital y plantea un análisis de una forma específica de 
organización del control que exige ser examinada a la luz 
de sus presupuestos, sus efectos y sus límites. Desde una 
perspectiva cercana al garantismo penal de Luigi Ferrajo-
li, no basta con que una herramienta sea funcional para la 
persecución o prevención del delito; es indispensable que 
su diseño, implementación y efectos puedan someterse a 
criterios de legalidad, control, racionalidad y protección de 
los derechos fundamentales (Ferrajoli, 1995). En suma, la 
genética del algoritmo permite articular estos tres planos 
sin reducir el fenómeno a una mera cuestión técnica ni a 
una simple denuncia abstracta de la discriminación digital.

Asumir esta categoría implica reconocer que los siste-
mas de inteligencia artificial utilizados en el ámbito penal 
deben ser evaluados a partir de las condiciones históricas, 
institucionales y normativas que configuran su funciona-
miento. En esa medida, la genética del algoritmo permite 
desplazar la atención desde la superficie operativa del sis-
tema hacia la estructura que orienta sus efectos. Desde esa 
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base, resulta posible examinar, en el apartado siguiente, las 
distintas formas de herencia que lo atraviesan. En suma, 
la noción de genética del algoritmo permite dar un paso 
conceptual que resulta indispensable para este trabajo: 
permite trascender la crítica centrada en fallas visibles a 
una crítica orientada a las condiciones de producción del 
sistema; pasar de la pregunta por el error a la pregunta por 
la herencia; pasar de la superficie operativa del algoritmo 
a la estructura político-institucional que lo constituye. A 
partir de esta clave, la ia deja debe revelarse como un dis-
positivo históricamente situado, normativamente cargado 
y estructuralmente condicionado por la política criminal 
en la que se inserta. Ese desplazamiento analítico será de-
cisivo para comprender, en los apartados siguientes, cómo 
la herencia del algoritmo puede traducirse en sesgo, selec-
tividad y racionalidad punitiva.

IV. La herencia del algoritmo
La pregunta decisiva en este punto consiste en identificar 
qué heredan los sistemas algorítmicos cuando se insertan 
en el ámbito penal. La herencia del algoritmo remite, pre-
cisamente, a esa memoria previa que condiciona su funcio-
namiento y delimita sus efectos: desde la aparición de la es-
critura, por ejemplo; existen indicios de que la civilización 
sumeria recurrió a sistemas matemáticos para resolver 
problemas aritméticos de gran escala, como la distribución 
proporcional de granos, lo que revela que la formulación 
de secuencias operativas para ordenar, calcular y adminis-
trar recursos no es enteramente nueva, aunque hoy adopte 
formas tecnológicamente más sofisticadas (Chabert, 1994). 
Antes de clasificar, priorizar o predecir, estos sistemas ya 
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han sido configurados a partir de determinados insumos, 
categorías y finalidades institucionales. 

La primera dimensión de esa herencia está constitui-
da por los datos. En el ámbito penal, éstos no pueden ser 
entendidos como reflejos neutros de la realidad, sino como 
registros producidos a partir de prácticas institucionales 
de observación, selección y vigilancia desiguales. Detencio-
nes, denuncias, patrullajes, investigaciones o bases admi-
nistrativas expresan no sólo hechos, sino también modos 
previos de intervención estatal sobre determinados suje-
tos, territorios y conductas.

Cuando un algoritmo es entrenado con datos históri-
cos, recibe más que información sobre hechos pasados: re-
cibe la huella de decisiones previas que determinaron qué 
fue registrado, sobre quién se concentró la observación 
institucional y en qué espacios se produjo una mayor den-
sidad de intervención. En ese sentido, el sistema aprende 
de eventos y de la forma en que las instituciones han perci-
bido y administrado previamente el desorden social.

Pero la herencia del algoritmo no se agota en los datos. 
Una segunda dimensión fundamental se encuentra en las 
categorías institucionales con las que esos datos son orga-
nizados y traducidos en objetos de cálculo. Para que un sis-
tema de inteligencia artificial opere, no basta con alimentarlo 
de registros; es necesario definir qué variables importan, qué 
indicadores resultan relevantes y qué clasificaciones serán 
útiles para la intervención. Así, el algoritmo obtiene una 
gramática institucional que convierte ciertos fenómenos 
en riesgo, sospecha o prioridad, y que orienta desde el ori-
gen la manera en que el sistema observará y jerarquizará 
la realidad penal.

Además, en cuanto al riesgo, hoy la etiqueta de “peli-
grosidad” sale de los parámetros de protección de derechos 
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humanos y entra en la categoría de estigmatización y cri-
minalización. Algo semejante ocurre con categorías como 
“zona criminógena”, “perfil de alto riesgo” o “patrón de com-
portamiento sospechoso”, que describen un modo de ver a 
ciertas personas y territorios desde el signo de la amenaza. 
El algoritmo, al trabajar con esas categorías, no se limita a 
reproducirlas mecánicamente: las estabiliza, las proyecta y 
las reviste de una apariencia renovada de objetividad com-
putacional.

Existe, además, una tercera capa de herencia: la de las 
prioridades político-criminales. Todo sistema algorítmico 
implementado en el ámbito penal responde a una decisión 
institucional previa acerca de para qué se le considera útil. 
Esa orientación no es técnica, sino política, porque expresa 
qué riesgos se pretende anticipar, qué conductas se consi-
deran prioritarias y qué formas de intervención se buscan 
fortalecer. De este modo, el algoritmo recibe, además de 
información y categorías, finalidades institucionales que 
delimitan el horizonte dentro del cual adquiere sentido.

Desde esta perspectiva, el algoritmo adquiere la ló-
gica de las prioridades institucionales que justifican su 
existencia. Lo que aprende, clasifica o proyecta depende 
en gran medida de los objetivos que orientaron su diseño. 
Por ello, la herencia algorítmica no consiste únicamente en 
contenidos informacionales, sino también en finalidades 
político-criminales que condicionan su operación desde el 
origen. Si una política criminal privilegia la prevención si-
tuacional (Clark, 1997), el algoritmo tenderá a ser configu-
rado para identificar espacios de concentración delictiva y 
orientar vigilancia intensiva. Si privilegia la neutralización 
de sujetos considerados peligrosos, el sistema tenderá a 
organizar la información en torno a perfiles individuales o 
trayectorias de riesgo e incluso grupos históricamente ex-
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cluidos. Si se orienta por una lógica de eficiencia adminis-
trativa, el algoritmo será valorado por su capacidad para 
jerarquizar casos, reducir tiempos o asignar recursos de 
forma óptima.

A estas dimensiones debe añadirse otra igualmente 
importante: la herencia de las lógicas históricas de vigi-
lancia. En este sentido, el panóptico de Bentham constitu-
ye un antecedente fundamental dentro de lo que el autor 
denomina la genealogía de la vigilancia.3 En el campo pe-
nal, las instituciones no observan de manera homogénea 
al conjunto social, sino que históricamente concentran su 
atención sobre ciertos territorios, grupos y formas de vida. 
Estas asimetrías no desaparecen con la introducción de la 
inteligencia artificial; por el contrario, pueden sedimentar-
se en los sistemas algorítmicos cuando éstos se alimentan 
de registros producidos precisamente desde esa vigilancia 
desigual.

La herencia del algoritmo incluye, así, una memoria 
territorial y social del control. Lo que significa que el sis-
tema puede reorganizar como indicadores de riesgo aque-
llas zonas y poblaciones que históricamente han sido más 
expuestas al registro institucional. De este modo, la inteli-
gencia artificial no sólo procesa información pasada, sino 
que puede consolidar distribuciones heredadas de sospe-
cha y vigilancia desigual.

3	 Origen y desarrollo histórico de la vigilancia que tiene por objeto conocerlo 
todo (hábitos, patrones, emociones, orientaciones, ubicaciones), a través 
de cualquier medio de recolección de datos, y que busca perpetuarse con 
modelos cada vez más eficientes e imperceptibles para el ser humano.
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Hay todavía una última dimensión de la herencia que 
merece atención: la de los márgenes de error socialmente 
tolerados. Todo sistema algorítmico incorpora una deci-
sión, explícita o implícita, acerca de quiénes habrán de so-
portar preferentemente los costos del error. En materia pe-
nal, esta cuestión es especialmente delicada, porque detrás 
de esos márgenes se define cuánto control injustificado, 
cuánta vigilancia innecesaria o cuánta sospecha anticipada 
está dispuesta a tolerar una institución en nombre de la 
seguridad. 

Esta dimensión muestra con claridad que la heren-
cia del algoritmo, más allá de insumos informacionales, 
requiere decisiones normativas acerca del balance entre 
libertad, igualdad, seguridad y control. Incluso los paráme-
tros aparentemente técnicos pueden contener ya una toma 
de postura sobre qué tipo de daño colateral resulta acepta-
ble en el ejercicio del poder punitivo.

Comprendida en su conjunto, la herencia del algoritmo 
permite afirmar que los sistemas de inteligencia artificial 
implementados en la política criminal no son dispositivos 
vacíos, sino artefactos cargados de memoria institucional. 
Heredan datos producidos a partir de prácticas desigua-
les de observación, categorías que organizan la realidad 
desde la lógica del riesgo, prioridades político-criminales 
que orientan la intervención, trayectorias históricas de vi-
gilancia diferencial y márgenes normativos de tolerancia 
al error. Esa acumulación de herencias explica por qué el 
sesgo algorítmico no debe entenderse como una anomalía 
contingente, sino como una consecuencia posible de la es-
tructura que configura al sistema desde su origen.

Precisamente por ello, la herencia del algoritmo no es 
accesoria del análisis, debe referirse al punto desde el cual 
comienza a hacerse inteligible la producción de sesgo en 
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sentido estricto. El sesgo no aparece simplemente al final, 
cuando el sistema produce un resultado injusto o discrimi-
natorio. Comienza a incubarse mucho antes, en la forma en 
que se construyen los datos, se definen las categorías, se fijan 
las prioridades y se aceptan determinados costos de error. 
Si esto es así, entonces el sesgo algorítmico no debe pen-
sarse como una anomalía contingente que ocasionalmente 
corrompe herramientas en principio neutrales, sino como 
una consecuencia posible de la herencia estructural que 
las configura desde su origen. Ése será, precisamente, el 
siguiente problema a desarrollar.

V. Efectos de la herencia algorítmica: sesgo, 
selectividad y racionalidad punitiva
Una vez identificadas las capas de herencia que configuran 
al algoritmo, corresponde examinar la manera en que éstas 
se proyectan sobre el funcionamiento efectivo del control 
penal. En este punto, el sesgo algorítmico importa no sólo 
por la incorrección de ciertos resultados, sino porque inci-
de en la distribución de vigilancia, sospecha e intervención 
institucional. Por tanto, lo relevante no es únicamente que 
el sistema clasifique, sino cómo esa clasificación reorgani-
za de manera desigual la exposición al poder punitivo.

Conviene distinguir, en este sentido, entre al menos 
tres planos del sesgo: el de los datos, cuando la informa-
ción de entrada refleja historias desiguales de observación 
e intervención; el del diseño, cuando las variables y catego-
rías incorporan presupuestos problemáticos sobre riesgo 
o sospecha; y el de la implementación, cuando el uso insti-
tucional del sistema profundiza asimetrías ya existentes. 
La importancia de esta distinción radica en mostrar que el 
sesgo puede incubarse en distintos momentos del ciclo al-
gorítmico y no sólo en el resultado final de la herramienta.
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En el ámbito penal, esta cuestión reviste especial gra-
vedad porque el sesgo no se traduce únicamente en una 
mala decisión técnica, sino en una distribución desigual de 
sospecha, vigilancia y exposición al aparato coercitivo del 
Estado. Un algoritmo que prioriza ciertos espacios iden-
tifica determinados perfiles como más riesgosos o asigna 
mayores probabilidades de reincidencia a poblaciones pre-
viamente sobrerrepresentadas, no sólo produce una clasi-
ficación discutible, sino que reordena el mapa práctico del 
control penal. Allí donde el sistema señala riesgo o ano-
malía, tiende a intensificarse la intervención institucional; 
donde no lo hace, la atención puede relajarse.

Esta constatación permite advertir con mayor nitidez 
la relación entre sesgo algorítmico y selectividad penal. La 
selectividad funciona como uno de sus rasgos constituti-
vos, ya que el poder punitivo jamás se distribuye de ma-
nera homogénea sobre el conjunto social, sino que histó-
ricamente se concentra sobre ciertos sectores, espacios y 
subjetividades (Baratta, 1986). Lo novedoso en el escenario 
algorítmico resulta en la posibilidad de automatizarla, ra-
cionalizarla y presentarla desde una apariencia de objetivi-
dad técnica. El riesgo consiste precisamente en que la me-
diación tecnológica vuelva menos visibles las decisiones de 
exclusión o focalización, al recubrirlas con el lenguaje de la 
predicción, la optimización y la eficiencia. Así, la selectivi-
dad deja de percibirse como una operación política discuti-
ble y comienza a presentarse como una consecuencia casi 
natural de lo que “muestran los datos”. 

Por esa razón, uno de los efectos más delicados de los 
sistemas algorítmicos es la sobrerrepresentación de cier-
tos grupos y territorios. Si determinados espacios han sido 
históricamente objeto de una observación institucional 
más intensa, es probable que generen también una mayor 
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densidad de datos de contacto con el sistema. Esa acumula-
ción puede ser leída luego por el algoritmo como evidencia 
de mayor riesgo, lo que justificaría nuevas intervenciones 
y cerraría un circuito autorreforzado de vigilancia y clasi-
ficación.

Esto obliga a tomar en serio la dimensión indirecta de 
la discriminación algorítmica. En muchos casos, el siste-
ma no requiere incorporar variables abiertamente prohi-
bidas para producir resultados desiguales; basta con que 
opere sobre indicadores funcionalmente correlacionados 
con condiciones estructurales de desventaja. De ahí que 
la crítica, aparte de verificar si existe una categoría explí-
citamente discriminatoria, deberá examinar el conjunto 
de relaciones que permite que ciertas diferencias social-
mente sensibles reingresen al sistema con una apariencia 
técnicamente neutral.

Sin embargo, reducir el problema a la producción de 
sesgos o a la automatización de la selectividad sería insufi-
ciente. Tales efectos se insertan en una racionalidad puniti-
va más amplia, orientada a anticipar, clasificar y administrar 
de manera diferencial la intervención penal. En ese marco, el 
algoritmo contribuye a consolidar una determinada forma 
de gobierno del riesgo. 

De acuerdo con lo anterior, la clasificación de sujetos y 
poblaciones adquiere una centralidad decisiva. En el terreno 
penal, clasificar nunca ha sido una simple operación descrip-
tiva: implica distribuir grados de vigilancia, escrutinio y to-
lerancia institucional. Cuando esa facultad se amplifica me-
diante modelos algorítmicos, el sistema puede volverse más 
eficiente para focalizar intervenciones, pero también 
más proclive a consolidar mecanismos de sospecha perma-
nente sobre sujetos previamente expuestos al control.
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La racionalidad que emerge de estos procesos no ne-
cesita apelar de modo abierto a categorías clásicas de peli-
grosidad para producir efectos equivalentes. Le basta con 
modular las intensidades de intervención y desplazar hacia 
ciertos sectores sociales los costos de una vigilancia más 
persistente y de una menor presunción de normalidad. De 
este modo, la inteligencia artificial consolida nuevas he-
rramientas al sistema penal, mientras que refuerza aque-
lla política criminal que vaticinaba Eugenio Raúl Zaffaroni 
cada vez más cómoda con la clasificación preventiva y la 
desigual distribución de la exposición al control como una 
expresión de ejercicio selectivo del poder punitivo (Zaffa-
roni, 1998).

Visto así, el principal problema no es que el algoritmo 
se equivoque, sino que sus resultados puedan consolidarse 
dentro de estructuras institucionales ya marcadas por la 
selección desigual y la anticipación preventiva. Un sistema 
preciso, pero construido sobre bases sesgadas o inserto en 
contextos históricamente desiguales no corrige necesaria-
mente la injusticia del control penal, sino que puede hacer-
la más estable y menos visible. Por ello, el examen de estos 
efectos no puede detenerse en la descripción del sesgo, la 
sobrerrepresentación o la racionalidad punitiva que los sos-
tiene. Es necesario dar un paso adicional y preguntarse, si 
es que ello resulta posible, en qué condiciones el uso de ia en 
la política criminal puede someterse a límites compatibles 
con un Estado democrático y con un modelo garantista del 
poder punitivo. 
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VI. Límites democráticos y garantistas del 
uso de la ia en la política criminal
Si el análisis precedente ha mostrado que la inteligencia 
artificial puede reforzar sesgos heredados, automatizar 
formas de selectividad y robustecer una racionalidad puni-
tiva orientada a la anticipación, el problema final consiste 
en establecer cuáles son los límites normativos e institu-
cionales que deben imponerse para evitar que la promesa 
de eficiencia legitime nuevas formas de opacidad, desigual-
dad y expansión del control penal. Nuestra conclusión es 
alejarnos del pensamiento errático de prescindir de la tec-
nología y precisar en qué condiciones su empleo podría re-
sultar compatible con un Estado democrático de derecho. 
En materia penal, esta exigencia es especialmente intensa, 
porque la incorporación de sistemas algorítmicos incide en 
el espacio más sensible de intervención estatal sobre la li-
bertad, la igualdad, la privacidad, la presunción de inocen-
cia y el debido proceso. Precisamente por ello, su validez no 
puede medirse únicamente por su capacidad predictiva, su 
rendimiento operativo o su utilidad administrativa.

Una primera exigencia democrática consiste en des-
plazar el entusiasmo tecnocrático que suele acompañar a 
estas herramientas. En el ámbito penal, la eficacia no cons-
tituye por sí sola un criterio suficiente de legitimidad. Un 
sistema puede ser eficiente para focalizar patrullajes, iden-
tificar patrones, priorizar expedientes o segmentar perfi-
les de riesgo y, sin embargo, resultar incompatible con los 
principios que limitan el ejercicio del poder punitivo. Esta 
distinción es fundamental porque obliga a recordar que el 
problema de la ia no se agota en lo que puede hacer, sino 
que depende de lo que jurídicamente debe permitírsele ha-
cer. En una política criminal democrática, la incorporación 
de nuevas capacidades tecnológicas no puede entenderse 
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como una autorización automática para ampliar la vigilan-
cia, flexibilizar estándares de intervención o debilitar con-
troles institucionales. Por el contrario, cuanto mayor es la 
capacidad de una herramienta para producir clasificacio-
nes, inferencias y afectaciones masivas, mayores deben ser 
también las garantías que regulen su diseño, supervisión 
y uso.

En este punto, la transparencia ocupa un lugar cen-
tral, aunque debe ser entendida en un sentido más exigen-
te que la mera publicidad formal de la existencia del siste-
ma. No basta con que una institución reconozca que utiliza 
inteligencia artificial (Unión Europea, 2024), es indispensa-
ble que puedan conocerse, al menos en un grado suficiente 
para el control democrático, las finalidades concretas de 
la herramienta, el tipo de decisiones para las que se em-
plea, las fuentes de datos que la alimentan, las categorías 
relevantes de clasificación, los márgenes de error que se 
consideran aceptables y las instancias responsables de su 
validación y supervisión. La opacidad algorítmica consti-
tuye un problema técnico y una dificultad político-jurídica 
de primer orden porque allí donde no puede saberse cómo 
opera una herramienta que influye en decisiones de vigi-
lancia, investigación o priorización penal, también se debi-
lita la posibilidad de impugnar sus efectos, exigir rendición 
de cuentas y reparar eventuales afectaciones a derechos 
fundamentales.

Sin embargo, la transparencia por sí sola tampoco 
resuelve el problema. En el ámbito penal se requiere, ade-
más, trazabilidad. Es decir, la posibilidad de reconstruir el 
recorrido de la decisión algorítmica y de identificar cómo 
intervienen en ella los datos de entrada, las reglas de pro-
cesamiento, los criterios de clasificación y las decisiones 
humanas asociadas a su implementación. La trazabilidad 
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cumple así una función estrictamente garantista: restitu-
ye el vínculo entre la decisión y la responsabilidad pública, 
impide que la autoridad se oculte detrás del lenguaje técni-
co y permite someter el uso de la herramienta a escrutinio 
jurídico y político. 

A esto debe añadirse una exigencia más profunda: la 
evaluación de impacto en derechos humanos. Si los siste-
mas de inteligencia artificial operan sobre contextos his-
tóricamente marcados por selectividad penal, vigilancia 
desigual y discriminación estructural, su adopción no pue-
de justificarse sin una valoración previa y posterior de sus 
posibles efectos sobre la igualdad, la no discriminación, la 
privacidad, la libertad personal, la tutela judicial efectiva 
y el debido proceso. En otras palabras, las instituciones 
deberán revisar si sus resultados son compatibles con los 
compromisos constitucionales e internacionales en mate-
ria de derechos humanos. Esta evaluación no puede ser un 
trámite decorativo ni un discurso ex post de legitimación. 
Debe implicar un análisis riguroso de los riesgos previsi-
bles del sistema, de las poblaciones que podrían resultar 
especialmente afectadas, de los sesgos que podrían repro-
ducirse y de los mecanismos correctivos o prohibitivos que 
corresponde activar antes de su despliegue operativo.

La supervisión pública e independiente constituye otro 
límite indispensable. En materia penal no basta con confiar 
en que las propias instituciones usuarias del sistema realicen 
un autocontrol suficiente. La experiencia comparada mues-
tra que las herramientas tecnológicas, cuando se insertan 
en aparatos de seguridad, vigilancia y persecución, tienden 
a quedar protegidas por narrativas de necesidad, reserva o 
especialización técnica que dificultan el escrutinio externo, 
tal como sucedió después del 11S (Lyon, 2007). De ahí que 
una política criminal democrática deba prever mecanismos 
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de auditoría independientes, controles judiciales cuando 
corresponda, acceso de órganos públicos de supervisión y, 
en ciertos supuestos, posibilidades de revisión por parte de 
la academia, la sociedad civil especializada o las entidades 
autónomas con capacidades técnicas reales. La ia no pue-
de convertirse en una zona exenta de control por el simple 
hecho de estar asociada a procesos complejos o a lenguajes 
matemáticos de difícil acceso. Mientras más intensa sea su 
incidencia en decisiones de vigilancia o intervención penal, 
más robustos deben ser los controles institucionales sobre 
su legitimidad y funcionamiento.

Inevitablemente, esta discusión conduce a una cues-
tión decisiva: no todos los usos de la inteligencia artificial 
en el ámbito penal son equivalentes y, por ello, tampoco 
todos son igualmente admisibles. Existe una diferencia 
relevante entre herramientas orientadas a tareas admi-
nistrativas o de apoyo no decisivo y aquellas que inciden 
directamente en decisiones sensibles sobre vigilancia, cla-
sificación de sujetos, investigación, valoración del riesgo, 
priorización coercitiva o afectación de derechos. Cuanto 
más cercano se encuentre el sistema al núcleo duro del po-
der punitivo, más severa debe ser la exigencia de justifica-
ción y más estrictos los límites para su empleo. En algu-
nos casos, el problema no será simplemente de regulación, 
sino de incompatibilidad material con un modelo garantis-
ta. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando la herramienta 
produce clasificaciones opacas imposibles de controvertir, 
cuando reposa sobre bases de datos marcadamente discri-
minatorias, cuando amplifica de manera desproporcionada 
la vigilancia sobre ciertos sectores o cuando su funciona-
miento erosiona de manera estructural la presunción de 
inocencia, el derecho de defensa y, por lo tanto, el debido 
proceso.
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Desde una perspectiva garantista, esto significa que 
el uso de inteligencia artificial en política criminal debe 
someterse a una lógica de restricción y no de expansión 
automática. La pregunta correcta no es cómo aprovechar 
al máximo las capacidades disponibles, sino qué límites 
deben imponerse para impedir que la tecnología erosione 
principios que históricamente han surgido precisamente 
para contener los abusos del castigo. El garantismo penal 
recuerda, en este sentido, que el poder punitivo sólo es le-
gítimo cuando se encuentra normativamente encauzado, 
sometido a controles estrictos y limitado por derechos fun-
damentales indisponibles. Aplicado al campo algorítmico, 
ello obliga a rechazar cualquier idea, según la cual la mera 
capacidad técnica de anticipar, clasificar o correlacionar 
baste para justificar la intervención estatal. La posibilidad 
de hacerlo no equivale a la licitud de hacerlo, ni la utilidad 
institucional reemplaza la necesidad de fundamentación 
jurídica. En esa línea, los criterios de equidad algorítmica 
pueden ofrecer parámetros mínimos de contención. Uno 
de ellos es la paridad estadística que, para Kearns y Roth 
supone que la proporción de resultados favorables otorga-
dos por un sistema se mantenga aproximadamente igual 
entre grupos protegidos, de modo que la pertenencia a uno 
u otro no altere significativamente la tasa de aprobación o 
beneficio (Kearns, 2020). Trasladada al campo de la política 
criminal, esta exigencia obliga a interrogar si la tasa de de-
cisiones positivas o adversas varía sustancialmente entre 
grupos definidos por atributos sensibles, como raza o sexo, 
y si tales diferencias responden a criterios jurídicamente 
admisibles o a la reproducción encubierta de desigualda-
des estructurales que se identifican como grupos definidos 
por atributos sensibles, como por ejemplo raza o sexo.
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A partir de esta lógica, una política criminal democrá-
tica frente a sistemas algorítmicos exige al menos cuatro 
cautelas de fondo. La primera consiste en reconocer que la 
inteligencia artificial no corrige por sí misma las desigual-
dades del sistema penal y que, en contextos de herencias 
institucionales sesgadas, puede incluso consolidarlas con 
formas más sofisticadas. La segunda exige no confundir 
objetividad computacional con neutralidad normativa, 
pues el algoritmo siempre llega mediado por decisiones hu-
manas previas sobre datos, categorías, prioridades y fines 
de intervención. La tercera impone que toda herramienta 
tecnológicamente compleja permanezca sometida a res-
ponsabilidad pública, lo que excluye la delegación opaca de 
funciones estatales en modelos no escrutables. La cuarta 
obliga a preservar, frente a cualquier innovación, la cen-
tralidad de los derechos humanos como criterio rector de 
admisibilidad, control y eventual prohibición.

Desde esta perspectiva, el aporte principal de la no-
ción de genética del algoritmo puede apreciarse con mayor 
claridad al cierre del artículo. Su utilidad permite una com-
prensión más profunda de por qué los sistemas de inteli-
gencia artificial aplicados a la política criminal no deben 
ser evaluados sólo por sus resultados inmediatos. La gené-
tica del algoritmo muestra que tales sistemas incorporan 
memorias institucionales, lenguajes clasificatorios, priori-
dades de vigilancia y márgenes de tolerancia al error que 
condicionan desde el origen su funcionamiento y sus efec-
tos. En consecuencia, la crítica no puede permanecer en la 
superficie de la precisión estadística o de la falla puntual, 
sino que debe dirigirse al entramado político, normativo e 
histórico que alimenta el dispositivo y le otorga capacidad 
de intervenir sobre sujetos y poblaciones concretas.



86

Re
vi
st
a 
Me
xi
ca
na
 d
e 
Ci
en
ci
as
 P
en
al
es
 /
 N
úm
er
o 
29
 /
 A
ño
 9
  

ma
yo
-a
go
st
o 
20
26
 /
 e
-i

ss
n:
 2
95
4-
49
63
 /
 M
éx
ic
o 
/ 

in
ac
ip
e

A partir de ello, es posible sostener como conclusión ge-
neral que la ia además de ser una innovación instrumental 
en el ámbito penal, también representa un punto de inten-
sificación de problemas previos de selectividad, opacidad y 
expansión del control. Su novedad técnica no elimina la con-
tinuidad con viejas formas de clasificación desigual, vigi-
lancia concentrada y administración diferencial del riesgo; 
por el contrario, puede volverlas más eficaces, más estables 
y menos visibles, como mencionamos anteriormente. Pre-
cisamente ahí reside la relevancia del concepto propuesto: 
en mostrar que el algoritmo procesa información heredada 
de una forma históricamente construida de mirar, orde-
nar y administrar el desorden social. Esa herencia importa 
porque condiciona quién será visto, cómo será clasificado, 
con qué intensidad será observado y bajo qué umbral de 
sospecha quedará expuesto al aparato penal.

Por ello, una política criminal compatible con el Esta-
do constitucional no puede incorporar sistemas de inte-
ligencia artificial desde la fascinación técnica ni desde la 
lógica de la mera optimización institucional. Debe hacerlo, 
en todo caso, desde una cautela reforzada, consciente de 
que estas herramientas operan sobre un campo atravesado 
por desigualdades estructurales y por una historia larga de 
selectividad punitiva. La pregunta decisiva es si la ia y su 
uso en la política criminal puede someterse a límites sufi-
cientemente robustos como para impedir que reproduzca 
o profundice injusticias ya arraigadas en las instituciones. 
Allí se juega, en definitiva, el verdadero alcance democráti-
co de la discusión.

En suma, la genética del algoritmo constituye una 
categoría útil para pensar críticamente la relación entre 
inteligencia artificial y política criminal porque permite 
articular tres planos que con frecuencia aparecen disocia-
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dos: la procedencia estructural de los sistemas, sus efectos 
prácticos sobre la distribución desigual del control penal 
y la necesidad de imponer límites garantistas a su utiliza-
ción. Entendida así, la crítica de la inteligencia artificial en 
el ámbito penal debe someterla a un examen riguroso de 
procedencia, legitimidad y compatibilidad con los dere-
chos fundamentales. Sólo con ese escrutinio será posible 
evitar que, detrás del lenguaje de la innovación, se conso-
liden nuevas formas de racionalidad punitiva menos visi-
bles, pero no por ello menos intensas.
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Resumen
Este trabajo analiza las posibilidades y retos de un modelo inte-
gral de paz en México, fundamentado en un enfoque ecológico 
de prevención. Se destaca la construcción institucional impul-
sada por la Ley General para la Prevención Social de la Violencia 
y la Delincuencia, sus avances y limitaciones ante la persistencia 
de una lógica estatalista, así como el impacto de modelos inter-
nacionales como Cure Violence Global. El estudio sostiene que 
la prevención efectiva requiere concebir la violencia como una 
cuestión susceptible de intervención sanitaria, mediante tres 
ejes: detección e interrupción de la transmisión, tratamiento de 
personas en mayor riesgo y modificación de normas sociales, 
todo esto orientado hacia la disminución de la cifra oculta y el 
fortalecimiento de la seguridad.
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cial, prevención de la violencia.

Abstract
This paper analyzes the possibilities and challenges of a com-
prehensive model of peace in Mexico, based on an ecological 
approach to prevention. It highlights the institutional framework 
promoted by the General Law for the Social Prevention of Violence 
and Crime (Ley General para la Prevención Social de la Violencia y 
la Delincuencia), its progress and limitations in the face of a per-
sistent statist logic, as well as the impact of international mod-
els such as Cure Violence Global. This study argues that effective 
prevention requires conceiving violence as a matter subject to 
public health intervention, through three axes: detection and 
interruption of transmission, treatment of individuals at higher 
risk, and modification of social norms, directing action towards 
reducing the dark figure of crime and strengthening security.

Keywords
Crime, dark figure, digital security, artificial intelligence, preven-
tion of violence.
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I. Diseño de la investigación

C on base en el reconocimiento de la violencia como un 
fenómeno complejo, multicausal y dinámico, el pre-
sente estudio adopta un enfoque interdisciplinario 

que integra aportes del derecho, la criminología y el análi-
sis de políticas públicas, y además incorpora la dimensión, 
relativamente reciente, de la seguridad digital y el uso de 
inteligencia artificial. Esta aproximación sitúa el problema 
de la cifra oculta del delito —la cual se analizará más ade-
lante— no sólo como una deficiencia estadística, sino como 
un indicador estructural de desconfianza institucional y de 
las limitaciones de los modelos tradicionales de seguridad.

En virtud de lo anterior, el artículo tiene por objetivo 
analizar la viabilidad de un modelo integral de paz en Mé-
xico desde la perspectiva del enfoque ecológico de preven-
ción de la violencia. Se analizan las tensiones existentes en-
tre el diseño normativo e institucional y su materialización 
en la práctica, así como la incidencia de la seguridad digital 
y la inteligencia artificial en la reducción de la cifra oculta 
del delito y en la consolidación de la confianza ciudadana.

En cuanto a la hipótesis, partimos de que la implemen-
tación de un modelo integral de paz en México, sustentado 
en el enfoque ecológico de prevención y complementado 
con herramientas de seguridad digital e inteligencia arti-
ficial, será limitada en su efectividad mientras persista una 
lógica estatalista de carácter punitivo y una débil articula-
ción interinstitucional; en consecuencia, la reducción de la 
cifra oculta y el fortalecimiento de la seguridad depende-
rán —en gran medida— no sólo de la innovación tecnoló-
gica, sino de la transformación estructural de las prácticas 
institucionales, la profesionalización del aparato del Esta-
do y el fortalecimiento de la confianza ciudadana.
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Metodología
Se adopta un enfoque cualitativo de carácter analítico-in-
terpretativo, sustentado en una estrategia metodológica 
multidimensional que integra elementos del análisis jurí-
dico, criminológico y de políticas públicas.

Como punto de partida, se realizará un análisis dogmá-
tico-normativo de los principales instrumentos jurídicos en 
materia de prevención de la violencia en México, particular-
mente la Ley General para la Prevención Social de la Violencia 
y la Delincuencia, así como los programas derivados de ésta, 
con el objetivo de identificar su coherencia interna y su ali-
neación con el modelo ecológico de prevención.

En segundo lugar, se empleará un análisis criminoló-
gico estructural para examinar la persistencia de la cifra 
oculta del delito, la desconfianza institucional y las limita-
ciones de los enfoques punitivos tradicionales, e incluirá 
categorías como multicausalidad, control social y violencia 
estructural.

En tercer término, se incorporará un análisis crítico 
de políticas públicas, centrado en la brecha entre diseño 
e implementación, así como en el fenómeno de mimetiza-
ción discursiva, para explicar la limitada efectividad de las 
estrategias institucionales.

Finalmente, el estudio integrará una perspectiva in-
terdisciplinaria en materia de tecnología —principalmente 
inteligencia artificial (ia)— y seguridad digital, y analizará 
el potencial y los riesgos del uso de la ia en la prevención del 
delito, particularmente en lo relativo a la privacidad, la rendi-
ción de cuentas y la reducción de la cifra oculta.

La triangulación de estos enfoques permitirá ofrecer 
una comprensión integral del fenómeno, así como formular 
propuestas orientadas a la construcción de un modelo de paz 
sostenible, legítimo y eficaz.
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II. Contextualización del estudio
Durante los años recientes, México ha buscado consolidar 
una arquitectura institucional a partir del amparo de la Ley 
General para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia (lgpsvd), publicada en 2012. Este documento jurídi-
co define, en el artículo 2, a la prevención social como un 
“[…] conjunto de políticas públicas, programas y acciones 
orientadas a reducir factores de riesgo que favorezcan la 
generación de violencia y delincuencia, así como a comba-
tir las distintas causas y factores que la generan” (Honora-
ble Congreso de la Unión, 2012, art. 2).

Destacan, en este punto, programas como “México 
nos Mueve la Paz” y el “Programa Nacional para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia” (pnpsvd) 
2022-2024, donde se expone que el comportamiento de-
lictivo es el resultado de interacciones dinámicas y bi-
direccionales entre los individuos y su entorno, por lo 
cual estratifica la intervención en los niveles individual, 
relacional, comunitario y societal. No obstante, Contre-
ras López (2015) señala que este modelo enfrenta una mi-
metización donde el discurso de seguridad ciudadana es 
absorbido por una estructura que opera desde la lógica de 
la seguridad pública tradicional.

Es importante mencionar que ambos términos —se-
guridad pública y seguridad ciudadana— corresponden 
a significados diferentes. La primera, comprendida como 
una función del Estado, incluye la prevención, disuasión, 
control, investigación y persecución de conductas delicti-
vas (Gómez Tagle, 2018). Por su parte, la seguridad ciuda-
dana destaca porque, además de lo anterior, interviene en 
ella la ciudadanía con un papel activo. Participación indis-
pensable para la generación de ambientes seguros, sin de-
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jar de lado la función principal del Estado, sobre todo cuan-
do se trata de delincuencia organizada.1

A pesar de la sofisticación del modelo ecológico —ins-
trumento conceptual que permite comprender la naturaleza 
polifacética y multicausal de la violencia—,2 la praxis institu-
cional mexicana prioriza el orden del Estado y la estabilidad 
política sobre el desarrollo humano. En este sentido, la mi-
metización implica que, aunque los programas nacionales 
empleen una retórica de participación y corresponsabilidad, 
la ejecución operativa se ve constreñida por una lógica esta-
talista que asume la prevención como una meta secundaria 
frente al combate directo a la criminalidad.

La tendencia internacional, promovida por instan-
cias como la Organización Mundial de la Salud (oms) y el 
Centro Internacional para la Prevención de la Criminali-
dad cipc (2018), subraya que la prevención efectiva debe 
tratar la violencia como una epidemia social que requiere 
interrupciones focalizadas. Y, en ese hilo, modelos como 
Cure Violence Global (2025)3, aplicados con éxito en Cali a 
través de Abriendo Caminos (con una reducción del 74% en 
homicidios) y en pilotos en Culiacán (90% de descenso)4 con 

1	 Se sugiere revisar el término seguridad humana, el cual resulta más comple-
to que el de seguridad ciudadana. Sus principales postulados los desarrolló 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, pnud.

2	 Está basado en la Teoría de Sistemas de Bronfenbrenner (1979), adoptado por 
la Organización Mundial de la Salud (oms) y la Organización Panamericana de la 
Salud (ops).

3	 Es una estrategia de salud pública internacional que ha sido científicamente 
probada para reducir tiroteos y asesinatos. Véase en: https://cvg.org/espanol/ 

4	  Logró reducir los homicidios dolosos en zonas de intervención específicas 
mediante la mediación de más de 1 200 conflictos y el uso de mensajeros 
creíbles.
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Más Vida, demuestran que la mediación comunitaria supe-
ra en eficacia a la presencia militarizada.

Conforme a ello, se postula un cambio de paradigma al 
conceptualizar la violencia como una patología epidémica de 
carácter contagioso. Esta lente resalta un comportamiento 
aprendido que se propaga por la exposición y, por consiguien-
te, es susceptible de ser interrumpido mediante métodos de 
control sanitario análogos a los utilizados para revertir en-
fermedades. Por medio de esta metodología se estructuran 
tres pilares fundamentales: (1) detección e interrupción de 
la transmisión; (2) tratamiento de los individuos con mayor 
riesgo; (3) modificación de normas sociales subyacentes.

En el contexto mexicano, la militarización del presu-
puesto representa una de las mayores contradicciones: 
mientras la retórica oficial prioriza la prevención; en la 
práctica, aproximadamente el 42 % del gasto se destina al 
combate al crimen y el 44 % a la justicia, sólo 14 % es para la 
prevención social. Además, existe un déficit en el rigor eva-
luativo. Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social (coneval, 2024), México destaca 
en el monitoreo de productos (entregables), pero carece de 
evaluaciones de impacto que empleen contrafactuales para 
medir el efecto neto de sus intervenciones.

A la luz del informe: Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social 2024, esta problemática se actualiza y pro-
fundiza bajo una perspectiva sistemática, debido a que la 
lógica sectorial limita la eficiencia en la atención de proble-
mas sociales complejos. De esta forma la dispersión insti-
tucional, sumada a la prevalencia de indicadores centrales 
en la entrega de apoyos económicos directos, perpetúa la 
dificultad de transitar hacia una evaluación de resultados 
que trascienda el mero cumplimiento de gestión.
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Por ejemplo, se han realizado evaluaciones de impac-
to específicas —como la del Programa de Becas de Edu-
cación Básica para el Bienestar Benito Juárez en 2023—. 
Éstas identifican barreras operacionales y carencias es-
tructurales que limitan el ejercicio de derechos. La insufi-
ciencia metodológica en la evaluación de políticas públicas 
en México, señalada por el CONEVAL, encuentra un con-
traste significativo frente a la evolución de los estándares 
de gobernanza global, donde la gestión pública transita de 
un paradigma de simple fiscalización contable hacia una 
evaluación multidimensional del valor generado.

A través de este escenario, la tendencia internacional 
se desplaza hacia la metodología del denominado: Retorno 
Social de la Inversión (sroi, por sus siglas en inglés), la cual 
permite monetizar impactos sociales no financieros, como 
la mejora en la salud mental o la productividad, ofreciendo 
una ratio de valor social por cada unidad de moneda inverti-
da. Un caso paradigmático es el estudio del International Cit-
izen Service (ics),5 que reportó un coeficiente sroi de 4.64:1,6 y 
evidenció que la inversión en capital social genera retornos 
que multiplican con creces el costo operativo inicial.

Mientras que la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (unodc, por sus siglas en inglés) pro-
mueve marcos de medición integral centrados en la com-

5	 Véase https://www.nefconsulting.com/wp-content/uploads/2019/07/ICS-
SROI-VSO-FINAL-July-2019.pdf 

6	 Representa el impacto total monetizado, mientras que el número a la de-
recha “(1)” representa la inversión inicial, esto es una forma de expresar la 
rentabilidad social de una intervención de manera similar al ROI financiero 
tradicional, pero incluyendo beneficios intangibles.
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parabilidad y calidad del dato, la realidad de México se ve 
distorsionada por la alta cifra oculta7 —más de 90 % de de-
litos no denunciados o denunciados sin carpeta de investi-
gación— (inegi, 2025, p. 23), lo que invalida los diagnósticos 
basados exclusivamente en registros administrativos, así 
como el abandono de la dependencia absoluta de los datos 
oficiales de policías y fiscalías, y obliga a la adopción de en-
cuestas de victimización más robustas para una planifica-
ción basada en evidencias, tales como la Encuesta Nacional 
de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2025 
(envipe)8 y la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana 
(ensu).9

En última instancia, la convergencia entre la sofistica-
ción del sroi y la fiabilidad de las encuestas de victimización 
constituye el único camino para superar el adelgazamiento 
de la infraestructura preventiva en el Estado mexicano. Por 
tanto, a continuación, se presenta un cuadro comparativo 
que sintetiza los elementos diferenciadores entre la políti-
ca nacional mexicana y los estándares internacionales en 
materia de prevención y control del delito, permitiendo 
una aproximación crítica y sistemática a los componentes 
de diseño, implementación y evaluación.

7	  Denominación que realiza el inegi. Comúnmente llamada: cifra negra.
8	 Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 

(envipe). Véase https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2025/ 
9	 Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ensu). Véase https://www.

inegi.org.mx/contenidos/programas/ensu/doc/ensu2024_junio_presenta-
cion_ejecutiva.pdf 
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Cuadro 1. Efectividad de la política nacional vs. estándares internacio-
nales

Elementos de 
comparación

Características de la política 
nacional (México)

Características de los 
estándares e iniciativas 

internacionales

1. Prioridad 
fiscal y 
asignación 
estratégica

Asimetría marcada entre la 
retórica preventiva y la ejecu-
ción real. El presupuesto se 
concentra en la función reactiva 
(Guardia Nacional y sedena), 
reduciendo los fondos para ca-
pacidades locales (eliminación 
del fortaseg).10

Equilibrio fiscal entre control 
y prevención. Se recomienda 
una asignación de entre 3% 
y 3.5% del PIB para compen-
sar los costos directos de la 
criminalidad.

2. Rigor de la 
metodología 
evaluativa

Enfoque centrado en el moni-
toreo de procesos y outputs 
(número de becas o talleres). 
Ausencia de análisis contra-
factuales para determinar la 
causalidad de los resultados.

Uso sistemático del Retorno 
Social de la Inversión (sroi). 
Se mide la eficacia mediante 
el impacto a largo plazo y la 
sostenibilidad de los benefi-
cios sociales generados.

3. Modelo de 
intervención 
predominante

Modelo híbrido que oscila entre 
la prevención social ecológica 
y el uso intensivo de la fuerza 
militar para el control territorial.

Enfoque epidemiológico y 
salubrista que prioriza la 
interrupción de la violencia 
mediante mensajeros creíbles 
y mediadores comunitarios 
en zonas de alta densidad 
delictiva.

4. Calidad y 
fiabilidad de la 
información

Alta dependencia de registros 
administrativos gubernamen-
tales, con diagnósticos frágiles 
debido a una cifra oculta de 
más del 90 %. Existe déficit 
estructural en la arquitectura de 
la información y la gobernanza.

Integración de múltiples fuen-
tes (salud, educación, justicia) 
y uso de encuestas de victimi-
zación y percepción como eje 
rector del diagnóstico local 
(auditorías de seguridad).

10	 El Programa de Fortalecimiento para la Seguridad (fortaseg) apoyaba a muni-
cipios y alcaldías en la profesionalización, equipamiento y capacitación de sus 
elementos policiales, además de fortalecer la tecnología y la prevención del de-
lito. Sin embargo, a partir del año 2021 fue eliminado del presupuesto federal.
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5. Foca-
lización y 
prevención de 
la reincidencia

Debilidad en la prevención 
terciaria. El sistema penitencia-
rio opera con frecuencia como 
escuela del crimen, con progra-
mas de reinserción insuficien-
tes o estigmatizantes.

Énfasis en la desistencia del 
delito. Comprende la imple-
mentación de programas de 
acompañamiento (through-
care) y apoyo de pares para 
superar el estigma y reducir la 
reincidencia.

 
Fuente: Elaboración propia.

Mediante la exposición de criterios como la prioridad 
fiscal, la asignación estratégica de recursos y el rigor me-
todológico evaluativo, el análisis de este cuadro compara-
tivo pone de relieve las asimetrías estructurales y operati-
vas que obstaculizan la consolidación de una gobernanza 
efectiva y alineada con las mejores prácticas globales.

Cabe destacar que la política de prevención en México 
se asemeja a un laboratorio de alta tecnología que cuenta 
con manuales de operación avanzados (modelo ecológico), 
pero que funciona con suministros obsoletos (datos admi-
nistrativos con alta cifra oculta) y cuyo personal es evalua-
do sólo por el número de “matraces” que limpia (produc-
tos), nunca por los descubrimientos que realiza (impacto 
real). En cambio, los estándares internacionales propo-
nen un laboratorio orientado a resultados donde el éxito 
se mide —de acuerdo con la analogía— por la cura de la 
enfermedad social, optimizando cada gramo de reactivo 
presupuestario para obtener el mayor retorno de salud pú-
blica posible. En este escenario de contrastes y retos, la ca-
lidad y fiabilidad de la información se erige como uno de los 
principales obstáculos para la consolidación de políticas de 
prevención efectivas en el país.

Así, mientras la arquitectura institucional se deba-
te entre manuales avanzados y datos insuficientes, surge 
la necesidad de explorar metáforas nuevas que permitan 
comprender la complejidad de la gobernanza en seguri-
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dad. A partir de esta reflexión, se abre paso la noción de 
gobernanza del enjambre y el rompecabezas del sacrificio, que 
invita a analizar las tensiones y sacrificios implícitos en la 
captura y gestión de riesgos digitales desde una perspecti-
va más amplia y crítica.

III. Gobernanza del enjambre y el 
rompecabezas del sacrificio
El abordaje de la seguridad digital en México y en la esfera 
global ha transitado de una visión técnica a una construc-
ción dogmática compleja que puede ser analizada, si se nos 
permite la expresión, desde el prisma de la apicultura cri- 
minológica. Metáfora inspirada en la responsabilidad civil 
por sacrificio —donde el propietario de un enjambre tie-
ne derecho a perseguirlo en fundo ajeno, indemnizando el 
daño causado—, lo cual nos permite interrogar si el Estado 
mexicano, en su afán de capturar el enjambre11 de la ciberde-
lincuencia, impone a la ciudadanía, sea de forma justificada 
o arbitraria, una serie de deberes de tolerancia y sacrificios 
de derechos.

Mientras que el panorama internacional se orienta ha-
cia una gobernanza policéntrica y de redes híbridas (policía, 
sector privado, academia) que gestionan el riesgo de forma 
compartida, como se describió en lo precedente, el Estado 
mexicano enfrenta un rompecabezas institucional donde la 
prevención social se mimetiza con discursos extranjeros 

11	 Eso es análogo al derecho del apicultor de perseguir su enjambre en fundo 
ajeno indemnizando el daño, según el artículo 612 del Código Civil Español 
(Pantaleón Díaz, 2022).
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sin un diagnóstico adaptado a la realidad local. Dicha frag-
mentación se agrava por una cifra oculta del 93.2 %, lo que 
sugiere que la miel de la justicia digital es inalcanzable para 
la gran mayoría de las víctimas, tal como señala Palomares 
Ramírez (2025).12

Conforme al orden establecido, a continuación, se pre-
senta una matriz analítica que contrasta las políticas na-
cionales frente a los estándares internacionales, a partir de  
cinco indicadores de efectividad.

Cuadro 2. Políticas nacionales (México) vs. programas de prevención 
internacional

Elementos de 
comparación

Indicador de 
efectividad

Características de las 
políticas nacionales 

(México)

Características de 
los programas de 

prevención internacional

Paradigma 
jurídico de 
justificación 
(apicultura 
criminoló-
gica)

Consistencia 
en la funda-
mentación 
del deber 
de tolerancia 
ciudadana

Predomina un para-
digma jurídico-público 
utilitarista donde el 
Estado justifica la inter-
vención bajo la lógica 
del mal menor, pero 
colisiona con un popu-
lismo punitivo que exige 
cárcel automática para 
el 72 % de la población 
y, a menudo, ignora la 
reparación del daño.13

Evolución hacia el 
paradigma interpersonal, 
donde la justificación 
penal se separa de la 
responsabilidad civil. Se 
busca fundamentar los 
deberes de tolerancia en 
la autonomía y la solida-
ridad mínima, y evita el 
sacrificio de intereses 
personales ante necesi-
dades colectivas difusas.

12	  Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 407 del 
Código Penal del Estado Libre y Soberano de Puebla para desincentivar el deli-
to de fraude que se comete en contra de personas en situación de vulnerabili-
dad. Honorable Congreso del Estado de Puebla.

13	  Véase: Informe Percepciones de Impunidad 2025, elaborado por la organiza-
ción Impunidad Cero.
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Soberanía y 
calidad del 
diagnóstico 
(el rompeca-
bezas)

Reduc-
ción del 
subregistro 
y solidez de 
la evidencia 
empírica

La prevención se aplica 
sin una metodología 
clara para elegir de-
marcaciones benefi-
ciadas, basándose en 
diagnósticos frágiles y 
sin evidencia. Persiste 
una desconexión entre 
el aumento del gasto 
público y la incidencia 
delictiva de fraude 
(7 574 por cada 100 000 
hab.),14 el delito más 
frecuente en 2024.

Crítica a la cuantofrenia15 
privada. Se promueve 
una medición desinte-
resada que combine en-
cuestas de victimización 
con inteligencia técnica 
para evitar decisiones 
basadas en estadísticas 
sesgadas por intereses 
comerciales de empresas 
de ciberseguridad.

Arquitectura 
de gobernan-
za (centra-
lización vs. 
nodos)

Nivel de 
madurez en 
la gestión 
policéntrica 
y redes de 
respuesta

Transición hacia un 
modelo centralizado 
mediante la Agencia de 
Transformación Digital 
y Telecomunicaciones 
(atdt) y la Dirección Ge-
neral de Ciberseguridad 
(DGCiber).16 Sin embar-
go, la operatividad es 
asimétrica: existen sólo 
4 agentes de policía 
cibernética por cada 
millón de habitantes 
para enfrentar 31 mil 
millones de intentos de 
ataque.17

Implementación de 
gobernanza nodal y 
redes de confianza como 
first (Forum of Incident 
Response and Security 
Teams) y csirt (Equipo de 
Respuesta a Incidentes de 
Seguridad Informática). 
Se reconoce que el Esta-
do no es el único garante 
y se fomenta el liderazgo 
de las autoridades como 
facilitadores de rela-
ciones entre diferentes 
nodos de seguridad.

14	  Véase: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública (envipe) 2025.

15	  Este término fue acuñado por Pitirim Sorokin en 1959. Se refiere a la obse-
sión o el recurso sistemático a las estadísticas para cuantificar fenómenos 
complejos.

16	  Unidad administrativa técnica central dependiente de la Agencia de Trans-
formación Digital y Telecomunicaciones (atdt) del Gobierno de México.

17	  Véase: Índice de Desarrollo Digital Estatal 2024, elaborado por el Centro Mé-
xico Digital. De hecho, el dato fue socializado a través de una investigación 
periodística en la revista: Expansión, en mayo de 2025, subrayando que este 
cuerpo policial es alarmantemente escaso para las dimensiones demográfi-
cas y tecnológicas del país.
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Abordaje del 
continuum de 
violencia (gé-
nero y grupos 
en condición 
de vulnerabi-
lidad)

Eficacia en 
la neutrali-
zación del 
sicariato 
digital

Reconocimiento de 
la Ley Olimpia18 como 
respuesta a la violencia 
sexual digital. No 
obstante, el sistema 
es percibido como una 
fuente de victimización 
adicional (el 79 % cree 
que las autoridades 
desincentivan la denun-
cia),19 lo que perpetúa 
la impunidad en casos 
de violencia política y 
ciberacoso.

Adopción de la debida 
diligencia reforzada. El 
foco se desplaza de la 
infraestructura hacia la 
persona (especialmen-
te mujeres en primera 
línea digital), protegien-
do derechos como la 
privacidad y la libertad 
de expresión frente al 
algoritmo patriarcal.

Innovación 
y proyec-
ción ética 
(inteligencia 
artificial [ia] y 
ciberdefensa)

Capacidad 
de respues-
ta predictiva 
frente a la 
weapon-
ización20 de 
la IA

El Plan Nacional 2025-
2030 apuesta por el 
Next-Gen SecOps21 (ia 
avanzada). El ries-
go latente es que la 
inteligencia institu-
cional guarde silencio 
mientras el crimen 
organizado utiliza ia y 
drones para el control 
territorial y la desesta-
bilización.

Promoción de la Ley Mo-
delo sobre ia y Delito (EL 
PACCTO 2.0, 2025), que 
aborda la doble incrimi-
nación y el uso de deep-
fakes como agravante. 
Se prioriza el desarrollo 
ético de la ia para evitar 
que las herramientas de 
defensa se conviertan en 
instrumentos de vigilan-
cia masiva.

18	  Se refiere a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
19	  En la edición 2024 de la encuesta Ómnibus Nacional Académico (ona) se 

consultó a la ciudadanía sobre la frecuencia con la que perciben que las 
autoridades desalientan la denuncia de delitos. El 79 % de los encuestados 
afirmó que esto ocurre con regularidad (sumando las respuestas “siempre”, 
“casi siempre” y “de vez en cuando”).

20	 Esto se refiere a la transformación de tecnologías, sistemas de información 
o datos legítimos en instrumentos ofensivos diseñados para causar daño, 
desestabilizar estructuras estatales o subyugar a individuos y colectivos.

21	 Específicamente, este término se acuña dentro de la arquitectura estra-
tégica diseñada por la Dirección General de Ciberseguridad (DGCiber) para 
fortalecer la infraestructura digital del Estado.

Fuente: Elaboración propia.
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IV. Juicio crítico y correlación de hallazgos
En las primeras décadas del siglo xxi, la transformación 
tecnológica ha modificado las formas de producción del 
conocimiento, la organización social y la gestión del po-
der público. Como lo mencionan Cansino y Gómez Tagle 
(2025[a], p. 26): “[…] en los últimos años, hemos visto avan-
ces en robótica, Internet de las cosas (IoT), vehículos au-
tónomos, tecnología de impresión 3D, nanotecnología, 
biotecnología, materiales inteligentes, almacenamiento de 
energía y computación cuántica.” Este conjunto de innova-
ciones configura un ecosistema tecnológico interconecta-
do en el que los datos, los algoritmos y las capacidades de 
procesamiento se convierten en recursos estratégicos para 
la toma de decisiones.

Dentro de este entramado, la inteligencia artificial 
ocupa un lugar privilegiado al permitir el análisis de gran-
des volúmenes de información, la identificación de pa-
trones complejos y la generación de modelos predictivos 
aplicables a múltiples ámbitos de la vida social. Desde una 
perspectiva sociotécnica, esta expansión de la inteligencia 
artificial (ia) no sólo representa un avance instrumental, 
sino también una transformación en la relación entre co-
nocimiento y agencia humana.

De hecho, algunos autores sostienen que “la progre-
sión hacia una simbiosis con la ia sugiere una involución en 
la propia definición de nuestra especie: del Homo sapiens 
al Homo interrogator —el ser humano cuya principal habi-
lidad radica en formular preguntas—. En este nuevo pa-
radigma, la ia, ejemplificada por sistemas como ChatGPT, 
se erige como el oráculo moderno, una entidad a la que se 
consulta en busca de sabiduría y orientación.” (Cansino y 
Gómez Tagle, 2025b, p. 62). Bajo esta lógica, el valor cogni-
tivo ya no reside en la acumulación de saberes, sino en la 
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capacidad estratégica de formular preguntas que permitan 
navegar en sistemas de información cada vez más comple-
jos. En consecuencia:

[…] el Homo interrogator emerge como una nueva especie 

cognitiva cuya habilidad principal es la de formular pregun-

tas a la IA para obtener el conocimiento deseado. Bajo esta 

óptica, las disciplinas clásicas —ciencias, humanidades, 

artes visuales y literarias— ya no se estudian por su valor 

intrínseco, sino que se transforman en campos de datos a 

ser navegados mediante preguntas estratégicas. (Cansino y 

Gómez Tagle, 2025b, p. 63)

Este desplazamiento epistemológico también impacta 
el funcionamiento de las instituciones públicas, particu-
larmente en áreas donde la gestión de información es de 
importancia mayúscula para la toma de decisiones. En el 
ámbito de la seguridad, llámese pública o ciudadana, la ia 
comienza a desempeñar un papel relevante en la gestión de 
riesgos, la identificación de patrones delictivos, el análisis 
predictivo, la coordinación de sistemas de vigilancia y las 
respuestas institucionales; sin embargo, la incorporación 
de estas tecnologías no se produce en un vacío institucio-
nal o normativo, sino dentro de estructuras estatales que 
arrastran tensiones teóricas, organizativas y operativas. 
Por ello, la promesa de una seguridad pública apoyada en 
sistemas algorítmicos debe analizarse mediante el con-
traste de las limitaciones estructurales de los sistemas de 
justicia y de prevención.

Al contrastar las fuentes arriba mencionadas, se evi-
dencia una tensión dialéctica: mientras que Pantaleón Díaz 
(2022) defiende una simplificación de la teoría penal para 
que el Estado no se cargue con la tarea innecesaria de fun-
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damentar deberes de tolerancia que pertenecen al derecho 
civil, Contreras López (2015) advierte que en México la pre-
vención es un rompecabezas cuyas piezas no encajan por 
falta de una base epistemológica común.

La Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana 
(ensu) 2025 e Impunidad Cero (2025) confirman que esta fal-
ta de encaje dogmático tiene consecuencias materiales: la 
desconfianza institucional es estructural y la ciudadanía 
prefiere la militarización (80 % de aprobación) ante la ino-
perancia de las fiscalías y policías civiles. En consecuencia, 
esto produce una interrogante valiosa: ¿es el Plan Nacional 
de Ciberseguridad una reina capaz de organizar este en-
jambre o es simplemente otro intento de mimetización 
que ignora la precariedad de los recursos humanos (cua-
tro agentes por millón de habitantes)? Por tanto, con la 
finalidad de ampliar el debate, se plantean las provocacio-
nes siguientes:

1.	 ¿Digitalizar la justicia en México es digitalizar la 
impunidad? 
Si el 93.2 % de los delitos no se denuncian en el 
mundo físico, ¿qué garantías existen de que las 
plataformas de denuncia anónima (089) no se 
conviertan en cementerios de datos sin procesa-
miento de inteligencia?

2.	 ¿Es el sacrificio de la privacidad digital un mal 
menor aceptable para una seguridad que el 61.7 % 
de los ciudadanos aún percibe como inexistente? 
Aplicando la apicultura criminológica, ¿quién 
indemniza al ciudadano cuando el Estado penetra 
en su fundo digital para perseguir el enjambre 
criminal y falla en la captura?
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3.	 ¿Puede un modelo de ciberdefensa basado en ia 
(Next-Gen SecOps) ser efectivo en un Estado don-
de la corrupción es vista no como un fallo, sino 
como una forma de equilibrio estable entre gru-
pos criminales y poder político?

V. Conclusiones
El análisis de la arquitectura de la prevención de la violen-
cia en México revela una asimetría crítica entre la sofisti-
cación de su andamiaje normativo y la precariedad de su 
ejecución táctica. Si bien instrumentos como la lgpsvd y el 
pnpsvd 2022-2024 se alinean teóricamente con el modelo 
ecológico que reconoce la multicausalidad del fenómeno 
delictivo, la praxis gubernamental enfrenta lo que la litera-
tura académica define como mimetización discursiva.

Dicho escenario sostiene que el léxico de la seguridad 
ciudadana y el enfoque de derechos humanos son absorbi-
dos por estructuras que mantienen la lógica punitiva de la 
seguridad pública tradicional, priorizan el despliegue del 
músculo militar sobre la inteligencia social. Esta disonan-
cia se traduce en una oferta gubernamental fragmentada 
en lógicas sectoriales que limitan la eficiencia en la aten-
ción de problemas sociales complejos. Como resultado, la 
persistencia de un paradigma centrado en la coerción y el 
uso de la fuerza ha obstaculizado la integración de enfo-
ques holísticos, más preventivos, relegando la construc-
ción de confianza y participación ciudadanas a un segundo 
plano.

Esta limitación estructural no sólo afecta la capacidad 
institucional para abordar la raíz de los problemas sociales, 
sino que también condiciona la adopción de innovaciones 
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tecnológicas, como la digitalización de la justicia y la segu-
ridad, las cuales requieren de una base sólida de legitimi-
dad y de colaboración intersectorial para ser efectivas, así 
como para trascender la mera reproducción de esquemas 
punitivos.

En este sentido, la hipótesis planteada se ve confirma-
da: la efectividad de un modelo integral de paz se encuen-
tra restringida mientras subsistan esquemas institucio-
nales fragmentados, una débil coordinación intersectorial 
y una orientación predominante hacia la coerción. Estas 
condiciones obstaculizan la atención de las causas estruc-
turales de la violencia, a su vez que inciden directamente 
en la persistencia de la cifra oculta del delito, al erosionar 
la confianza ciudadana en las instituciones.

 Por lo anterior, se comprende, por un lado, la descon-
fianza ciudadana, la fragmentación institucional y la pre-
ferencia por la militarización, lo cual limita el impacto de 
estrategias como el Plan Nacional de Ciberseguridad, pre-
sentado en diciembre de 2025 (aunque hay antecedentes 
como la Estrategia Nacional de Ciberseguridad, del año 2017). 
En segundo término, la baja denuncia en el ámbito físico 
anticipa que la simple digitalización podría traducirse en 
mayor impunidad si no se transforma la cultura institucio-
nal y su inercia organizacional.

Además, cabe destacar que el debate sobre la privaci-
dad digital adquiere mayor relevancia, ya que sacrificar de-
rechos fundamentales, sin mecanismos claros de rendición 
de cuentas, resulta inaceptable. Sobre la misma línea, la efi-
cacia de la ciberdefensa basada en inteligencia artificial (ia) 
depende tanto de la tecnología como de la erradicación de 
la corrupción. En última instancia, la transformación di-
gital sólo será efectiva si se acompaña de reformas éticas, 
profesionalización y participación ciudadana.
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Resumen
En los últimos años, la inteligencia artificial se ha incorporado 
en distintos ámbitos sociales, lo cual ha ocasionado que surjan 
nuevas interrogantes en el ámbito de la teoría del delito. En par-
ticular, por el uso de algoritmos capaces de tomar decisiones 
autónomas, que nos plantean desafíos relevantes en materia 
de atribución de responsabilidad penal cuando esas decisiones 
producen consecuencias jurídicas o daños a terceros.

Este trabajo analiza los vacíos normativos en contextos de 
decisión y examina si la teoría del delito ofrece herramientas su-
ficientes para determinar la responsabilidad penal derivada de 
sistemas automatizados, con el fin de establecer un modelo 
de imputación coherente y eficaz. 

Palabras clave 
Inteligencia artificial, teoría del delito, responsabilidad penal, al-
goritmos, imputación objetiva, acción.
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Abstract
In recent years, artificial intelligence has been incorporated into 
various social spheres, giving rise to new questions within the 
field of Criminal Theory. In particular, the use of algorithms ca-
pable of making autonomous decisions poses significant chal-
lenges regarding the attribution of criminal liability when such 
decisions produce legal consequences or harm to third parties.
This paper analyzes the existing normative gaps in decision-
making contexts and examines whether Criminal Theory pro-
vides sufficient tools to determine criminal liability arising from 
automated systems, with the aim of establishing a coherent and 
effective models of imputation.

Keywords
Artificial intelligence, criminal law, criminal liability, algorithms, 
automated decision-making.

Sumario
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mativa de la ia en México. III. La inteligencia artificial frente al 
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decisiones automatizadas. V. Conclusiones. VI. Referencias.

I. Enfoque y estado de la cuestión 

E n los últimos años, el uso de la inteligencia artifi-
cial ha comenzado a ser muy relevante en distintos 
ámbitos de la vida: social, económica y tecnológica-

mente. La ia se encarga de analizar grandes volúmenes de 
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información, para así poder reconocer patrones y generar 
respuestas, todo esto de forma automatizada. Estas herra-
mientas no sólo han impactado en los ámbitos previamente 
mencionados, sino que también han comenzado a impactar 
en el ámbito jurídico, empleándose para el análisis de infor-
mación legal o como apoyo para la toma de decisiones.

En los últimos años, el uso de herramientas basadas 
en inteligencia artificial se ha expandido en distintos ám-
bitos institucionales, y claro, el ámbito jurídico no se que-
da atrás, pues ciertas tecnologías se utilizan para analizar 
información legal o como apoyo en la toma de decisiones.

Un ejemplo conocido del uso de sistemas algorítmi-
cos en el ámbito judicial es el sistema COMPAS, utiliza-
do en algunos estados de Estados Unidos, principalmen-
te para estimar el riesgo de reincidencia de una persona 
acusada o condenada. Este sistema genera una puntua-
ción del 1 al 10, basada en distintos factores como son los 
antecedentes penales y las condiciones sociales, y analiza 
respuestas a cuestionarios, todo esto con el objetivo de 
ayudar a jueces y autoridades a la hora de la toma de deci-
siones (Angwin, Larson, Mattu y Kirchner, 2016).

De manera similar, en algunos contextos policiales 
se han utilizado herramientas de análisis predictivo que 
emplean datos históricos de criminalidad para identificar 
zonas donde es más probable que ocurran determinados 
delitos (Perry, McInnis, Price, Smith y Hollywood, 2013).

Estas herramientas existen desde hace años, sin em-
bargo, actualmente han alcanzado mayor auge. El cre-
cimiento de la ia ha generado expectativas respecto a su 
potencial y, de igual manera, preocupaciones sobre qué 
pasará cuando las decisiones o recomendaciones genera-
das por estos sistemas automatizados puedan influir en 
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situaciones que afectan directamente los derechos de las 
personas, o a quién se le adjudicará la responsabilidad de 
sus actos, en el caso de que se conviertan en sistemas autó-
nomos en su totalidad, ¿se podría culpar al creador, incluso 
si la inteligencia artificial llega a pensar por sí sola en algún 
momento?

Desde la perspectiva del derecho penal, estos cambios 
tecnológicos plantean desafíos significativos. Tradicional-
mente, el derecho penal se ha construido sobre la idea de 
que las conductas reprochables son realizadas por indivi-
duos capaces de actuar con voluntad y conciencia. Concep-
tos fundamentales como acción, dolo, culpabilidad, impu-
tabilidad, etcétera, parten del supuesto de que existe una 
persona que realiza una conducta y que puede ser conside-
rada responsable de sus actos.

En este contexto, la incorporación de sistemas de 
inteligencia artificial en procesos de toma de decisiones 
genera nuevas preguntas jurídicas, ya que cuando una de-
cisión automatizada por la inteligencia artificial produce 
consecuencias perjudiciales, resulta necesario preguntarse 
a quién corresponde atribuir la responsabilidad por estos 
resultados: a quienes desarrollaron el sistema, a las entida-
des que lo implementaron o a quienes decidieron utilizarlo.

Dado todo esto, el uso de sistemas de inteligencia arti-
ficial en procesos de decisión plantea nuevos desafíos para 
el derecho penal, especialmente en lo que respecta a la atri-
bución de responsabilidad cuando estas decisiones gene-
ran consecuencias perjudiciales.

El uso e incorporación de estas herramientas han 
generado grandes expectativas respecto a su capacidad 
para mejorar la eficiencia de algunos procesos institucio-
nales; sin embargo, su uso también nos plantea distintas 
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interrogantes desde la perspectiva del derecho penal. En 
particular, surge la cuestión de cómo debe atribuirse res-
ponsabilidad cuando una decisión generada o influida por 
un sistema automatizado produce consecuencias jurídicas 
negativas o afecta los derechos de terceros.

Debemos tomar en cuenta que, a diferencia de los su-
jetos tradicionales del derecho penal, los sistemas de inteli-
gencia artificial no poseen voluntad, conciencia ni persona-
lidad jurídica. Esto dificulta la visión y el encuadre dentro 
de las categorías clásicas mediante las cuales el derecho 
penal determina la responsabilidad de una conducta. En 
consecuencia, cuando una decisión automatizada provoca 
un daño o genera efectos relevantes, resulta necesario pre-
guntarse quién debería responder por estas consecuencias.

En este contexto, el presente trabajo tiene como ob-
jetivo analizar los desafíos que plantea la atribución de 
responsabilidad penal frente al uso de sistemas de inteli-
gencia artificial en procesos de toma de decisiones. Para 
ello, se examinará cómo el avance de la ia introduce nue-
vos cuestionamientos para el derecho penal y se analizarán 
posibles criterios que permitan fincar responsabilidad si 
llegara a haber consecuencias perjudiciales por su uso. La 
ia hace que el mundo avance bastante rápido y el derecho 
penal no debe ser una excepción.

Puede hablarse de responsabilidad penal derivada del 
uso de un sistema de inteligencia artificial en los siguientes 
casos:

a.	 Una persona se sirvió de la ia, mediante una pro-
gramación específica, para el hackeo de un siste-
ma, o situaciones similares.

b.	 El creador del sistema o el usuario presentaron 
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inobservancia de los deberes de cuidado, tras lo 
cual se valorará la responsabilidad.

c.	 Los sistemas de ia más avanzados se consideran 
sujetos susceptibles de reproche penal, debido 
a que se ha abierto la posibilidad de que puedan 
adoptar decisiones al margen de la voluntad hu-
mana de su creador o usuario.

Pues bien, estos casos, así como sus posibles solucio-
nes, se analizarán detenidamente a lo largo del presente 
artículo.

II. Concepto y definición normativa de la ia en México
El Grupo de Expertos de Alto Nivel en Inteligencia Arti-
ficial de la Unión Europea (hleg ai) define la inteligencia 
artificial como aquellos sistemas de software (y posible-
mente también de hardware) diseñados por humanos que, 
dado un objetivo complejo, actúan en la dimensión física o 
digital mediante la percepción de su entorno y la adquisi-
ción de datos, interpretándolos de manera estructurada o 
no estructurada, razonando el conocimiento y procesando 
la información derivada de ellos, a fin de decidir las mejores 
acciones a realizar para alcanzar el objetivo dado (Comisión 
Europea, 2019).

Definición normativa en México
Por su parte, en la legislación mexicana ya se han estableci-
do definiciones precisas que describen a la ia como un siste-
ma informático o modelo algorítmico, caracterizado por su 
capacidad de procesar datos y generar contenidos (textos, 
imágenes, audios o videos) de manera autónoma o asistida, 
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mediante la imitación o sustitución de las funciones cogni-
tivas e identidades humanas con apariencia de veracidad. 
Así, el Código Penal del estado de Durango establece: 

Para efectos de esta disposición, se entenderá por inteli-

gencia artificial (ia) cualquier sistema informático o modelo 

algorítmico, entrenado o programado, capaz de procesar 

datos y generar textos, imágenes, sonidos, videos o repre-

sentaciones visuales, de manera autónoma o asistida, que 

imiten, reproduzcan o sustituyan conductas, rasgos o iden-

tidades humanas con apariencia de veracidad. (cpd, 2025: 

artículo 182 Quater)

Por su parte, el Código Penal para el estado de San Luis 
Potosí establece: 

Para los efectos de este artículo, se entenderá por inteli-

gencia artificial cualquier sistema, modelo computacional 

o algoritmo, incluidas las redes neuronales y las técnicas de 

aprendizaje automático o equivalentes, capaces de ejecu-

tar, de manera autónoma o asistida, tareas que impliquen 

procesos de razonamiento, aprendizaje, percepción, inter-

pretación o generación de información, imitando o sustitu-

yendo funciones cognitivas humanas, y que permita produ-

cir, modificar, alterar o difundir contenidos digitales, tales 

como textos, imágenes, sonidos o videos, con apariencia 

verosímil o similar a la realidad. (cpslp, 2025: artículo 187 

Ter, cuarto párrafo)

Mientras que el Código Penal para el estado de Zacate-
cas establece la siguiente definición:
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Para efectos de este artículo, se entenderá por inteligen-

cia artificial, a los sistemas, modelos o algoritmos capaces 

de generar, procesar información visual, textos, imágenes, 

audios, o vídeos de manera automatizada o semiautomati-

zada, funciones de aprendizaje, análisis, predicción, clasi-

ficación, generación de contenidos, orientación y toma de 

decisiones, cuya operación pueda producir efectos jurí-

dicos que dañen derechos de alguna persona. (cpz, 2026: 

artículo 58 Quáter)

Se puede advertir que estas definiciones son un es-
fuerzo del legislador para respetar el principio de taxativi-
dad que debe imperar en la creación de tipos penales; prin-
cipio valioso de un estado de derecho para hacer posible la 
igualdad y la seguridad jurídica del gobernado. 

El esfuerzo legislativo por establecer una definición 
de inteligencia artificial entra en el primer caso señalado 
al principio de este estudio, cuando se ejecutan delitos por 
una persona que se sirve de la ia para alcanzar un resultado 
típico; así están estructurados los tipos penales de algunos 
estados de la República, como se verá posteriormente.

III. La inteligencia artificial frente al concepto de acción
El concepto de acción es la categoría fundamental y el pre-
supuesto básico de la teoría del delito, es evidente que la 
aparición de la inteligencia artificial pone en tela de juicio 
si aún la Teoría de la Acción Penal nos brinda el rendimien-
to necesario para sustentar un modelo de imputación que 
sea congruente con la sistemática penal y que sea capaz de 
soportar un modelo de imputación penal que resulte eficaz 
para el control social en las acciones delictivas.  
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La acción se ha definido como la conducta humana 
dominada o dominable por la voluntad. Para fines de este 
artículo, hay que tener presente que en el desarrollo del 
concepto de acción en la dogmática jurídico penal, ésta 
siempre ha estado provista del elemento “voluntad”, como 
se advierte al echar un vistazo a las corrientes dogmáticas 
que la han desarrollado.

El Causalismo de Franz von Liszt y Ernst von Beling 
define a la acción como un movimiento corporal voluntario 
que causa una modificación en el mundo exterior, sin im-
portar el contenido de esa voluntad (el dolo o la culpa). 

Para el Finalismo de Hans Welzel, la acción se concibe 
como el ejercicio de la actividad final. El ser humano, gra-
cias a su saber causal, puede prever las consecuencias de 
su actividad y dirigirla hacia una meta. Welzel sostiene que: 

[…] la finalidad se basa en la capacidad de la voluntad de 

prever, dentro de ciertos límites, las consecuencias del en-

granaje de la intervención causal, y merced a ello dirigirla de 

acuerdo con un plan a la consecución del fin, es la voluntad 

consciente del fin, que rige el acontecer causal, la colum-

na vertebral de la acción final. Ella es el factor de dirección 

que sobredetermina el acontecer causal exterior y en virtud 

de esto lo convierte en una acción dirigida finalmente. Sin 

ella, la acción quedaría destruida en su estructura material 

y rebajada a un proceso causal ciego. La voluntad final per-

tenece, por ello, a la acción como factor integrante, ya que, 

y en la medida en que, configura objetivamente el acontecer 

exterior. (2015, p. 66)

Para el Funcionalismo de Claus Roxin, la acción repre-
senta una manifestación de la personalidad, es decir, “todo lo 
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que puede atribuirse a un ser humano como centro psíqui-
co-espiritual”. De ahí que no pueda hablarse de acción cuando 
el individuo no participa en el acontecer causal como persona, 
sino únicamente como un cuerpo (2016, p. 79).

Desde el punto de vista de la conducta, la dogmática 
penal sostiene el principio de acto humano, lo que, en senti-
do estricto, excluye a las máquinas del concepto de acción. 
La ia no posee voluntad ni capacidad de autodetermina-
ción; por lo tanto, sus procesos se consideran herramien-
tas o medios comisivos y no acciones autónomas del siste-
ma. La responsabilidad penal permanece anclada en el ser 
humano que programa, entrena o utiliza el algoritmo para 
vulnerar un bien jurídico.

Para el Normativismo de Günther Jakobs, la acción es 
el no reconocimiento de la vigencia de la norma; es una ex-
presión de sentido que infringe una expectativa jurídica, 
tal y como se aprecia en el siguiente fragmento:

Un concepto jurídico-penal de acción debe combinar socie-

dad y Derecho Penal, So pena de degenerar hasta quedar 

convertido en un concepto de mera utilidad didáctica que 

describa un escalón inicial del delito, debe contener una 

teoría lo más completa posible del comportamiento jurídi-

co-penalmente relevante. (1997, p. 102)

Por ende, como se observa desde la perspectiva de la ac-
ción, la dogmática penal sostiene el principio de acto huma-
no, que se generó en la manifestación de la voluntad y se lo-
gra gracias a que el ser humano tiene autonomía de toma de 
decisiones, las cuales son relevantes para el derecho penal.

Cabe preguntarnos lo siguiente: ¿un sistema de inte-
ligencia artificial posee autonomía plena? A esta interro-
gante podemos responder que, hasta este momento, aún 
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no está en posibilidad de tomar decisiones autónomas, en-
tendiendo por tales aquellas en las que el sistema tenga la 
posibilidad de valorar qué conducta o comportamiento es 
el más adecuado para alcanzar un fin. En palabras de Wel-
zel, que tenga un conocimiento causal, y “gracias a su saber 
causal, puede prever, dentro de ciertos límites, las conse-
cuencias posibles de su actividad, ponerse, por tanto, fines 
diversos y dirigir su actividad, conforme a su plan, a la con-
secución de estos fines” (2015, p. 65). 

Por lo tanto, considero que, a un sistema de inteligen-
cia artificial, hasta este momento, no se le podría imputar 
que haya realizado una acción y aún menos una dolosa, 
pues el ser humano en el mundo fáctico no puede, hoy por 
hoy, desentenderse de las acciones del sistema de inteli-
gencia artificial. En consecuencia, está excluido del con-
cepto de “acción” en sentido estricto. Pues reiteramos que 
la inteligencia artificial no posee voluntad ni capacidad de 
autodeterminación. 

Hasta este momento, la legislación considera a los sis-
temas de inteligencia artificial como herramientas o ins-
trumentos para que un sujeto activo del delito realice la co-
misión del delito (contemplado en la ley penal); por lo tanto, 
los sistemas de inteligencia artificial no realizan acciones 
autónomas, ya que éstos no hacen más que obedecer/inte-
ractuar sobre los parámetros asignados por su creador y 
obedecer las instrucciones asignadas. 

Existirá responsabilidad penal para el ser humano o 
persona jurídica que programa o utiliza el algoritmo para 
vulnerar un bien jurídico.
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IV. Vacíos de responsabilidad penal frente a decisiones 
automatizadas  
Ante la interrogante de quién debe responder penalmente 
por decisiones automatizadas que lesionan bienes 
jurídicos, recordemos que al principio de este estudio 
se estableció que la responsabilidad penal derivada del 
uso de un sistema de inteligencia artificial se puede 
presentar en los siguientes tres escenarios posibles: 

a.	 cuando un sujeto comete un hecho típico sirvién-
dose de la ia,

b.	 cuando hay inobservancia de los deberes de cui-
dado de parte del creador del sistema de ia o el 
usuario;

c.	 los sistemas de ia como sujetos susceptibles de 
reproche penal.

Cuando un sujeto comete un hecho 
típico sirviéndose de la ia
Respecto a este escenario, ya fue señalado los estados de la 
República que han incorporado tipos penales en los que ya 
se prevé la inteligencia artificial son pocos: San Luis Potosí, 
Zacatecas, Durango y Colima. En estos ordenamientos ju-
rídicos de carácter penal se ha incorporado la inteligencia 
artificial de las siguientes formas:

La inteligencia artificial como instrumento 
para cometer el delito
Algunos códigos penales tipifican delitos como “violencia a 
la intimidad sexual” el uso de inteligencia artificial para ge-
nerar, manipular o alterar material erótico de personas rea-
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les sin su consentimiento, así por ejemplo tenemos el Códi-
go Penal del estado de Durango que establece como medio 
comisivo el uso de la inteligencia artificial, al establecer:

Comete el delito de violencia a la intimidad sexual mediante 

Inteligencia Artificial, quien genere, manipule, altere o si-

mule material pudiendo ser estas imágenes videos o audios 

o cualquier otro, con contenido sexual mediante inteligen-

cia artificial o herramientas digitales, que represente a una 

persona real sin su consentimiento, con la finalidad de dis-

tribuir, exhibir, comercializar o amenazar con difundir dicho 

contenido, se sancionará con pena de cinco a nueve años 

de prisión y multa de trescientas sesenta a seiscientos cua-

renta y ocho Unidades de Medida de Actualización. 

Esta pena aumentará una tercera parte si la víctima 

es menor de dieciocho años de edad o de personas que no 

tienen capacidad para comprender el significado del hecho 

o de personas que no tienen capacidad para resistirlo. 

La pena se incrementará en una mitad cuando las 

imágenes, videos o audios hayan sido obtenidos sin auto-

rización del titular desde redes sociales, dispositivos mó-

viles, correos electrónicos u otras plataformas digitales, y 

posteriormente se modifiquen o transformen mediante in-

teligencia artificial para generar contenido sexual. 

Para efectos de esta disposición, se entenderá por 

inteligencia artificial (ia) cualquier sistema informático o 

modelo algorítmico, entrenado o programado, capaz de 

procesar datos y generar textos, imágenes, sonidos, videos 

o representaciones visuales, de manera autónoma o asisti-

da, que imiten, reproduzcan o sustituyan conductas, rasgos 

o identidades humanas con apariencia de veracidad. (cpd, 

2025: artículo 182, Quater)
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Así, también tenemos el Código Penal del estado de 
Zacatecas que establece: 

Comete el delito de violación a la intimidad sexual, quien 

por cualquier medio incluyendo el uso de la inteligencia ar-

tificial u otras tecnologías emergentes, produzca, genere, 

altere, reproduzca, divulgue, comparta, distribuya, compi-

le, comercialice, solicite, publique o amenace con publicar, 

imágenes, audios o videos de una persona parcial o total-

mente desnuda; de contenido erótico o sexual, ya sea im-

preso, grabado o digital, sin el consentimiento, aprobación 

o autorización de la víctima. (cpz, 2026: artículo 232, Ter)

Por su parte el Código Penal para el estado de San Luis 
Potosí tipifica el delito de uso indebido de inteligencia arti-
ficial para provocar alarma social, al establecer:

Manipulación institucional mediante inteligencia artificial. 

Comete el delito quien, a sabiendas de su falsedad y con la 

finalidad directa de alterar la confianza pública en las ins-

tituciones o poner en riesgo verificable la seguridad del 

Estado, genere, modifique o difunda, mediante sistemas 

de inteligencia artificial, contenidos digitales que simulen de 

manera verosímil declaraciones, comunicados o actuaciones 

de autoridades, instituciones públicas o cuerpos de seguri-

dad. (cpslp, 2025: artículo 272 TER (sic))

Así, este ordenamiento establece el delito de uso no 
autorizado de imagen o voz generada mediante inteligen-
cia artificial, como se expone en el siguiente fragmento:

Comete el delito quien, sin consentimiento previo, expreso, 

específico e informado de la persona a la que corresponda 
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la imagen, la voz o la identidad digital, utilice sistemas de in-

teligencia artificial o programas automatizados para crear, 

reproducir, modificar, manipular o difundir contenidos que 

simulen la apariencia, la voz, los gestos o la identidad de una 

persona real. (cpslp, 2025: artículo 187 TER.)  

El uso de la inteligencia artificial 
como agravante de la pena
Algunos estados de la República han incorporado el uso 
de la inteligencia artificial como agravante genérica de la 
pena; así lo hace el Código Penal del estado de Zacatecas 
que contempla a la inteligencia artificial como un medio 
comisivo que agrava la apena en los delitos cuando se em-
plea en su realización el uso de la inteligencia artificial, al 
establecer lo siguiente: 

A quien haga uso de la inteligencia artificial u otras tecno-

logías emergentes, deepfakes, clonación de voz o el uso de 

imagen, destinadas a crear apariencia de veracidad para la 

comisión de alguno o algunos de los delitos contemplados 

en este Código Penal, se le aumentarán las penas previstas en 

el delito ejecutado, hasta en una quinta parte más en su míni-

mo y máximo. (cpz, 2026: artículo 58, Quáter)

Como también lo concibe el estado de Quintana Roo, 
al incluir en su Código Penal a la inteligencia artificial 
como medio comisivo que agrava la pena, al establecer lo 
siguiente: 

Quien haga uso de la inteligencia artificial como herramien-

ta o medio para la realización de hechos constitutivos de 

delitos contemplados así en este Código Penal, se le au-
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mentarán las penas previstas en el delito que fuese realiza-

do hasta en una mitad más. 

Para efectos del párrafo anterior, se entenderá por 

inteligencia artificial a la capacidad de los sistemas tec-

nológicos, informáticos, softwares o aplicaciones de una 

máquina para simular las capacidades humanas como el ra-

zonamiento, el aprendizaje, la creatividad, la capacidad de 

planear y procesar datos para la realización de tareas espe-

cíficas y autónomas. (cpqroo, 2026: artículo 20, Bis.)

De esta manera, podemos sostener que en pocos or-
denamientos penales de nuestro país se ha contemplado la 
inteligencia artificial sólo como un medio comisivo o como 
una agravante genérica. Asimismo, se advierte que esas 
descripciones típicas citadas sólo se pueden cometer a tí-
tulo de acción dolosa. 

Por otra parte, en los tipos penales que se han pun-
tualizado, previstos por los códigos penales mencionados, 
consideramos que la forma de intervención en el delito, al 
emplear en su comisión un sistema de inteligencia artifi-
cial, se puede materializar bajo la figura de la autoría me-
diata, donde el sujeto humano (el “hombre detrás”) instru-
mentaliza el software para alcanzar un resultado típico; es 
decir  el  autor ejerce, un dominio del hecho, ya sea cuando 
configura los parámetros del sistema de inteligencia arti-
ficial o da instrucciones, de acuerdo con su saber causal o 
cuando pone en marcha el curso de los hechos para que el 
algoritmo lo lleve a la consumación del delito.
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La responsabilidad del creador del 
sistema de ia o del usuario con base en la 
inobservancia de los deberes de cuidado
El problema se complica. Por tal razón, considero que en 
este apartado surge el primer vacío que existe y que dificul-
ta sostener un modelo de imputación  penal al creador de 
un sistema de inteligencia artificial, o bien, contra el usua-
rio por la inobservancia de los deberes de cuidado, cuando 
se genera el delito sin ser ésa la voluntad inicial del indivi-
duo, lo que en estos casos abre la puerta a la imputación a 
título culposo; pero en este caso como pregunta obligada: 
¿Cuál sería el fundamento de imputación penal si nuestros 
ordenamientos jurídicos, a mi juicio, aún no regulan esta 
situación fáctica? Nuevamente surge la exigencia por parte 
del control penal, respetar el principio de taxatividad para 
poder imputar responsabilidad en un hecho de tal natu 
raleza.

Ante este problema, sostenemos que la teoría de la im-
putación objetiva aún nos puede proporcionar rendimien-
to para poder lograr una imputación ante ese hecho fáctico 
y poder resolver quién debería responder penalmente por 
el acto ilícito producido por la elevación del riesgo y, de esta 
manera, atribuirle al autor el resultado típico producido 
por un sistema de inteligencia artificial.

Consideramos que la teoría de la imputación objetiva 
sería la que nos daría el andamiaje para poder sostener que 
el resultado causalmente le es atribuible al sujeto que inob-
servó los deberes de cuidado en la utilización de un sistema 
de inteligencia artificial, como pudiera ser la utilización de 
un dron que está programado para realizar determinadas 
funciones, pero antes de realizarlas se precipita y causa la 
muerte y lesiones de varias personas.
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Como se sabe, la teoría de la imputación objetiva fue 
desarrollada por Roxin al principio de 1970. Esta teoría, de 
forma esquematizada, establece que un resultado le es ob-
jetivamente imputable a una persona siempre que se de-
muestren los siguientes presupuestos:

•	 Creación de un riesgo no permitido: el sujeto que 
utiliza un sistema de inteligencia artificial debe 
haber realizado una conducta que sobrepase los 
niveles de riesgo que la sociedad considera acep-
tables o necesarios para su desarrollo, es decir, 
el sujeto al inobservar un deber jurídico penal de 
cuidado elevó el riesgo autorizado. 

Se vuelve necesario determinar cuáles son las 
normas de cuidado que se tienen que respetar 
y que deban ser exigibles a los ciudadanos en el 
uso de sistemas inteligentes para poder delimitar 
quién ha cometido el delito. Por lo que se requie-
re la regulación de protocolos de actuación, para 
que no existan estos vacíos a la hora de realizar 
un juicio de imputación penal.

Cuando, al utilizar un sistema de inteligencia 
artificial, se produzca un resultado lesivo y se de-
muestre que éste deriva de una conducta desa-
rrollada dentro del ámbito del riesgo permitido, 
conforme a la normativa administrativa existen-
te, no se podrá imputar ese resultado acaecido, en 
razón de que faltaría el desvalor de acción. El su-
jeto no respondería ni siquiera por tentativa.

•	 Concreción del riesgo en el resultado: este riesgo 
jurídicamente desaprobado al utilizar un sistema 
de inteligencia artificial, inobservancia de los de-
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beres de cuidado, ya sea por su creador o por su 
operador del sistema, debe ser precisamente el 
que se materializa en el resultado típico.

Para que un resultado sea imputable al autor, 
es preciso que además de la relación de causali-
dad exista una “relación de riesgo”, es decir, que 
como consecuencia del riesgo creado por la con-
ducta se produzca el resultado. Si no existe esa 
relación de riesgo, no se puede imputar el resul-
tado (De la Cuesta Aguado, 1988, p. 148).

•	 Ámbito protector de la norma: el resultado pro-
ducido por la inobservancia del deber jurídico pe-
nal de cuidado ya sea por el fabricante, creador 
o programador del sistema de inteligencia arti-
ficial, debe ser un resultado en los que la norma 
penal tenía la intención y finalidad de prevenir. 

Los sistemas de ia como sujetos susceptibles 
de reproche penal autónomo
En lo referente a la cuestión de si se puede generar un tí-
tulo de imputación, así como  un juicio de reproche penal a 
una ia, consideramos que no, debido a que actualmente los 
sistemas de inteligencia artificial no poseen autonomía e 
independencia de su creador o desarrollador, por lo tanto, 
el título de imputación, hasta este momento, será para el 
ser humano que utilice los sistemas como medio para co-
meter un ilícito o realice acciones culposas por inobservan-
cia a los deberes jurídicos penales de cuidado.
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V. Conclusiones
Con el desarrollo de los sistemas de inteligencia artificial, 
se ha llegado a aseverar que la teoría del delito ya no pro-
porciona el rendimiento suficiente para fundamentar y 
sostener la imputación a las acciones realizadas por los sis-
temas de inteligencia artificial; a este respecto, me parece 
que el quid de esta discusión se desvanece porque aún no 
se puede atribuir autonomía a los sistemas con inteligencia 
artificial.

La teoría del delito desarrollada hasta este momento 
es totalmente válida para resolver los diferentes problemas 
causales y de imputación penal, ya sea en un hecho doloso, 
cuando se emplea la inteligencia artificial como medio co-
misivo, o al tratarse de un hecho culposo, cuando en el ma-
nejo de los sistemas de inteligencia artificial ya sea como 
creador o programador del sistema o como usuario, no se 
cumplió con la observancia de los deberes de cuidado. En 
este sentido, se considera que la teoría del delito que se 
ha desarrollado hasta nuestros días puede quedar intacta 
ante la existencia de los sistemas de inteligencia artificial.  

No se debe perder de vista que los sistemas de inte-
ligencia artificial han sido elaborados y desarrollados por 
el ser humano, y la inteligencia artificial aún no goza de 
absoluta autonomía, por lo tanto, no se puede considerar 
que los sistemas de inteligencia artificial puedan realizar 
acciones independientes y que sean jurídicamente relevan-
tes para el derecho penal. 

Si consideramos el concepto jurídico penal de acción, 
los sistemas de inteligencia artificial aún no tienen volun-
tad propia, por lo que son incapaces de actuar con dolo o al-
canzar una independencia total, al menos en este momento 
histórico, lo cual resulta fundamental para delimitar el ám-
bito de la responsabilidad penal derivada de actuaciones 
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ilícitas en las que se ve implicado un sistema de inteligen-
cia artificial. Por ello, el sujeto de imputación será siempre 
el ser humano, el único ente que goza de libre albedrio y es 
capaz de determinarse conforme a la norma.

El modelo de imputación que se encuentra regulado 
hasta este momento en los códigos penales de la República 
Mexicana que consideran a la inteligencia artificial consis-
te en prever la utilización de estos sistemas como medio o 
como instrumento para cometer los tipos penales estable-
cidos y en regular el uso de la ia como agravante genérica 
de la pena cuando se utiliza en la comisión de delitos.

Puede sostenerse que el modelo de imputación penal 
que ofrece mayores herramientas para abordar los casos 
en los que tanto el creador de un sistema de inteligencia 
artificial como su usuario incumplen los deberes de cuida-
do y cometan conductas culposas, es la teoría de la imputa-
ción objetiva. Ello se debe a que esta construcción permite 
fundamentar normativamente la conexión del nexo causal 
con el resultado provocado por la acción culposa del autor 
que desarrolló o utilizó un sistema de inteligencia artificial.
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Resumen
El artículo examina si la inteligencia artificial puede ejercer la 
función de juez en materia penal, a la luz del derecho interna-
cional de los derechos humanos. Tras analizar las garantías del 
juicio justo previstas en el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, se concluye que dichas reglas no 
contienen una prohibición expresa de los jueces virtuales. Se 
estudian además diversas posturas doctrinales y sus insuficien-
cias. La tesis central sostiene que el límite decisivo se encuen-
tra en el artículo 7 del Pacto, cuya prohibición absoluta de tratos 
inhumanos impide que la decisión penal sea adoptada por una 
entidad no humana.
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Abstract
This article examines whether artificial intelligence may exercise 
judicial functions in criminal matters under international human 
rights law. After analyzing the fair trial guarantees enshrined in ar-
ticle 14 of the International Covenant on Civil and Political Rights, it 
argues that these provisions do not expressly prohibit virtual jud- 
ges. It then reviews different doctrinal positions and highlights 
their shortcomings. The central thesis maintains that the deci-
sive limit is found in article 7 of the Covenant, whose absolute 
prohibition of inhuman treatment prevents the criminal deci-
sions from being taken by a non-human entity.

Keywords 
Artificial intelligence, virtual judge, article 7 iccpr, punitive 
power, human rights. 

Sumario
I. Introducción. II. El artículo 14 del pidcp y las reglas del juicio jus-
to. III. Las principales posturas frente al juez virtual y sus insufi-
ciencias. IV. El artículo 7 del pidcp como límite estructural al juez 
virtual. V. Conclusiones. VI. Referencias. 

I. Introducción

L a pregunta que hasta hace pocos años habría pare-
cido propia de la literatura de ciencia ficción, hoy se 
instala con seriedad en el debate jurídico contempo-

ráneo. El acelerado desarrollo de la inteligencia artificial (ia), 
su incorporación progresiva en la administración pública 
y su uso creciente en sistemas de justicia obligan a replan-
tear categorías tradicionales del derecho penal, particular-
mente aquellas vinculadas con la función jurisdiccional.
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La película Sin Piedad (título original Mercy), estre-
nada en enero de 2026, ofrece un escenario provocador: 
la justicia es impartida por una jueza virtual denominada 
“Mercy”, que analiza en tiempo real grabaciones, conver-
saciones y pruebas digitales, y otorga al acusado noventa 
minutos para estructurar su defensa antes de dictar sen-
tencia. El protagonista, interpretado por Chris Pratt, en-
carna a un expolicía que participó en el diseño del sistema 
y, al final, es juzgado por la tecnología que ayudó a crear. 
Aunque presentada como ficción futurista, la premisa no 
resulta del todo lejana en nuestra realidad inmediata. La 
posibilidad de que sistemas algorítmicos no sólo auxilien 
sino eventualmente sustituyan al juez humano en la valo-
ración probatoria y en la imposición de sanciones es una 
hipótesis que comienza a discutirse con seriedad.

En efecto, los sistemas de inteligencia artificial ya han 
sido incorporados como herramientas de apoyo en distintos 
modelos de justicia penal. El caso paradigmático es el siste-
ma COMPAS (Correctional Offender Management Profiling 
for Alternative Sanctions), utilizado en algunos tribunales de 
Estados Unidos para estimar el riesgo de reincidencia de per-
sonas acusadas o condenadas. Aunque fue presentado como 
un instrumento técnico y objetivo, ha sido severamente 
cuestionado por reproducir sesgos raciales y socioeconó-
micos (Engel, Linhardt y Schubert, 2025). Experiencias simi-
lares se han desarrollado en China con el programa Smart 
Courts (Papagianneas, 2024), así como en Estonia mediante 
un proyecto piloto conocido como Virtual Judge (Limante y 
Sukyte, 2025), orientado a resolver controversias de menor 
cuantía mediante algoritmos. En todos estos casos, la discu-
sión pública ha girado en torno a la opacidad de los modelos, 
la trazabilidad de las decisiones y la posible reproducción de 
discriminaciones estructurales.
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No obstante, la tecnología aplicada al ámbito penal no 
se agota en ejemplos problemáticos. Existen experiencias 
donde la inteligencia artificial ha sido utilizada con fines 
preventivos o investigativos, sin sustituir la decisión hu-
mana. El caso “Sweetie” —un avatar digital diseñado para 
identificar depredadores sexuales en línea— demostró la 
capacidad de herramientas tecnológicas para generar evi-
dencia útil y proteger bienes jurídicos especialmente vul-
nerables (Stănilă, 2020) (Van Der Hof, Georgieva, Schermer 
y Koops, 2019). Asimismo, en 2024 la Oficina de las Nacio-
nes Unidas contra la Droga y el Delito, en colaboración con 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones y el Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía mexicano, impulsó 
un proyecto piloto para analizar llamadas de emergencia y 
detectar patrones de violencia contra mujeres, mediante el 
uso de inteligencia artificial para fortalecer la prevención y 
la respuesta institucional. En estos supuestos, la tecnolo-
gía actúa como instrumento auxiliar, no como titular de la 
potestad jurisdiccional.

Sin embargo, el verdadero problema jurídico no radi-
ca en la utilización de herramientas tecnológicas de apo-
yo, sino en la posibilidad de que un “juez virtual” —esto 
es, un sistema autónomo sin intervención humana deci-
siva— asuma la función de juzgar y sancionar en materia 
penal. Aquí ya no se trata de eficiencia administrativa ni 
de mejora en la gestión probatoria, sino de la titularidad 
misma del poder punitivo del Estado.

La respuesta no es sencilla. Una primera aproximación 
podría sostener como obstáculo las garantías del juicio justo, 
particularmente lo previsto en el artículo 14 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, que consagra el de-
recho a ser oído por un tribunal competente, independiente 
e imparcial. Sin embargo, ese precepto, por sí solo, no ofrece 
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una prohibición expresa ni inequívoca frente a la figura del 
juez virtual. A mi juicio, la clave se encuentra en otra dispo-
sición del mismo instrumento: el artículo 7. Éste prohíbe la 
tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes.

En las siguientes páginas desarrollaré esta tesis de 
manera sistemática. En primer lugar, examinaré el conte-
nido del artículo 14 y los principios del derecho a un juicio 
justo, para determinar si a partir de ellos puede derivarse 
una prohibición implícita de los jueces virtuales. En segun-
do término, analizaré las principales posturas doctrinales 
que han intentado responder a esta cuestión y expondré 
sus fortalezas y debilidades. Finalmente, sostendré que el 
artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos ofrece el fundamento normativo más sólido para 
rechazar la posibilidad de que una inteligencia artificial, 
desprovista de humanidad, pueda legítimamente juzgar a 
un ser humano en el ámbito penal.

Por tanto, la pregunta inicial no es meramente tecno-
lógica. Es, en esencia, una cuestión de límites al poder pu-
nitivo en una era algorítmica. Y su respuesta exige volver a 
los fundamentos del derecho internacional de los derechos 
humanos.

II. El artículo 14 del pidcp y las reglas del juicio justo
El artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos constituye la piedra angular del debido proce-
so en el sistema universal de protección de los derechos 
humanos. En él se condensan las garantías mínimas que 
estructuran la noción contemporánea de juicio justo, apli-
cable tanto a la determinación de derechos civiles como 
—con particular intensidad— a la sustanciación de acusa-
ciones penales.
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El precepto establece, en primer término, la igualdad 
de todas las personas ante los tribunales y el derecho a ser 
oídas públicamente y con las debidas garantías por un tri-
bunal competente, independiente e imparcial, establecido 
por la ley. A ello se suman garantías específicas: presunción 
de inocencia; derecho a ser informado detalladamente de 
la acusación; tiempo y medios adecuados para la defensa; 
asistencia letrada; derecho a interrogar testigos; derecho 
a intérprete; prohibición de autoincriminación; derecho a 
recurrir la sentencia; derecho a indemnización por error 
judicial y prohibición de doble enjuiciamiento.
Estas garantías pueden sistematizarse en algunos ejes fun-
damentales:

•	 Publicidad del juicio, como regla general de trans-
parencia y control democrático.

•	 Presunción de inocencia, como estándar episté-
mico y axiológico en la valoración probatoria.

•	 Derecho de defensa, en su dimensión material y 
técnica.

•	 Igualdad de armas, exige equilibrio procesal en-
tre acusación y defensa.

•	 Derecho a recurrir, como mecanismo de revisión 
y control de errores.

Ahora bien, la cuestión central para este trabajo es de-
terminar si del contenido del artículo 14 puede derivarse, de 
manera directa o implícita, una prohibición de los llamados 
“jueces virtuales”, entendidos como sistemas automatiza-
dos que, sin intervención humana decisiva, emiten decisio-
nes jurisdiccionales en materia penal.

A primera vista, podría sostenerse que la exigencia de 
un “tribunal competente, independiente e imparcial, esta-
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blecido por la ley” presupone necesariamente un órgano 
compuesto por jueces humanos. Sin embargo, una lectura 
estrictamente literal del texto no ofrece una prohibición 
expresa de la automatización decisional. El Pacto no define 
qué debe entenderse por “tribunal”, ni establece de forma 
categórica que la función jurisdiccional sólo pueda ser ejer-
cida por personas físicas.

Más aún, si se examinan una por una las garantías 
procesales enumeradas en el artículo 14, es posible adver-
tir que, en abstracto, muchas de ellas podrían ser opera-
cionalizadas mediante sistemas algorítmicos avanzados. 
Por ejemplo, la publicidad del juicio en un sistema digital 
podría garantizar transmisiones en tiempo real, acceso in-
tegral a las actuaciones y archivo público automatizado de 
resoluciones. En cuanto a la presunción de inocencia, un 
algoritmo podría ser programado para aplicar estándares 
probatorios predeterminados —como el de “más allá de 
toda duda razonable”— y exigir umbrales cuantitativos o 
probabilísticos antes de emitir una condena. Es más, el de-
recho a la defensa se garantiza con el acceso a plataformas 
digitales cuyas funciones permitan a la persona acusada 
acceder a la totalidad del expediente, presentar argumen-
tos, ofrecer pruebas y comunicarse con su defensor. Pode-
mos, incluso, referirnos al caso del interrogatorio de testigos, 
cuyos sistemas de análisis semántico y de reconocimien-
to de patrones podrían procesar declaraciones y detectar 
contradicciones con un grado de precisión incluso superior 
al humano. Finalmente, en el derecho a recurrir se podría 
establecer un sistema escalonado de revisión algorítmica, 
donde un modelo distinto verifique la consistencia lógica y 
normativa de la decisión inicial.

Desde esta perspectiva funcional, no resulta evidente 
cómo la sola estructura del artículo 14 excluya, por defini-
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ción, la participación decisoria de sistemas automatizados. 
Si el estándar se reduce al cumplimiento formal de garan-
tías —publicidad, contradicción, asistencia letrada, po-
sibilidad de recurso— podría argumentarse que un “juez 
virtual” técnicamente sofisticado estaría en condiciones de 
satisfacer tales exigencias.

Incluso, la independencia y la imparcialidad podrían 
presentarse como fortalezas del modelo algorítmico: un 
sistema adecuadamente diseñado no tendría intereses per-
sonales, no sería susceptible de corrupción económica ni 
estaría influenciado por prejuicios conscientes. Desde esta 
lógica, el algoritmo aparecería como un decisor “neutral” 
por diseño.

Por supuesto, esta visión enfrenta objeciones serias. La 
opacidad de los modelos predictivos, la dificultad de auditar 
redes neuronales complejas, la reproducción de sesgos es-
tructurales contenidos en los datos de entrenamiento y la 
asimetría técnica entre Estado y defensa plantean riesgos 
evidentes para la igualdad procesal. Sin embargo, estas crí-
ticas no se desprenden necesariamente del texto del artí-
culo 14, sino de problemas contingentes en la implementa-
ción tecnológica.

En otras palabras: el artículo 14 no contiene una cláu-
sula expresa que prohíba la sustitución del juez humano 
por un sistema automatizado. Sus garantías podrían, al me-
nos en el plano teórico, ser formalmente replicadas median-
te arquitectura tecnológica avanzada. De ahí que fundar la 
inadmisibilidad del juez virtual exclusivamente en el dere-
cho al juicio justo pueda resultar insuficiente.

La pregunta entonces persiste: si el artículo 14 no es-
tablece una prohibición categórica, ¿dónde se encuentra el 
límite normativo infranqueable? Sostendré que la respues-
ta no se halla en las garantías procesales en sentido estric-
to, sino en una dimensión más profunda del sistema inter-
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nacional de derechos humanos, contenida en el artículo 7 
del mismo Pacto. Allí no se regula el procedimiento, sino 
la dignidad frente al poder punitivo. Y es precisamente en 
esa dimensión donde el juez virtual revela su incompati-
bilidad estructural con el derecho penal democrático.

III. Las principales posturas frente al 
juez virtual y sus insuficiencias
La discusión sobre la posibilidad de jueces virtuales en 
materia penal ha generado, al menos, tres grandes líneas 
argumentativas. Cada una intenta encontrar en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos un funda-
mento normativo para aceptar o rechazar la automatiza-
ción decisional. Sin embargo, ninguna resulta plenamente 
satisfactoria.

1.	 Primera postura: la prohibición se desprende del 
artículo 14

 
Un primer, como ya se dijo en líneas atrás, la exigencia de 
un “tribunal competente, independiente e imparcial, esta-
blecido por la ley” presupone necesariamente la interven-
ción de un juez humano.

El argumento descansa en la idea de que la función 
jurisdiccional implica deliberación moral, valoración pru-
dencial de la prueba, comprensión contextual del conflicto 
y capacidad empática frente al acusado, elementos que no 
podrían ser replicados por una máquina.

No obstante, como se analizó en el apartado anterior, 
esta postura enfrenta dificultades relevantes. El artículo 14 
no contiene una prohibición expresa de la automatización. 
Sus garantías —publicidad, contradicción, defensa técni-
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ca, presunción de inocencia, derecho a recurrir— podrían, 
al menos en el plano formal, ser reproducidas mediante 
sistemas tecnológicos avanzados.

Además, si el estándar se formula en términos pura-
mente funcionales (esto es, si lo relevante es que las garan-
tías se cumplan, sin importar quién o qué las ejecute), el 
argumento pierde fuerza normativa. La crítica a los jueces 
virtuales, en este enfoque, termina apoyándose más en in-
tuiciones filosóficas que en una prohibición textual clara.

En consecuencia, aunque el artículo 14 ofrece elemen-
tos importantes para cuestionar la automatización plena, 
no parece proporcionar, por sí solo, un fundamento cate-
górico e incontrovertible.

2.	 Segunda postura: prohibición limitada a supuestos 
de privación de libertad (artículo 10)

Un segundo grupo adopta una tesis intermedia. Parte del 
artículo 10 del Pacto, que dispone que “toda persona priva-
da de libertad será tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano”. Desde esta 
óptica, la incompatibilidad del juez virtual surgiría única-
mente cuando la decisión implique la imposición de una 
pena privativa de libertad.

El razonamiento sería el siguiente: si la consecuencia 
del proceso penal es el encarcelamiento, el estándar de tra-
to humano exige una intervención decisoria plenamente 
humana, pero en casos de sanciones menores —multas, 
inhabilitaciones, penas alternativas— podría admitirse la 
intervención exclusiva de un sistema automatizado.

Esta postura, sin embargo, resulta problemática por 
varias razones.
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Primero, confunde el momento de ejecución de la pena 
con el acto de juzgar. El artículo 10 regula el trato de las 
personas privadas de libertad, no el diseño estructural del 
órgano jurisdiccional que decide la culpabilidad. Reducir la 
discusión al tipo de sanción impuesta implica desatender 
que el juicio penal, incluso cuando culmina en penas no pri-
vativas de libertad, comporta una declaración pública de 
culpabilidad con profundas consecuencias morales, socia-
les y jurídicas.

Segundo, introduce una fragmentación difícilmente 
justificable: ¿por qué la dignidad exigiría juez humano sólo 
cuando hay cárcel, pero no cuando existe estigmatización 
penal, antecedentes o afectación severa de derechos? El 
derecho penal no se agota en la prisión; la declaración de 
culpabilidad en sí misma constituye un ejercicio máximo 
del poder punitivo.

Tercero, el argumento no explica por qué la dignidad 
operaría como límite únicamente en el artículo 10 y no en 
otras disposiciones del mismo instrumento. Si la dignidad 
es transversal al Pacto, su protección no puede circunscri-
birse a la fase de ejecución de la pena.

En suma, esta postura ofrece un criterio restrictivo in-
suficiente y conceptualmente inestable.

3.	 Tercera postura: el preámbulo como límite antro-
pocéntrico

Un tercer grupo de posiciones encuentra la respuesta en 
el propio preámbulo del Pacto, cuyo primer considerando 
afirma que la libertad, la justicia y la paz tienen por base “el 
reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miem-
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e ina-
lienables”.
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Desde esta lectura, el Pacto sería un instrumento con-
cebido por humanos para proteger a humanos y aplicado 
necesariamente por humanos. La función jurisdiccional, en 
tanto expresión de la justicia, formaría parte de esa arqui-
tectura antropocéntrica. Un juez virtual, por definición no 
humano, resultaría incompatible con la lógica fundacional 
del tratado.

Aunque esta interpretación posee fuerza simbólica y 
filosófica, presenta también debilidades jurídicas.

En primer lugar, el preámbulo cumple una función 
interpretativa, pero no establece obligaciones autónomas. 
Sirve para orientar la lectura de las disposiciones norma-
tivas, no para crear prohibiciones específicas allí donde el 
texto articulado no las formula con claridad.

En segundo término, afirmar que el Pacto protege a  
humanos no equivale necesariamente a sostener que só- 
lo humanos puedan aplicar sus normas. Los Estados —per-
sonas jurídicas— son los principales obligados por el trata-
do, y ello no significa que sean “humanos”. El argumento 
antropológico, llevado al extremo, podría conducir a con-
clusiones excesivas o poco operativas.

Finalmente, el hecho de que el instrumento se funde 
en la dignidad humana no resuelve, por sí solo, la cues-
tión concreta de si la decisión jurisdiccional automatizada 
constituye o no una afectación incompatible con esa digni-
dad. Se requiere un anclaje normativo más preciso.

En conclusión, las tres posturas examinadas —la pro-
hibición derivada del juicio justo, la limitación vinculada a 
la privación de libertad y la interpretación antropocéntri-
ca del preámbulo— ofrecen aproximaciones valiosas pero 
insuficientes. O bien carecen de una prohibición textual 
clara, o bien fragmentan indebidamente la protección, o 
descansan en fundamentos excesivamente abstractos.
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De ahí la necesidad de desplazar el eje del análisis ha-
cia una disposición que no regule únicamente el procedi-
miento ni se limite a una fase específica del proceso penal, 
sino que establezca un límite sustantivo absoluto frente al 
ejercicio del poder punitivo. En el apartado siguiente sos-
tendré que ese punto de apoyo se encuentra en el artículo 
7 del Pacto.

IV. El artículo 7 del pidcp como límite 
estructural al juez virtual
El vínculo entre el artículo 7 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y la función jurisdiccional no 
resulta, a primera vista, evidente. Tradicionalmente, esta 
disposición —que prohíbe la tortura y los tratos crueles, 
inhumanos o degradantes— se ha asociado con la actua-
ción de policías, fuerzas armadas o autoridades penitencia-
rias. Sin embargo, la interpretación autorizada del sistema 
universal coloca al juez no como un actor ajeno a esta nor-
ma: es, por el contrario, su garante decisivo.

1.	 El juez como garante del artículo 7

La interpretación más relevante proviene del Comité de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas. En su Observa-
ción General núm. 20 (Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, 2016), el Comité sostuvo que la prohibición del 
artículo 7 exige a los tribunales no admitir pruebas obte-
nidas mediante tortura o malos tratos. Esto implica una 
obligación positiva para el órgano jurisdiccional: verificar, 
de oficio si es necesario, el desarrollo de un proceso no con-
taminado por violaciones a la integridad personal.
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La responsabilidad judicial quedó aún más clara en el 
dictamen del Comité en el caso Singarasa v. Sri Lanka (Co-
mité de Derechos Humanos, 2017). En esa comunicación, el 
Comité examinó una legislación que trasladaba al acusa-
do la carga de probar que su confesión había sido obtenida 
bajo coacción. El órgano internacional concluyó que, cuan-
do existen alegaciones de tortura, el juez tiene el deber de 
investigar activamente la voluntariedad de la confesión. La 
omisión judicial en este punto constituyó una violación del 
artículo 14 en relación con el artículo 7.

El mensaje es inequívoco: el juez no es un espectador 
neutral frente a posibles actos de tortura. Es el garante ins-
titucional de que el poder punitivo no se ejerza sobre la base 
de tratos inhumanos. La función jurisdiccional es, en este 
sentido, una función de control ético del proceso penal.

2.	 La prohibición de trato inhumano y el problema del 
juez no humano

Si se acepta que el artículo 7 impone obligaciones directas 
al juez, la cuestión adquiere otra dimensión. La norma no 
sólo prohíbe actos materiales de violencia; también prohí-
be tratos inhumanos o degradantes en un sentido amplio.

Ser juzgado por una máquina —esto es, por una entidad 
carente de conciencia, empatía y responsabilidad moral— 
plantea un problema que trasciende la mera eficiencia tec-
nológica. El juicio penal no es únicamente un procedimiento 
técnico de verificación de hechos; es un acto institucional de 
reproche del Estado frente a una conducta atribuida a una 
persona.

En el derecho penal contemporáneo, la pena presupo-
ne culpabilidad, y la culpabilidad un juicio normativo sobre 
la persona. Este juicio implica comprensión, valoración y 
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reconocimiento de la condición humana del acusado. Sus-
tituir al juez por un sistema automatizado deshumaniza 
estructuralmente ese acto. El reproche ya no proviene de 
la comunidad política encarnada en un juez responsable, 
sino de un sistema algorítmico procesador de datos.

Desde esta perspectiva, el problema no es sólo técnico, 
sino ontológico: el artículo 7 prohíbe tratos inhumanos, y 
un juicio completamente automatizado transforma el acto 
jurisdiccional en un procedimiento no humano. No se trata 
simplemente de la intervención tecnológica; se trata de una 
decisión final —la atribución de culpabilidad y la imposición 
de pena—adoptada por una entidad que no puede reconocer 
ni responder moralmente ante la persona juzgada.

3.	 La dimensión de la inacción y la impunidad

Además, existe un segundo argumento estructural. El artí-
culo 7 no sólo impone la prohibición de torturar; impone el 
deber de prevenir, investigar y sancionar actos de tortura. 
La jurisprudencia internacional ha sido consistente en afir-
mar que la inacción estatal frente a alegaciones de malos 
tratos constituye, en sí misma, una forma de violación.

Un juez virtual carece de agencia moral y de respon-
sabilidad jurídica propia. No puede ser sujeto de responsa-
bilidad disciplinaria ni penal. Tampoco puede ejercer una 
función proactiva de protección frente a posibles violacio-
nes de integridad. Su actuación depende enteramente de 
los parámetros con los que fue programado y de los datos 
que procesa.

Si durante la etapa de investigación existieron actos 
de coacción, tortura o presión indebida, la detección y ex-
clusión de tales elementos exige una valoración contextual, 
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prudencial y ética que no puede reducirse a patrones es-
tadísticos. Más aún: si el algoritmo fue entrenado con ba-
ses de datos contaminadas por prácticas estructuralmen-
te abusivas, su operación podría reproducir o invisibilizar 
esas mismas violaciones.

La automatización total del juicio penal diluye la res-
ponsabilidad. Ante un error o una omisión, ¿quién respon-
de? ¿El programador, el Estado o el operador técnico? La 
ausencia de un decisor humano identificable debilita el de-
ber de garantía impuesto por el artículo 7. Y en materia de 
prohibición de tortura, el derecho internacional exige un 
estándar reforzado de protección.

4.	 El artículo 7 como límite absoluto

A diferencia del artículo 14, que regula garantías procesa-
les susceptibles de configuración normativa, el artículo 7 
establece una prohibición absoluta, sin excepciones ni li-
mitaciones. No admite ponderación. Tampoco permite re-
lativización por razones de eficiencia o modernización ad-
ministrativa.

Si el juicio penal constituye la forma más intensa de 
ejercicio del poder estatal sobre el individuo, y si el artículo 
7 exige que ese poder se ejerza con pleno respeto a la inte-
gridad y dignidad humanas, entonces la decisión de culpa-
bilidad no puede desvincularse de una autoridad humana 
responsable.

Por tanto, la incompatibilidad del juez virtual no deri-
va de una deficiencia tecnológica contingente, sino de una 
contradicción estructural: el acto de juzgar penalmente 
es una manifestación humana del poder punitivo frente a 
otro ser humano. Sustraer esa función de la esfera humana 
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transforma la naturaleza misma del juicio y erosiona la ga-
rantía sustantiva que el artículo 7 pretende asegurar.

En consecuencia, el fundamento más sólido para re-
chazar la posibilidad de jueces virtuales en materia penal 
no se encuentra en las garantías formales del juicio justo, 
ni en una lectura general del preámbulo, sino en la prohi-
bición sustantiva y absoluta de tratos inhumanos que el 
artículo 7 consagra y que la función judicial está llamada 
a proteger.

V. Conclusiones
La pregunta que dio origen a este trabajo —si pueden exis-
tir jueces virtuales en materia penal— no es un mero ejer-
cicio especulativo. La expansión de sistemas algorítmicos 
en la administración de justicia demuestra que el debate 
ya no pertenece a la ciencia ficción, sino al diseño institu-
cional contemporáneo. Sin embargo, la respuesta jurídica 
exige distinguir con precisión entre el uso de herramientas 
tecnológicas de apoyo y la sustitución plena de la función 
jurisdiccional humana.

El análisis del artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos permitió advertir en las ga-
rantías del juicio justo —publicidad, defensa, presunción 
de inocencia, igualdad de armas y derecho a recurrir— la 
ausencia de una prohibición expresa de los jueces virtua-
les. En abstracto, muchas de esas exigencias podrían ser 
formalmente replicadas mediante sistemas automatizados 
sofisticados. Por ello, fundamentar la inadmisibilidad del 
juez virtual exclusivamente en el debido proceso resulta 
insuficiente.

Tampoco convencen las posturas que limitan la pro-
hibición a supuestos de privación de libertad con base en 
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el artículo 10, ni aquellas que apelan de manera genérica al 
carácter antropocéntrico del preámbulo del Pacto. Ambas 
aproximaciones, aunque relevantes, carecen de la precisión 
normativa necesaria para establecer un límite categórico 
al reemplazo del juez humano.

El núcleo del problema se encuentra, más bien, en el 
artículo 7 del Pacto. La prohibición absoluta de la tortura 
y de los tratos crueles, inhumanos o degradantes no sólo 
vincula a policías o autoridades penitenciarias, sino que 
compromete directamente al juez como garante último 
de la integridad del proceso penal. Así lo ha establecido el 
Comité de Derechos Humanos en su Observación General 
núm. 20 y en casos como Singarasa v. Sri Lanka, donde se 
afirmó que el órgano jurisdiccional debe actuar activamen-
te para evitar que el proceso se funde en pruebas obtenidas 
bajo coacción.

El juicio penal no es una operación meramente técnica 
de procesamiento de datos. Es un acto institucional de re-
proche que expresa la respuesta de la comunidad política 
frente a una conducta atribuida a una persona. Supone un 
reconocimiento mutuo entre el Estado y el acusado como 
sujetos morales responsables. Sustituir esa decisión por un 
sistema completamente automatizado implica deshuma-
nizar el acto mismo de juzgar.

Ser juzgado exclusivamente por una máquina no es 
simplemente una cuestión de modernización tecnológica; 
es una transformación ontológica del ejercicio del poder 
punitivo. El riesgo no reside únicamente en los posibles 
sesgos algorítmicos o en la opacidad técnica, sino en la 
erosión del deber de garantía que el artículo 7 impone: ase-
gurar que el poder penal se ejerza dentro de límites compa-
tibles con la dignidad humana.
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La inteligencia artificial puede y debe desempeñar 
un papel relevante como herramienta auxiliar: análisis de 
evidencia, gestión de expedientes, detección de patrones o 
apoyo estadístico. Pero la decisión final sobre la culpabi-
lidad y la imposición de pena debe permanecer en manos 
de un juez humano, identificable y responsable, capaz de 
responder ética y jurídicamente por su determinación.

En definitiva, el derecho penal democrático no sólo 
protege a la persona frente a errores procedimentales; la 
protege frente a la deshumanización del poder punitivo. Y 
esa protección encuentra en el artículo 7 del Pacto su fun-
damento más sólido. Por ello, en el estado actual del dere-
cho internacional de los derechos humanos, la respuesta 
debe ser negativa: en materia penal, no pueden existir jue-
ces virtuales que sustituyan íntegramente al juez humano.
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Resumen
Esta investigación analiza el impacto social de la Ley de Pena-
lización de la Violencia contra las Mujeres en Costa Rica, parti-
cularmente tras su reforma de 2021. Mediante una metodología 
mixta que combinó estadísticas oficiales, encuestas a víctimas y 
entrevistas a operadores jurídicos, se evaluó su eficacia protec-
tora y preventiva. Los resultados evidencian un efecto disuasivo 
limitado, altos niveles de denuncias, femicidios persistentes y 
frecuentes desestimaciones de casos. Asimismo, las víctimas 
reportan revictimización y protección insuficiente, mientras que 
los operadores señalan carencias institucionales. No obstante, 
las redes de apoyo y el empoderamiento femenino favorecen la 
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denuncia. Se concluye que fortalecer la prevención, los recursos 
institucionales y la sensibilidad judicial resulta indispensable.

Palabras clave
Violencia contra las mujeres, ley de penalización, lpvcm, justicia 
de género, revictimización, prevención.

Abstract
This study examines the social impact of Costa Rica’s Law on the 
Criminalization of Violence against Women, particularly following 
its 2021 reform. Using a mixed-methods approach that combined 
official statistics, victim surveys, and interviews with legal prac-
titioners, the research assessed the law’s protective and preven-
tive effectiveness. Findings reveal a limited deterrent effect, per-
sistently high levels of complaints, ongoing femicides, and frequent 
case dismissals. Victims reported experiences of revictimization 
and insufficient protection, while legal operators highlighted insti-
tutional shortcomings and resource constraints. Nevertheless, for-
mal and informal support networks, along with women’s empower-
ment, were identified as factors encouraging reporting and access 
to justice. The study concludes that strengthening prevention, 
institutional resources, and judicial responsiveness is essential.

Keywords 
Violence against women, criminalization law, lpvcm, gender jus-
tice, revictimization, prevention.
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I. Introducción

L a violencia contra las mujeres constituye uno de los 
fenómenos sociales más complejos de nuestra épo-
ca, con implicaciones jurídicas, sociales y culturales. 

Costa Rica, en cumplimiento de compromisos internacio-
nales como la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw, 1979) 
y la Convención de Belém do Pará (1994), promulgó la Ley 
de Penalización de la Violencia contra las Mujeres (lpvcm), 
vigente desde 2007, y reformada en 2021. El propósito de 
esta legislación ha sido establecer un marco penal especia-
lizado que sancione conductas de violencia en contextos de 
pareja y que refuerce la obligación del Estado de proteger 
a las víctimas.
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No obstante, dieciocho años después de su entrada 
en vigor, persisten dudas sobre su eficacia real. Las cifras 
son preocupantes: entre 2018 y 2022 se recibieron 104 279 
denuncias en las Fiscalías Penales de Adultos por delitos 
contemplados en la lpvcm, de las cuales la mayoría fueron 
desestimadas o sobreseídas (Observatorio de Violencia de 
Género, 2025). Asimismo, entre 2007 y abril de 2025 se 
contabilizan 493 feminicidios en Costa Rica (Poder Judicial, 
2025). ¿A través de datos como éstos, se puede someter a 
una evaluación de la norma y al sistema judicial? ¿Es real-
mente eficaz la ley?, ¿o estamos ante una solución insufi-
ciente para un problema estructural?

Antes de anticipar algún criterio y responder estas 
preguntas se debe reflexionar sobre cuatro aspectos funda-
mentales: en primer lugar, los parámetros para determinar 
la eficiencia de una norma penal; en segundo término, la na-
turaleza particular del delito de violencia contra las muje-
res; en tercer lugar, la necesidad de comprender el perfil del 
agresor y la víctima, así como los distintos tipos de violencia; 
y finalmente, evaluar si la ley por sí sola basta para motivar a 
la sociedad a no configurar el delito en cuestión. O se requie-
re un abordaje interdisciplinario y cultural más amplio, que 
se escapa del ámbito estrictamente del derecho penal.

Esta investigación incluyó un muestreo no probabilísti-
co que contempló mujeres víctimas, con preguntas abiertas, 
lo que permitió recolectar 39 respuestas y favoreció el reen-
vío informal, mediante el acceso a participantes, pero limitó 
la representabilidad de los resultados.  Además, para los ope-
radores del derecho se empleó un muestreo intencional (por 
criterios) y por referencias profesionales, se seleccionaron a 
dos jueces (penal y familiar) y una oficial de policía con expe-
riencia en casos de violencia de género.  En ambos casos los 
resultados fueron muy reveladores e importantes. 
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II. Antecedentes nacionales e internacionales

Antecedentes nacionales
La violencia contra las mujeres en Costa Rica constituye 
una problemática estructural que persiste a pesar de los 
avances legislativos y de la política pública. Según el In-
forme Estado de la Justicia, “la creciente tasa de femicidios 
en Costa Rica plantea interrogantes sobre la efectividad y 
los resultados de los avances normativos” (Programa Esta-
do de la Nación, 2025, p. 123).

Desde su promulgación en 2007, la Ley de Penaliza-
ción de la Violencia contra las Mujeres (lpvcm, núm. 8589) 
ha sido reformada en ocho ocasiones; destacan las modifi-
caciones de 2021, que ampliaron su aplicación a relaciones 
de noviazgo, convivencia y no convivencia, e incorpora-
ron la figura de “femicidio en otros contextos” con penas 
de hasta treinta y cinco años (Poder Judicial, 2025). Estas 
reformas reflejan el reconocimiento de nuevas formas de 
violencia letal que trascienden la relación de pareja y se 
vinculan con relaciones de poder, parentesco, confianza o 
crimen organizado (Poder Judicial, 2025).

Los datos revelan la magnitud del fenómeno: entre 
2007 y abril de 2025 se registraron 493 femicidios, de los 
cuales 212 corresponden al artículo 21 de la lpvcm, 243 al 
femicidio ampliado y 38 al tipificado en otros contextos 
(Observatorio de Violencia de Género, 2025). Sólo en 2024 
se documentaron 29 casos, lo que evidencia una tendencia 
sostenida en la violencia letal contra las mujeres.

En el ámbito judicial, la efectividad de la ley enfrenta 
severas limitaciones: “el 84 % de los casos fue desestima-
do o sobreseído, sólo el 9.5 % llegó a juicio y, de éstos, un 
25.7 % resultó en condena” (Poder Judicial, 2022, citado en 
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Villarreal et al., 2024, p. 123). Estas cifras confirman que la 
visibilidad mediática y el fortalecimiento normativo no han 
sido suficientes para garantizar acceso real a la justicia ni 
protección efectiva de los derechos de las mujeres.

El impacto social de los femicidios también es profun-
do: en 2024, 22 de las 29 víctimas eran madres, por lo que 
54 hijos e hijas quedaron huérfanos, 32 de ellos menores de 
edad (Observatorio de Violencia de Género, 2025). Este dato 
muestra que la violencia letal contra las mujeres reproduce 
ciclos intergeneracionales de vulnerabilidad y exclusión.

En suma, Costa Rica cuenta con un marco legal ro-
busto y especializado, pero enfrenta serios desafíos en la 
efectividad judicial, la prevención de la violencia y la trans-
formación cultural necesaria para erradicar las causas es-
tructurales de género.

Antecedentes internacionales
En el plano internacional, Costa Rica ha ratificado los prin-
cipales instrumentos en materia de derechos humanos de 
las mujeres, entre los que destacan la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (cedaw, 1979) y la Convención Interamericana de 
Belém do Pará (1994). Estas normativas obligan al Estado a 
prevenir, sancionar y erradicar todas las formas de violen-
cia basada en el género (Convención Belém do Pará, 1994).

La influencia de estos tratados se refleja directamen-
te en la reforma de 2021 a la lpvcm, particularmente con la 
incorporación del artículo 21 bis, que amplía el concepto de 
femicidio y lo alinea con los estándares de Belém do Pará al 
reconocer la violencia letal en relaciones de poder y autori-
dad más allá del vínculo conyugal (Programa Estado de la 
Nación, 2025, p. 125; Poder Judicial, 2025).
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A nivel regional, la impunidad es una constante: se es-
tima que el 98 % de los femicidios en América Latina perma-
nece impune, lo que evidencia la persistencia de obstáculos 
estructurales en el acceso a la justicia (onu Mujeres, 2016, 
citado en Villarreal et al., 2024, p. 124). Estos desafíos in-
ternacionales han impulsado a Costa Rica a fortalecer su 
legislación penal y los mecanismos institucionales, aunque 
la brecha entre el diseño normativo y la eficacia práctica 
aún es significativa.

III. La eficiencia y eficacia de la norma penal
La primera cuestión que debe abordarse es el concepto de 
eficacia de una norma. Es común creer que una ley se con-
sidera eficaz cuando logra incidir en la realidad social para 
la cual fue creada, ya sea mediante la prevención de la co-
misión de delitos o mediante la garantía de protección de 
los bienes jurídicos tutelados. En materia penal, la eficacia 
de la normativa debe medirse únicamente en términos de 
sancionar delitos. La capacidad de disuasión es muy dis-
cutible. Pero es claro que la ley, en general, puede ofrecer 
herramientas para velar por la seguridad del bien tutelado.

A la hora de emitir un juicio sobre la eficacia de esta 
norma en particular, se podría correr el riesgo de sesgar 
el criterio, pues la generalidad de la población e incluso el 
operador del derecho podría pretender que produzca efec-
tos inmediatos en la reducción de la violencia, sin com-
prender que su finalidad principal es sancionar conductas 
y dotar al Estado de herramientas jurídicas para la protec-
ción de las víctimas solamente. Así lo confirman Gamboa 
y Pérez (2021), al señalar que la lpvcm introduce una “es-
tratificación hermenéutica” que obliga a jueces y fiscales 
a aplicar la norma siempre en sentido favorable a los de-
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rechos humanos de las mujeres, aun por encima de otras 
disposiciones legales. Esto significa que su alcance va más 
allá de una simple herramienta penal: constituye un marco 
normativo con perspectiva de derechos humanos.

No obstante, si se toma una postura pesimista se po-
dría apuntar y argumentar, al analizar las estadísticas ju-
diciales, que son el reflejo de una brecha existente entre la 
letra de la ley y su aplicación práctica. Los datos del Poder 
Judicial (2022) declaran que, en el año 2020, el 84 % de los 
casos relacionados con la lpvcm fueron desestimados o so-
breseídos. Un 9.5 % llegó a la apertura de juicio. Y, finalmen-
te, apenas un 25.7 % terminó en condena. De manera sesga-
da a través de un análisis a priori se podría afirmar que se 
está en presencia de un caso de ineficacia práctica. Lo cual 
podría generar, con toda razón desconfianza en las institu-
ciones por parte de la población en general. Y, por ende, una 
duda razonable del verdadero alcance de la norma.

De manera que es esencial evitar los dos extremos del 
debate: por un lado, considerar la ley como ineficaz porque 
no ha erradicado la violencia por completo; y por otro, so-
brestimar su capacidad, como si bastara con promulgar 
una norma para transformar un fenómeno social complejo. 
La eficacia debe medirse con parámetros realistas, por lo 
que se debe comprender que el derecho penal tiene un al-
cance limitado frente a problemas de raíz cultural y estruc-
tural. Y es limitado dada su naturaleza, es decir, su ámbito 
de acción. 

IV. Violencia contra las mujeres
La violencia contra las mujeres constituye una violación a 
los derechos humanos y una forma de discriminación ba-
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sada en el género. La cedaw (1979) la define como toda dis-
tinción o restricción basada en el sexo que limite el goce 
de derechos en condiciones de igualdad (art. 1). En tanto, 
la Convención de Belém do Pará (1994) la describe como 
cualquier acción o conducta basada en el género que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, en 
el ámbito público o privado (idem).

De acuerdo con onu Mujeres (2024), las formas de vio-
lencia incluyen la económica, psicológica, emocional, físi-
ca y sexual, todas interrelacionadas y con consecuencias 
graves sobre la integridad de las víctimas. La Organización 
Mundial de la Salud (2021) advierte que los efectos pueden 
incluir lesiones, estrés postraumático, depresión y riesgo 
de suicidio, lo que refuerza la urgencia de respuestas inte-
grales.

El inamu (2023) ha documentado que la sobrecarga do-
méstica y la violencia psicológica generan agotamiento fí-
sico y mental, lo que reduce la autonomía de las mujeres. 
A nivel familiar, la exposición de niñas y niños a entornos 
violentos perpetúa patrones de sumisión y agresión (inamu, 
2024), mientras que, en el ámbito laboral, la violencia do-
méstica impacta directamente la productividad y seguri-
dad, según el Convenio núm. 190 de la oit (2021).

V. Ciclo de la violencia y su impacto social
El ciclo de la violencia descrito por Walker:

Identifica tres fases recurrentes: acumulación de tensión, 

explosión violenta y  arrepentimiento. Este patrón crea de-

pendencia emocional y lo que la autora denomina “Síndro-

me de la mujer maltratada”, caracterizado por ansiedad, 

depresión y pérdida de autoestima. Las implicaciones so-
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ciales son amplias: reproduce la desigualdad, erosiona el 

tejido comunitario y genera desconfianza hacia las institu-

ciones encargadas de la protección. (1979, p. 55)

VI. El derecho penal como herramienta de control social
El derecho penal, como plantea Zaffaroni (1998), transfor-
ma el conflicto privado entre víctima y agresor en una re-
lación pública donde el Estado asume la función de control 
social. Este mecanismo busca mantener el orden mediante 
la sanción, pero también reproduce estructuras de poder. 
En el contexto de la violencia de género, el sistema penal 
puede funcionar de manera ambivalente: al tiempo que pro-
tege, también puede revictimizar y reforzar estereotipos.

Para Muñoz Conde y García Arenal (2010), la norma 
penal cumple una función de “protección a través de la 
motivación”, orientada tanto a disuadir como a reafirmar 
las normas sociales. En consecuencia, la lpvcm no sólo debe 
entenderse como un instrumento punitivo, sino como una 
herramienta simbólica que expresa el compromiso estatal 
con la erradicación de la violencia de género, aunque su 
eficacia depende del funcionamiento judicial y del cambio 
cultural.

VII. La naturaleza del delito y el artículo 4 de la lpvcm
La violencia contra las mujeres, a diferencia de otros deli-
tos, no se configura en un único evento aislado, sino en una 
serie de actos continuados y muchas veces invisibles que 
conforman un ciclo de violencia. Lenore Walker (1979) des-
cribió este fenómeno como un “Ciclo de la violencia” com-
puesto por fases de tensión, agresión y reconciliación, que 
se repiten con intensidad creciente. Por ello, la legislación 
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no puede tratar estos actos como simples incidentes aisla-
dos, sino como parte de un patrón de conducta que tiende 
a escalar y a poner en grave riesgo la vida e integridad de 
la víctima. Son una cadena de eventos dentro de una rela-
ción afectiva, establecida claramente en la lpvcm, que se ha 
llegado a normalizar y con el tiempo escala en intensidad.

En este contexto, resulta fundamental el artículo 4 de 
la lpvcm, que establece que los delitos contemplados en la 
ley son de acción pública, es decir, no dependen de la volun-
tad de la víctima para ser perseguidos. Una vez se detectan 
indicios de violencia contra la mujer en el marco de una re-
lación, el hecho delictivo pasa a ser de acción pública. Esto 
constituye un cambio radical respecto a la Ley contra la 
Violencia Doméstica (Ley 7586), en la cual la acción depen-
día de la denuncia de la afectada o de terceros legitimados. 
Con la lpvcm, el deber de actuar recae directamente sobre el 
Estado y sus operadores jurídicos.

Esta disposición reconoce que muchas víctimas, atra-
padas en dinámicas de dependencia emocional, económica 
o psicológica, pueden retractarse o no denunciar por mie-
do. El artículo 4 responde a esa realidad, asegura que el 
proceso penal avance aun sin que la víctima actúe, lo que 
fortalece la protección de derechos fundamentales.

La Ley núm. 8589 significó un punto de inflexión en 
la respuesta penal ante la violencia de género al tipificar 
delitos específicos y reconocer el femicidio como figura 
autónoma (Poder Judicial, 2025). La reforma de 2021 am-
plió su cobertura y reforzó su conexión con los estándares 
internacionales de derechos humanos (Programa Estado 
de la Nación, 2025). Sin embargo, las estadísticas revelan 
que sólo un 14 % de los delitos llega a juicio, y de éstos, ape-
nas una tercera parte culmina en condena (Villarreal et al., 
2024; pnud, 2024).
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El Programa Estado de la Nación (2025) advierte que 
estos indicadores reflejan fallas estructurales en la recolec-
ción de pruebas, recursos limitados y pérdida de personal 
especializado. Por ello, organismos como la cidh (2019) in-
sisten en aplicar una perspectiva de género en la adminis-
tración de justicia, entendida como un mandato jurídico 
que exige analizar cada caso a partir del principio de igual-
dad material y erradicar estereotipos discriminatorios.

VIII. El perfil del agresor, de la víctima 
y los tipos de violencia
Es imprescindible para el operador del derecho que actúa 
en diferentes etapas de la aplicación de la normativa com-
prender el fenómeno de la violencia contra las mujeres. Y 
sólo se llega a esto a través de un análisis claro y profundo 
de quiénes son los sujetos involucrados. 

En términos generales, múltiples investigaciones han 
identificado características comunes entre los hombres 
que ejercen violencia hacia sus parejas o exparejas. Si bien 
es erróneo asumir un perfil único o universal, los estudios 
han identificado patrones reiterados, como el control coer-
citivo, la baja tolerancia a la frustración, conductas celo-
típicas, y la presencia de actitudes sexistas tradicionales 
(Dobash and Dobash, 2004; who, 2013). Desde el punto de 
vista psicosocial, muchos agresores han crecido en entor-
nos donde la violencia fue normalizada o aprendida como 
estrategia de resolución de conflictos. No obstante, cabe 
subrayar que el agresor no necesariamente pertenece a 
un grupo social marginal o presenta antecedentes penales 
previos. En muchos casos, se trata de individuos que lle-
van una vida laboral estable, tienen estudios universitarios 
o ejercen funciones en entornos institucionales formales. 
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Como se ha documentado en algunos estudios cualitativos, 
la violencia doméstica puede estar presente tanto en clases 
populares como en sectores de nivel socioeconómico alto, 
lo que impide reducirla a factores exclusivamente estruc-
turales como la pobreza o la falta de educación (Corsi, 2010; 
De Barbieri, 2001).

Además, ciertos trabajos han planteado la posibilidad 
de que algunos agresores domésticos muestren compor-
tamientos delictivos en otros ámbitos, como maltrato ani-
mal, amenazas a terceros, acoso o manipulación de proce-
sos legales. Otros, sin embargo, no registran antecedentes 
de ningún otro tipo y mantienen una imagen socialmente 
irreprochable. Esta aparente contradicción ha llevado a es-
pecialistas a identificar perfiles diferenciados de agresores: 
algunos con patrones impulsivos, vinculados a la frustra-
ción y la pérdida de control, y otros con perfiles más calcu-
ladores, orientados al dominio y el sometimiento progre-
sivo de la pareja, lo que se relaciona con estructuras más 
profundas de misoginia o de dependencia emocional pato-
lógica (Holtzworth-Munroe and Stuart, 1994).

Desde una perspectiva más integral, la violencia debe ser 
abordada no sólo en su manifestación física, sino también a 
partir de la violencia psicológica, patrimonial, sexual y simbó-
lica. La violencia psicológica, en particular, es uno de los com-
ponentes más frecuentes y a menudo menos denunciados. Este 
tipo de agresión se manifiesta mediante insultos, humillacio-
nes, amenazas, manipulación emocional, control financiero o 
aislamiento social. Aunque muchas legislaciones, incluida la 
costarricense, han comenzado a tipificar este tipo de violencia, 
su detección y sanción efectiva aún es un reto, dada la natu-
raleza subjetiva de las pruebas requeridas y la persistencia de 
estereotipos que minimizan su impacto.
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En cuanto al perfil de la víctima, los estudios coinci-
den en que no existe un solo tipo de mujer que sea más 
proclive a sufrir violencia. Sin embargo, factores como la 
dependencia económica, la baja escolaridad, el aislamiento 
social, la maternidad en edad temprana, así como la perte-
nencia a zonas rurales o a minorías étnicas pueden aumen-
tar el riesgo de victimización y dificultar la denuncia (onu 
Mujeres, 2021; cepal, 2019). La interseccionalidad se vuelve 
entonces una categoría clave para comprender cómo dife-
rentes formas de vulnerabilidad –género, clase, raza, edad, 
condición migratoria– se entrecruzan para generar condi-
ciones estructurales que perpetúan la violencia o la invisi-
bilizan.

El estigma también constituye una barrera funda-
mental para la denuncia. Las mujeres pueden experimen-
tar vergüenza, temor a no ser creídas, revictimización ins-
titucional o temor a perder la custodia de sus hijos. Por 
otra parte, los hombres que sufren violencia en relaciones 
heterosexuales o en parejas del mismo sexo enfrentan una 
doble dificultad: la invisibilidad social de su situación y la 
carencia de mecanismos institucionales que los reconoz-
can como posibles víctimas, lo cual alimenta una cultura 
de silencio que impide conocer la verdadera magnitud del 
problema.

El perfil del agresor y la víctima en contextos de vio-
lencia de pareja no puede entenderse desde categorías rí-
gidas ni estereotipadas. Se requiere una mirada amplia que 
considere los factores individuales, contextuales y estruc-
turales que configuran la dinámica violenta. Sólo desde un 
enfoque que combine la criminología, la psicología social, 
la perspectiva de género y el análisis cultural se puede as-
pirar a una comprensión más profunda y, sobre todo, a una 
política pública más eficaz.
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El operador del derecho debe tener muy claro el per-
fil del agresor y de la víctima, no basta con la experiencia 
empírica es necesaria una profesionalización en la materia. 
Debe tener una clara comprensión de las múltiples formas 
de violencia.  Pues no se está ante un fenómeno aislado ni 
simple, sino complejo y multicausal. Por ello, cualquier in-
tento de aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia 
contra las Mujeres requiere un conocimiento cabal de estas 
dinámicas, pues sin éste, entonces no se puede hablar de 
una verdadera eficacia de la norma.

IX. La necesidad de un enfoque interdisciplinario
Finalmente, es indispensable reconocer que ninguna ley 
penal puede, por sí sola, erradicar la violencia contra las 
mujeres. Es “letra muerta” lo manifiesta, coloquialmente y 
de manera muy atinada, una experimentada oficial de po-
licía al querer explicar que la ley sanciona conductas y es-
tablece un marco de protección, pero el verdadero impacto 
social depende de la articulación con políticas públicas de 
educación, prevención, apoyo psicológico y fortalecimiento 
institucional.

La Organización Internacional del Trabajo (2019) ad-
vierte que la violencia doméstica incluso repercute en la 
productividad laboral, lo que evidencia que sus efectos 
trascienden lo privado. Del mismo modo, la oms (2021) se-
ñala consecuencias severas para la salud física y mental 
de las víctimas, lo que incluye depresión, ansiedad y ries-
go de suicidio. Esto muestra que el fenómeno requiere una 
respuesta integral que involucre no sólo al derecho penal, 
sino también a la salud, la educación y las políticas sociales.

Ver la ley como una “medicina” que cura el problema 
constituye un error conceptual. El derecho penal no está 
diseñado para motivar a la población a no configurar un 
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delito, sino para sancionar a quienes transgreden el orden 
jurídico. Pretender que una norma, por sí sola, resuelva 
un problema tan enraizado como la violencia de género es 
desconocer la naturaleza del fenómeno y del ser humano. 
Si se espera de la ley efectos medicinales para sanar la so-
ciedad inevitablemente se llegarán a conclusiones como las 
del Programa Estado de la Nación: “la creciente tasa de fe-
micidios en Costa Rica plantea interrogantes sobre la efec-
tividad y los resultados de los avances normativos” (2025, 
p. 123).

Entonces, el reto no es únicamente fortalecer la nor-
ma, sino generar un cambio cultural y estructural que la 
acompañe. Sólo la acción conjunta de instituciones, comu-
nidades y redes de apoyo podrán garantizar un impacto so-
cial real. La educación hacia las nuevas generaciones es tal 
vez la mejor apuesta para cortar el ciclo de violencia que se 
hereda de padres a hijos. 

X. Análisis de resultados sobre 
encuestas practicadas a mujeres
Se practicó una encuesta aplicada a 39 mujeres víctimas 
de violencia. El análisis se centra en sus experiencias fren-
te a diferentes manifestaciones de violencia de género, así 
como en la interacción con el sistema judicial y sus percep-
ciones sobre la Ley de Penalización de la Violencia contra 
las Mujeres.

Se examinaron datos demográficos generales, los ti-
pos de violencia sufrida, las características de los agresores 
y las barreras que enfrentaron las participantes al buscar 
ayuda legal. De manera preliminar, los resultados eviden-
cian que la violencia psicológica es la forma más común-
mente reportada y que las exparejas constituyen los prin-
cipales agresores.
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A continuación, se presentan los principales resultados 
en detalle, acompañados de gráficas que ilustran las tenden-
cias y permiten visualizar con mayor claridad las experiencias 
y percepciones de las mujeres encuestadas.

Figura 1. Tipos de violencia sufrida indicados por las participantes

La violencia psicológica fue la más reportada (87 %), se-
guida por la violencia sexual (41 %) y la física (33 %).

Figura 2. Rango de edades de las encuestadas

La mayoría de las participantes tenía entre 20 y 40 años (54 %).
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Figura 3. Nivel educativo de las encuestadas

El 85 % contaba con formación técnica o universitaria.

Figura 4. Zona de residencia de las entrevistadas

La muestra estuvo compuesta predominantemente 
por mujeres residentes en zonas urbanas (82 %) con un alto 
nivel educativo (85 % técnico/universitario).
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Figura 5. Nacionalidad de las encuestadas

La muestra estuvo compuesta principalmente por 
mujeres costarricenses (95 %). Más de la mitad de las parti-
cipantes (51 %) tenían hijos e hijas.

Figura 6.  Conocimiento para interponer una denuncia

Un grupo de mujeres indicó conocer el procedimiento 
para denunciar, mientras que otro sector no tenía claridad 
al respecto, lo que evidencia la necesidad de más informa-
ción accesible.
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Figura 7. Obstáculos identificados al buscar ayuda

Los principales obstáculos fueron el miedo a represa-
lias (33 %), la falta de información (33 %) y la revictimización 
(28 %).

Figura 8.  Agresores identificados por las participantes

El principal agresor identificado fue la expareja (62 %), 
lo que refleja la importancia de atender la violencia posterior 
a la ruptura. Otros tipos de involucrados fueron menos fre-
cuentes.
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Figura 9. Duración de la violencia experimentada

El 56 % (22 participantes) experimentó violencia por más 
de 3 años, un 23 % (9) entre 1 y 3 años, y un 21 % (8) por menos de 
1 año. Además, un 69 % había sufrido violencia anteriormen-
te, ya sea en relaciones previas o desde la niñez.

Figura 10. Reacción o apoyo del sistema judicial

Un número importante de entrevistadas recibió me-
didas de protección de manera rápida, pero otra parte sig-
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nificativa no las recibió. Asimismo, no todas se sintieron 
escuchadas en los despachos especializados.

Figura 11. Percepción de las encuestadas en atención a su denuncia

El 39 % de las participantes indicó no sentirse escu-
chada por la policía o la fiscalía. 

Figura 12. Resultado de los casos denunciados
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El 49 % de los casos indicó que no aplicaba, el 18 % de 
las participantes desconocía el resultado, y sólo un bajo 
porcentaje terminó en sentencia condenatoria.

Figura 13. Sensación de apoyo del sistema judicial para volver a denunciar

La mayoría (67 %) expresó disposición a denunciar 
nuevamente, aunque algunas señalaron que no lo harían o 
que no lo sabían.

Figura 14.  Efectos de la intervención judicial en la violencia doméstica

Para muchas participantes, la denuncia o la solicitud 
de apoyo judicial no produjo cambios sustantivos, ya que el 
ciclo de violencia continuó.

¿Volvería a denunciar si enfrentara una situación similar?

8%

25%

67%

Sí

No lo sé

No aplica para mí

¿Cambió algo en su vida después de haber buscado ayuda legal?

Prefiero no responder

Empeoró mi situación 

No, todo siguió igual

Sí, me siento más segura/empoderada

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70%

62%

3%

21%

15%



VARIA / Impacto social de la ley de penalización de la violencia contra las mujeres en Costa Rica / 
Edwin Retana Carrera / Francisco Delgado Mena / Adrián Jiménez Fernández / Álvaro Juárez Rodríguez / pp. 161 - 202

185

Figura 15. Fuentes de apoyo social según las participantes

El apoyo percibido de la familia, amistades o comuni-
dad fue limitado. En varios casos, las mujeres no recibieron 
ningún tipo de contención social.

Figura 16. Percepción de protección de las víctimas por la intervención 
judicial

Sólo un 3 % se sintió plenamente protegida; la mayoría 
reportó protección parcial o nula.
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Los hallazgos de este estudio revelan una compleja 
realidad para las mujeres víctimas de violencia. Llama la 
atención la prevalencia de la violencia psicológica (87 %), lo 
que sugiere la necesidad de mayor concientización y recur-
sos para identificar y abordar esta forma de abuso, que a 
menudo coexiste con otros tipos como la sexual (41 %) y la 
física (33 %). El hecho de que las exparejas sean los agreso-
res más comunes (62 %) subraya la importancia de inter-
venciones específicas para la violencia post-ruptura.

Aunque más de la mitad de las mujeres denunciaron 
(51 %), una proporción significativa no lo hizo debido a mie-
dos a represalias (33 %), falta de información (33 %) y expe-
riencias de revictimización (28 %). Estos obstáculos reflejan 
fallas del sistema para generar confianza y seguridad en las 
víctimas. La baja percepción de protección por parte de la 
ley (sólo 3 % se sintió protegida) y la insatisfacción con las 
medidas recibidas son preocupantes. Esto puede explicar 
por qué, a pesar de que la mayoría recibió medidas de pro-
tección (69 %), la percepción de efectividad fue baja.

La ausencia de información clara sobre los procesos 
judiciales refuerza la desconfianza y la sensación de des-
amparo en las víctimas. Un 18 % de las participantes desco-
nocía el resultado de su caso y sólo un porcentaje reducido 
concluyó en sentencia condenatoria. Aun así, es alentador 
que la mayoría (67 %) expresó disposición a denunciar nue-
vamente, lo que refleja resiliencia y cierta esperanza en el 
sistema, pese a sus deficiencias.

Finalmente, este análisis subraya la urgencia de for-
talecer las estrategias de prevención, denuncia y atención 
a la violencia de género. Es fundamental mejorar la capaci-
tación del personal judicial y policial para evitar la revicti-
mización, garantizar la implementación rápida de medidas 
de protección y ofrecer información clara sobre los proce-
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sos legales. Además, se requiere un enfoque integral que 
aborde las barreras económicas y emocionales, y que ase-
gure un seguimiento adecuado de los casos, e informe a las 
víctimas sobre los resultados judiciales. Sólo así se podrá 
construir un sistema de justicia que realmente proteja y 
empodere a las mujeres.

A continuación, se analizan aquellas respuestas incor-
poradas en la encuesta practicada a las mujeres, pero que 
consistían en obtener sus opiniones con respecto a la apli-
cación de la ley de penalización de la violencia contra las 
mujeres, para ello se citan los apartados de mayor relevan-
cia y vinculados a los objetivos de la investigación, así como 
las respuestas con mayor frecuencia o coincidente.

XI. Experiencias y percepciones de mujeres 
ante la violencia y los sistemas de apoyo
El presente informe analiza los temas emergentes de las 
respuestas abiertas de mujeres que han experimentado 
violencia, e identifica patrones y necesidades críticas. Se 
destaca la imperiosa necesidad de información y conoci-
miento sobre la violencia y los procesos legales, la profun-
da desilusión y frustración con el sistema judicial debido a 
su ineficacia y falta de empatía, y la vital importancia del 
apoyo psicológico y redes de apoyo. 

A pesar de estos desafíos, se observa un fuerte llamado 
al empoderamiento y la denuncia, así como la urgencia de 
un cambio cultural y educativo. Este análisis busca informar 
intervenciones y políticas públicas para una respuesta más 
efectiva y humana.

La información recopilada a través de las respuestas 
abiertas a preguntas clave como: «¿Qué le hubiera ayudado 
más en ese momento?», «¿qué mensaje daría a otras mu-
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jeres que viven violencia y no se atreven a denunciar?” y 
“¿qué tipo de apoyo cree que necesita una mujer por parte 
del sistema judicial?” revela patrones consistentes y áreas 
críticas de intervención.

XII. La necesidad urgente de 
información y conocimiento
Uno de los temas más destacados es la imperiosa necesi-
dad de información y conocimiento que las mujeres repor-
tan haber tenido en el momento de la violencia o al intentar 
buscar ayuda. Un análisis previo de las respuestas abiertas 
indicó que un 25.64 % de las participantes mencionaron di-
rectamente la falta de información o la necesidad de mayor 
conocimiento sobre la violencia, cómo actuar, el proceso 
judicial y las leyes. Las participantes expresaron la necesi-
dad de “ser más informada respecto al proceso en sí”, “sa-
ber lo que es violencia y cómo actuar ante ella”, “informa-
ción sobre la violencia psicológica en general”, y “conocer 
más sobre leyes”. 

Esta carencia se refuerza con la mención de “tener una 
red de apoyo que validara y me informara de lo ocurrido” y 
la búsqueda de información “desde un lugar de empatía”. 
Esta falla en la difusión de información accesible y empáti-
ca representa un obstáculo significativo para las víctimas. 
En el mensaje a otras mujeres, se reitera la importancia 
de “tener información y acompañamiento” e “informarse”, 
así como “buscar ayuda porque nunca es demasiado tarde 
para informarse”.

XIII. La desilusión y frustración con el sistema judicial
Un tema central y profundamente preocupante es la per-
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cepción generalizada de ineficacia, lentitud y falta de em-
patía por parte del sistema judicial. Las respuestas abiertas 
a las preguntas 16, 20 y 21 revelan una crítica mordaz: inefi-
cacia y lentitud.

Un 23.08 % de las respuestas sobre lo que les hubie-
ra ayudado más se refirieron a la necesidad de acciones y 
efectividad por parte del sistema judicial. Las mujeres de-
mandan “más interés por parte de la fiscalía”, “que se to-
men acciones contra el agresor” y “una respuesta más rá-
pida”. Hay una fuerte crítica a la insuficiencia de las medidas 
de protección: “realmente lo que pusieron fueron medidas de 
protección, las cuales lógicamente no sirvieron de mucho”. 

Esta frustración se extiende a la percepción de que las 
víctimas a menudo son las que deben “esconderse” o sa-
car a sus hijos de los colegios, mientras el agresor “sigue 
viviendo como si nada”. En los mensajes a otras mujeres, 
un 16.22 % de las respuestas incluye advertencias sobre la 
lentitud del sistema o la insuficiencia de las acciones: “la 
aplicación es muy lenta” y se menciona que “vas denuncias 
y sólo ponen medidas de protección, la persona no es juz-
gada”. 

Incluso, algunas expresan que “las mujeres mueren 
más rápido porque el agresor se enloquece”. La necesidad 
de “acciones inmediatas con el agresor, medidas más fuer-
tes” y “cárcel para agresor para evitar represalias” subraya 
esta demanda de una justicia más contundente y rápida.

XIV. Falta de empatía y revictimización
Las mujeres reportan una notable carencia de empatía por 
parte de los funcionarios judiciales. El 10.26 % de las men-
ciones sobre lo que hubiera ayudado más destacan la ne-
cesidad de “empatía” y “comprensión”. Expresiones como: 
“Me hubiera ayudado recibir empatía, respeto y una escu-
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cha activa” son comunes. Se critica que “en ocasiones no 
existe la sensibilización necesaria por parte de algunos 
funcionarios judiciales, quienes llegan a ver este tipo de ca-
sos como una carga más de trabajo”. 

Una experiencia revictimizante ocurre cuando “la psi-
cóloga del Ministerio Público me indicó que hablara con mi 
agresor cuando se debe mantener contacto cero”. En rela-
ción con el apoyo del sistema judicial, se demanda “escucha 
con empatía”, “dejar de revictimizar a las mujeres con cada 
declaración”, y “funcionarios realmente sensibilizados que 
no reproduzcan formas violentas o despectivas hacía las 
mujeres”.

XV. Resultados insatisfactorios y escasa protección
La percepción de ineficacia se profundiza con la falta de 
resultados concretos. Las mujeres mencionan la necesi-
dad de “hacer un juicio y penalizar al culpable”, “que haya 
prisión preventiva mientras hay juicio”, y “seguimiento al 
caso”. Algunas incluso dudan de la efectividad del sistema, 
al afirmar: “no creo en el sistema judicial” y “las denuncias 
no hacen nada, en muchas ocasiones”. La crítica a la falta 
de credibilidad hacia las víctimas es contundente: “todo el 
sistema judicial está hecho para no creer en las mujeres” y 
se pide que “crean en las acusaciones y más claridad sobre 
el proceso”.

Redes de apoyo informales
Un 20.51 % de las respuestas a la pregunta sobre lo que hu-
biera ayudado más mencionaron la necesidad de una “red 
de apoyo”, “apoyo real”, “apoyo familiar” o “una red más am-
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plia de otras mujeres”. La importancia de estas redes se rei- 
tera en la pregunta sobre otros tipos de apoyo necesario, 
donde las “Redes de Apoyo (general, de mujeres, familiar, de 
amigos)” concentran el 36.36 % de las menciones. La familia 
y amigos son identificados como esenciales: “siempre hay 
alguien que te abre las puertas”, “primero busqué apoyo en 
familiares o amigos”, y “tener a la familia presente, saber 
que cuenta con el apoyo de las personas que esa persona 
aprecia”. La idea de “Una red de mujeres. Siempre. Sin eso 
la institucionalidad será siempre insuficiente” destaca la 
percepción de que el apoyo comunitario es irremplazable.

XVI. Fomentar la denuncia y romper el silencio
El mensaje más predominante hacia otras mujeres que vi-
ven violencia y no se atreven a denunciar (54.05 % de las 
respuestas) es “alzando la voz, ayudamos a las demás”, “que 
no se queden calladas”, “hablar y denunciar”, “no debemos 
aguantar violencia de ningún tipo, mejor denunciar”, y “que 
se animen a denunciar”. Esto denota una conciencia colec-
tiva sobre la importancia de la denuncia, a pesar de las ba-
rreras existentes. Se resalta que “evitar no funciona, callar 
no hace que termine, hace que empeore”.

XVII. Autoestima y lucha por los derechos
Un 24.32 % de las respuestas insta a las mujeres a recono-
cer su valor, con mensajes como “somos valientes”, “que se 
sientan valiosas y con autoridad”, “son valiosas y pierdan el 
miedo”. Se les recuerda que “la culpa siempre es del abusa-
dor” y que “debemos luchar por nuestros derechos hasta 
el final”. La mención en la pregunta 16 de “confianza en mí 
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misma y autoamor” y “quizás el tener el valor de defender-
me” subraya el componente interno que impulsa la acción 
y la resistencia.

XVIII. La necesidad de un cambio 
cultural y educativo profundo
Finalmente, las respuestas apuntan a la urgencia de trans-
formar las estructuras culturales y educativas que perpe-
túan la violencia de género.

Educación y formación
Un 18.18 % de las respuestas sobre otros tipos de apoyo 
aboga por la “formación, desde niños, reforzamiento del 
concepto de masculinidad y feminidad”, “reestructura-
ción a nivel cultural”, y “campañas de información sobre el 
tema”. Esto indica un reconocimiento de que la violencia no 
es sólo un problema individual o legal, sino una manifesta-
ción de normas y valores sociales arraigados que requieren 
una transformación profunda.

Coordinación interinstitucional y 
refuerzo de entidades clave
También se menciona la necesidad de “un trabajo articula-
do entre la Fiscalía y la ccss” y que se “refuerce más el ina-
mu” y “más ayuda del inamu e imas”. Esto sugiere la necesidad 
de una respuesta integral y coordinada que vaya más allá 
del ámbito judicial e involucre a diversas instituciones para 
brindar un soporte completo a las víctimas.

El análisis de las respuestas abiertas revela un pa-
norama complejo y multifacético de la experiencia de las 
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mujeres frente a la violencia. Los temas recurrentes de la 
falta de información, la profunda desilusión con un siste-
ma judicial percibido como ineficaz, lento y desprovisto de 
empatía, y la necesidad crítica de apoyo psicológico y redes 
de soporte emergen como los desafíos más apremiantes. A 
pesar de estas barreras sistémicas y culturales, las voces de 
las mujeres reflejan un fuerte anhelo de empoderamiento y 
la voluntad de denunciar, impulsadas por el reconocimien-
to de su propio valor y el deseo de proteger a otras.

Este estudio subraya la urgencia de implementar es-
trategias integrales que aborden estas problemáticas de 
manera coordinada. Es fundamental mejorar la accesibili-
dad y calidad de la información sobre la violencia y los re-
cursos disponibles. Paralelamente, se requiere una reforma 
profunda del sistema judicial que garantice una respuesta 
más rápida, efectiva, y, crucialmente, empática y libre de 
revictimización. 

El fortalecimiento de las redes de apoyo comunitarias, 
familiares y profesionales de la salud mental es esencial 
para la recuperación de las víctimas. Finalmente, es indis-
pensable promover un cambio cultural y educativo profun-
do que desafíe las normas de género y erradique las raíces 
de la violencia desde edades tempranas. Sólo a través de 
un enfoque multifacético y una voluntad política firme se 
podrá brindar una protección real y efectiva a las mujeres 
víctimas de violencia y se facilitará su camino hacia la recu-
peración y el pleno ejercicio de sus derechos.

Aspectos puntuales de los operadores 
del derecho entrevistados
Como parte de la información recopilada y analizada fue 
la obtenida a través de operadores del derecho vinculados 
con la aplicación de la lpcvd, entre ellos un Juez de Familia, 
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un oficial de policía y un juez penal, se pudieron resaltar 
aquellos aspectos puntuales y coincidentes, entre ellos que 
los obstáculos que enfrentan básicamente no son sólo jurí-
dicos, sino también culturales e institucionales.

También coinciden en afirmar que la ley de penaliza-
ción contra la violencia doméstica no ha tenido un efecto 
disuasorio significativo sobre los agresores, por el contra-
rio, el índice de casos ha mostrado una tendencia al alza en 
los últimos años. 

Finalmente, otra coincidencia entre ellos es que en oca-
siones la obtención de la prueba para fundamentar el caso se 
torna difícil aunado a la vulnerabilidad de la víctima.

Desde una óptica jurídica, esto refleja que la dificultad no 

radica en el contenido normativo, sino en la prueba y la ca-

pacidad institucional para investigar. En consecuencia, el 

reto está en fortalecer mecanismos probatorios, acompa-

ñamiento estatal y coordinación interinstitucional, pues sin 

ello la ley corre el riesgo de ser “letra muerta”. En todo caso, 

no hay que perder de vista que la ley no fue creada para so-

lucionar todos los males.

Otro elemento esencial y que induce a la reflexión son 
los diversos enfoques que exponen los entrevistados, don-
de el Juez de Familia propone una educación temprana so-
bre el tema de la violencia doméstica; el oficial de policía 
considera que faltan recursos, mientras que el Juez Penal 
se centra en la resocialización de los agresores.

Jurídicamente, esto revela que el problema no es de norma, 

sino de política pública y de gestión institucional. Sin una 

estrategia integral que combine prevención cultural, acce-
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sibilidad territorial y rehabilitación de ofensores, la aplica-

ción de la ley seguirá siendo desigual y limitada. Es decir, la 

ley per se no es ineficaz.

XIX. Conclusiones
Aunque la ley, objeto de estudio del presente artículo, cons-
tituye un avance jurídico significativo en la protección de 
los derechos de las mujeres, su eficacia práctica ha sido li-
mitada, pero en franca mejoría día con día. Es cierto, que 
los objetivos de sancionar y prevenir la violencia enfrentan 
aun barreras estructurales como la revictimización, falta 
de recursos, descoordinación institucional y una compren-
sión insuficiente de las dinámicas sociales de la violencia.

No obstante, la norma ha contribuido a visibilizar el 
problema y a enfrentarlo de una manera más adecuada que 
en el pasado. Su eficacia, entonces, no debe medirse única-
mente a partir del número de condenas dictadas, sino tam-
bién en función de su correcta aplicación por parte de los 
operadores jurídicos, conforme a los fines para los cuales 
fue concebida. A la pregunta ¿es eficaz como ley? La res-
puesta es sí. Sí lo es. 

A la pregunta sobre si ha motivado al ciudadano a no 
configurar el delito. No surge una repuesta, sino otra pre-
gunta. ¿Realmente le compete a la ley penal amedrentar al 
delincuente? Si eso fuese cierto, no habría delitos. Pero la 
verdad es que, sí los hay y siempre los habrá.  Se parte de 
la falsa idea de que el derecho penal debe prevenir todos los 
fenómenos sociales-criminales. 

De este análisis se desprenden labores que no le com-
peten al derecho penal, sino a otras instancias. La capaci-
dad de enunciar políticas y generar un marco de protec-
ción preventivo deber ser el compromiso de otros sectores 
ya mencionados.



196

Re
vi
st
a 
Me
xi
ca
na
 d
e 
Ci
en
ci
as
 P
en
al
es
 /
 N
úm
er
o 
29
 /
 A
ño
 9
  

ma
yo
-a
go
st
o 
20
26
 /
 e
-i

ss
n:
 2
95
4-
49
63
 /
 M
éx
ic
o 
/ 

in
ac
ip
e

La Ley de Penalización de la Violencia contra las Muje-
res protege los derechos de las mujeres víctimas de la vio-
lencia, tal como lo consagra en su primer numeral, desde el 
momento que ésta permite la acción pública, sin necesidad 
de acción por parte de la víctima. Esto abre una ventana de 
oportunidad a la víctima encerrada en un círculo de vio-
lencia que claramente le es muy difícil, por no decir casi 
imposible de salir desde su óptica.

El verdadero impacto social de la ley no se descubre 
en su sola existencia, sino en la forma en que se articula 
con políticas interdisciplinarias que atiendan las causas 
estructurales de la violencia. Sólo así será posible avanzar 
hacia una sociedad donde el derecho de las mujeres a vi-
vir libres de violencia sea una realidad. No sólo apostar a 
la normativa que, sin su adecuada operación del derecho, 
libre de prejuicios o sesgos, es sólo “letra muerta”.

XX. Recomendaciones
Que las políticas públicas del Estado costarricense se en-
foquen en campañas agresivas sobre la prevención y trata-
miento de la violencia contra las mujeres, principalmente 
en educación primaria, secundaria y universitaria. 

Darles una mayor publicidad a los alcances de la ley 
de penalización de la violencia contra las mujeres, a fin de 
cerrar esas brechas de desconocimiento que se detectaron 
en esta investigación, con una perspectiva de género en pro 
de la defensa de los derechos humanos.  No se considera una 
reforma a la ley para hacerla más eficaz en su aplicación. 

Que las instituciones públicas involucradas en el 
abordaje de la violencia contra las mujeres dispongan de 
los recursos logísticos necesarios para brindarle una res-
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puesta más eficaz a las víctimas de la violencia doméstica 
y además operen una coordinación interinstitucional. 
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Resumen
El robo en cuanto a sus modalidades y supuestos con los que se 
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reintegración y, por ende, no inhiben a los mexicanos a cometer 
el delito y no se mantiene en cifras que consideramos tolerables.
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Abstract
Theft, in terms of its forms and the reasons for its perpetra-
tion, is considered the most common crime in Mexico. The penal 
codes of the states, in addition to containing many unnecessary 
elements, impose prison sentences without the purpose of pro-
moting reintegration or reinsertion. Therefore, they do not dis-
courage Mexicans from committing crimes, and the rates are 
not kept at levels we consider tolerable.

Keywords
Theft, facts, methods, incidents, penalties.

Sumario
I. Introducción. II. Conceptos y generalidades sobre el tema. 
III. Contexto y legalidad mexicana en cuanto al delito de robo. 
IV. Análisis sobre la criminogénesis del robo en México. V. Un 
análisis crítico dirigido al poder punitivo estatal, por una homo-
logación penal nacional sustantiva. VI. Conclusiones. VII. Refe-
rencias. 

I. Introducción

F enomenología es descubrir los significados de los fe-
nómenos experimentados por individuos a través del 
análisis de sus descripciones. Su principal enfoque se 

centra a través de la experiencia vivida de una persona, y 
con ello se obtienen similitudes y significados comparti-
dos (Solano, 2006, p. 5). En tal sentido y acaso, ¿el robo será 
un ente que pueda considerarse como tal? ¿Y se puede o 
debe descubrir y analizar conforme a aquellos elementos 
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que causan significado descriptivo en cuanto al concepto, 
contexto y enfoque del robo? Pero, sobre todo, al descubrir 
y evidenciar hallazgos, datos y medios que definen el fenó-
meno. ¿Se podrá llegar a resolver o mantener en cifras to-
lerables? Lo anterior al tomar en cuenta y considerar desde 
nuestro punto de vista que el robo es el delito más comple-
jo y difícil de corregir, ya que es sencillo de realizar y pue-
de ser desde una acción simple hasta escalar a un estado 
complejo para su culminación. En tal sentido, se producen 
diversas modalidades que una ley, al ostentar el carácter de 
generalidad, puede llegar a no dirimir el problema que ha 
escalado actualmente a fenómeno.

En el presente y en cuanto a la fenomenología del robo, 
se realiza un estudio legal y a su vez de criminogénesis y 
criminodinámica, en el contexto mexicano, que busca evi-
denciar los factores endógenos y exógenos que lo producen 
y, con ello, comprender ¿el porqué? La exasperación penal, 
a través de sus tendencias, no mantiene ni en cifras tole-
rables su tentativa o consumación, este conforme las inci-
dencias delictivas de los últimos lustros puesto que, no dis-
minuyen si no incrementan de forma significativa y sin el 
menor hallazgo para su reducción, por ende, consideramos 
este análisis de impacto con propuestas quizás disruptivas, 
pero que se pueden llegar a justificarse, esto por su efica-
cia en otros fenómenos. Sin embargo y a pesar de lo seña-
lado, en el presente no se desestiman los mecanismos de 
prevención que pueden llegar a influir en una aminoración 
del fenómeno, mas no dejamos exenta la crítica de aque-
llos elementos por los cuales no se aplica principalmente 
la denominada prevención social, y una vez que sean con-
siderados los fundamentos para que un ente no recaiga e, 
incremente el nivel de peligrosidad al reducirse su umbral 
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delincuencial o, incrementarse los estímulos criminóge-
nos, este trabajo se podrá jactar que aun de manera simbó-
lica o pequeña, llegará a ser considerable la aportación para 
la disminución del fenómeno, esto a través de la compleja 
y abstracta acción penal sobre el delito más incidente en 
México.

II. Conceptos y generalidades sobre el tema 
Robo, según la Real Academia Española, es una acción y 
efecto de robar, y robar es quitar o tomar para sí con vio-
lencia o con fuerza lo ajeno: esto es tomar para sí lo ajeno 
o hurtar de cualquier modo que sea (Real Academia Espa-
ñola, 2024). Para los 32 códigos penales de las entidades 
federativas, el concepto o la definición va más allá, dado 
que éstos definen lo que se comprenderá por el ilícito, y en 
cuanto a éste el Código Penal de San Luis Potosí lo divide 
en dos partes; en la segunda es donde bien define el robo, 
porque los 32 códigos de las entidades federativas contie-
nen las siguientes definiciones: 

“Al que se apodere de una cosa mueble ajena sin con-
sentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo”, y varía 
al señalar que comete el delito de robo; el que se apodera de 
una cosa ajena mueble, sin derecho y sin consentimiento 
de la persona que puede disponer de ella con arreglo a la 
ley. Excepto el Código Penal de San Luis Potosí, los demás 
definen el robo con términos como “al que se apodere” o 
“quien comete”, “a quien, con el ánimo de dominio”, pero el 
código señalado lo define: “Comete el delito de robo quien 
se apodera de una cosa ajena mueble o inmueble por des-
tino, sin derecho y sin el consentimiento de la persona que 
pueda disponer de ella conforme a la ley”.
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En cuanto al término de sectores conformes al título 
del presente, mencionamos que el robo se puede sectorizar 
dentro de este fenómeno criminal, esto al entender sector 
como parte de una clase o colectividad que presenta carac-
teres particulares (Real Academia Española, 2024). Es así 
como los sectores delictivos del robo cobran relevancia en 
el presente, y cada código penal de cada entidad federativa 
dividirá el robo en modos o supuestos, así como el Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
secciona el fenómeno delictivo del robo en sectores parti-
culares, esto es, tipo de delito, subtipo y modalidad.

En el tema que nos compete, según el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, el 
tipo será el patrimonio o delitos contra el patrimonio, 
el subtipo el robo, y las modalidades son robo a casa ha-
bitación, con violencia, sin violencia, el robo de vehículo 
automotor, de cuatro ruedas, de dos ruedas, de embar-
caciones, autopartes, a transeúnte en vía pública (Secre-
tariado Ejecutivo, 2024), entre otras, que enriquecen el 
tipo penal en cuanto a sus elementos.

Al analizar las modalidades, encontramos relación con 
éstas, que en México, al ser un país en vías de desarrollo, 
puede ostentar problemas de consumismo, tener carencias 
de empleos y salarios bajos, lo que se afirma en el análisis ya 
que asegura en cuanto a la sociedad que, ya no buscan sólo 
satisfacer las necesidades básicas como en un inicio de la 
historia de la humanidad, sino que con la aparición de mar-
cas, la publicidad y los medios de comunicación, de buscar 
saciar únicamente insumos básicos, pasaron al hiperconsu-
mo (Ramos, 2017, p. 47). Y por consecuencia, las personas en 
México pretenderán tener un nivel económico alto a cual-
quier costo. 
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Cuando en un sentido de vida se adopta el propósito 
de las compras desmedidas, y desafortunadamente no se 
logra al no poder satisfacer ese consumo por ser desmedi-
do, además de no cubrir necesidades, las personas se obli-
garán a delinquir (Ramos, 2017, pp. 47-48). Por lo expuesto, 
consideramos que en México la sociedad no sólo roba por 
necesidad, sino por buscar sobresalir ante sus semejantes y 
esto es, por querer un nivel social y económico de vida ele-
vado y ser distinguido con un cierto poder, dinero y presti-
gio que se adquiere a través del delito, en su mayoría por el 
robo según mediciones en México.

Los criminales, supuestamente se conforman por de-
lincuentes que su vida es regular, donde sus instintos los 
hacen delinquir por una pasión repentina, un arrebato, un 
desmayo pasajero de la voluntad o una necesidad los arras-
tra al crimen, porque una especie de fiebre los ha dominado 
y hecho pasar al acto, pero por la naturaleza de ser un acto 
repentino, tienden a volver a su vida normal, al seguir ésta 
su curso (Prins, 2018, p. 12), son los que se denominan como 
delincuentes ocasionales, y serán personas que cometen de-
litos de manera aislada, no pretenden una carrera criminal, 
ya que el crimen se realizó en la decisión delictiva, a través 
de circunstancias excepcionales, por ser meramente situa-
cional el hecho.

A su vez, se asegura que existe otra clase de delincuen-
tes que se conforman por poblaciones como: prisioneros, 
reincidentes, empedernidos e incorregibles, la gran tribu 
rebelde que, dentro de su contexto, se encuentra rodeada 
por la miseria, la ignorancia, las adicciones o los defectos 
de carácter inherentes a sus emociones o todo lo antes 
mencionado (Prins, 2018, pp. 12-13). Los denominados por 
el autor como delincuentes habituales, el ejército de la cri-
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minalidad. ¿Cuál de estas dos clases que describe el autor 
pondera en México? Nosotros sostenemos como hipótesis 
que es la última la que mayormente reside en México.

Tal vez consideramos, y con la finalidad de dar res-
puesta a la pregunta anterior, que la clase de criminalidad 
dominante en México debe ser la segunda que se describe 
con antelación, esto por las características que han sido 
inmanentes en un Estado que ostenta diversas carencias 
en cuanto a lo básico, y nos referimos a educación, empleo, 
cultura, bienestar, vivienda, entre otras.  Además, en un Es-
tado en vías de desarrollo, son notables las diferencias so-
ciales; y no por ello se ha de justificar la hipótesis absoluta 
de que los pobres delinquen solamente.

La construcción del delito y las violencias asociadas a 
la pobreza o a la desigualdad social son un mito (Peñaloza, 
2016, p. 23), y tendrán como propósito criminalizar, perse-
guir y etiquetar a los invisibles. Éstos son los pobres, mas 
es poco creíble que sólo ellos roben y que los ricos no lo ha-
gan, porque el robo es un delito muy común; es. en muchos 
sentidos, el delito que no respeta clases sociales y éste en 
México es el delito más habitual según los datos (Secreta-
riado Ejecutivo, 2024). Por ende, y aún no descartamos que 
el mayor ejército de criminalidad en cuanto al robo provie-
ne de la clase desposeída, resulta ingenuo aceptar que la 
clase adinerada no robe.

En cuanto a si el robo es un delito común, se asegura 
que es el delito más común y difícil de corregir, porque el 
espíritu que domina en la vida actual es el utilitarismo, y su 
forma más poderosa, la tendencia comercial. Según el autor, 
un ladrón es casi siempre incorregible, porque se encuentra 
continuamente expuesto a la tentación (Mc Donald, 2018, 
p. 29). Con esto, según lo expuesto y en cualquier lugar, se 
asegura que el ladrón conservará la costumbre; por ende, el 
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robo es necesario observarlo primeramente en conjunto y lo 
que es, como un sector de la criminalidad que es necesario 
sectorizar y tratar como fenómeno para contener. 

En el sentido expuesto, se podrá ostentar una visión 
de la delincuencia, y referente a esta última, se asegura que 
se trata de un fenómeno que procede de un medio específi-
co, esto porque el delincuente es un tipo particular y el de-
lito es un comportamiento diferente a las demás conductas 
humanas; por lo tanto, hay delincuencia y delitos porque 
hay delincuentes (Rodríguez, 2019, p. 134). En este punto, 
sólo cabe cuestionarse con qué instrumentos, disciplinas o 
ciencias México puede reaccionar ante el robo: ¿será única-
mente con el derecho penal?

Es una realidad que México no trata la prevención so-
cial de la criminalidad; mayoritariamente utiliza la repre-
sión y esta última se manifiesta a través del derecho penal, y 
lo hace mediante la persecución, aprehensión, amenaza de 
prisión y los castigos con penalidades. Por tanto, al no aten-
der debidamente la prevención social, hacen de México el 
conjunto de causas perfectas para mantener una guerra de 
distinción social, educación pésima y de muy baja calidad, 
con un deficiente desarrollo cultural, pocas oportunidades 
de desarrollo laboral y políticas ineficaces y vulnerables en 
cuanto a la prevención del delito.

La prevención social del delito, al no atenderse por los 
factores mencionados, más el tema de la corrupción, hacen 
de México un país con una sociedad criminal perfecta (Ra-
mos, 2017, p. 47). Para contrarrestar lo expuesto, es nece-
sario en la prevención y represión ensayar una sociología 
jurídica que analice los procesos de creación de la norma 
penal y acciones, puesto que, al poner de manifiesto cómo 
funciona la naturaleza política de esos procesos, se podrá 
transmitir su resultado (Domínguez, 2018, p. 16), lo que da 
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como resultado implementar una política criminal acorde 
a las necesidades del país.

En concreto, por política criminal se debe entender la 
política que el Estado adopta para cumplir su función en 
materia criminal, y tiene como objetivo primordial la lucha 
contra el delito para lograr la vida ordenada en comuni-
dad, de donde se deriva que el delito constituye el principal 
objeto de atención de la política criminal (Moreno, 2018, 
p. 170). La materia abarca los campos legislativos, judiciales 
y ejecutivos del Estado; esto depende del órgano en el cual 
se adopta el tratamiento, medida o estrategia ante la delin-
cuencia o criminalidad.

En lo expuesto, se destaca lo que Moreno Hernández 
señala en cuanto a la política criminal legislativa, ya que es 
aquella que al órgano legislativo le corresponde establecer 
en el marco normativo, y ésta regirá en un determinado lu-
gar (Moreno, 1996, p. 32). Por lo expuesto en la materia, y por 
la propia definición de política criminal, podemos solamente 
proporcionar una visión político-criminal dirigida al poder 
público estatal y para ello es necesario abrir un análisis so-
bre lo considerado fundamental y básico, y esto es en las le-
yes penales mexicanas y sus incidencias delictivas. 

En tal sentido y por la pertinencia del tema en la mate-
ria, es necesario analizar lo siguiente:

III. Contexto y legalidad mexicana 
en cuanto al delito de robo
Los datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública son claros: de 2015 a 2024, el deli-
to con mayores incidencias es aquel que va en contra del 
patrimonio y en específico son los del robo (Secretariado 
Ejecutivo, 2024), pero en el Estado mexicano al parecer los 
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estudios relevantes al crimen y la inseguridad apenas co-
mienzan. Casi todas las agencias de seguridad pública re-
cogen datos sobre el crimen, pero carecen de credibilidad 
(Peñaloza, 2016, p. 23). Aun así, si tomamos como referen-
cia los datos del Secretariado, tendremos claridad sobre la 
cuantía del delito y será suficiente.

Al tener verificativo que el robo ostenta el más grande 
volumen de incidencias, y con esto supera cualquier otro 
delito en el fuero común desde el año 2015 a 2024, porque 
en 2015 se registraron 1 657 804 incidencias delictivas y 
de estas 883 761 fueron contra el patrimonio. Dentro de 
este apartado, el robo en sus diferentes modalidades sumó 
la cantidad de 652 647 incidencias (Secretariado Ejecutivo, 
2024). Por lo tanto, a pesar de lo que señala el autor citado 
con anterioridad, es importante el referente que aporta la 
institución que recaba incidencias criminales en México.  

La modalidad del robo que mayormente se comete 
en México, según el Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, es la de robo de vehículos 
automotores, después la de robo a negocio, esto según las 
cifras de incidencias de 2015 a 2024 (Secretariado Ejecuti-
vo, 2024). Entonces, ¿cómo podemos mantener en niveles 
tolerables el delito de robo, principalmente en las dos 
modalidades que inciden más en los mexicanos? Es cierto 
que la amenaza y los castigos que impone la normatividad 
penal mexicana no producen efectos positivos, pero debe 
existir un hallazgo u origen que nos dé respuesta. 

Si tomamos como ejemplo el caso del Estado de Méxi-
co, que es la entidad federativa donde se cometen más ro-
bos y es la que ostenta el código penal más endurecido, esto 
en cuanto a las penas de prisión ya contempla la prisión 
vitalicia, y por ello no podemos obviar el gran problema que 
de allí emana, porque la amenaza penal palpablemente no 
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produce un resultado alentador. Ahora bien, en cuanto al 
robo, cabe cuestionarse si el resto de los códigos de las en-
tidades federativas ¿tendrán la misma problemática? Y de 
ser positiva la respuesta, ¿a qué se deberá dicha problemá-
tica? ¿Será la estructura?

México ostenta 32 códigos penales del fuero común, 
además de leyes federales que contemplan otros delitos. 
Todos los códigos locales definen el robo, pero aquel que 
sale un poco de los esquemas es el Código Penal de Aguas-
calientes, ya que es enfático en mencionar en qué consiste 
el delito de robo, esto en su artículo 140 fracción prime-
ra y segunda, lo que marca una diferencia entre los demás 
códigos penales de las entidades federativas. La normativa 
penal en México, por la prohibición de analogía conforme 
al artículo 14 de nuestra Carta Magna, buscará ser precisa 
y sin margen a subjetividades.

La norma penal, al buscar o tratar de ser exacta, en lo 
mayor posible evitará problemas técnico-jurídicos en cuan-
to a su contenido y estructura, todo para una interpreta-
ción dogmática acorde a lo que se deba de estipular. Pero 
al percibir el hecho de que más de cuatro códigos penales 
(uno es el de Nuevo León) no le pongan acento a la palabra 
código, y que sean constantemente repetitivos en sus de-
finiciones (como el de Chiapas en sus artículos 270 y 277), 
más suscribir supuestos y modalidades de robo fuera de 
sus títulos o capítulos, consideramos prudente adelantar 
que la amenaza penal por esas fallas no es efectiva.

Cada entidad federativa tiene cierta autonomía para 
definir sus leyes locales, pero no cabe duda de que México y 
sus leyes penales suelen remarcar la amenaza. Esto se ob-
serva en el Código Penal de Coahuila, que es muy específico 
con sus agravantes en el robo; asimismo, el Código Penal 
de Jalisco, del Estado de México y Nuevo León, este último 
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en cuanto al robo equiparado. Y de lo expuesto debemos ar-
gumentar que, si bien no es una regla la homogeneidad de 
criterios, sí deberíamos mantener un control sobre éstos y 
también sobre las penas, las cuales, por más que enfatizan 
en la amenaza, no observamos resultados positivos.

 Referente a las penas, Ríos Martin al citar a Ferrajoli, 
es enfático al señalar que éstas son sin duda la historia más 
horrenda e infame de la humanidad, aún más que la histo-
ria de los delitos, porque son más despiadadas y numerosas 
que las violencias producidas por los delitos, esto, porque 
el delito puede ser ocasional y a veces impulsivo u obliga-
do, pero las penas siempre son programadas, consientes y 
organizadas por muchos frente a uno (Ríos, 2017, p. 93). Las 
penas en México pueden variar por diversas razones, ya sea 
por atenuantes o por agravantes. 

 En este punto, en cuanto al delito del robo, acaso, ¿las 
penas serán tan insignificantes para que valga la pena rea-
lizar el ilícito? ¿Vale la pena el riesgo por la recompensa? 
En el estudio hicimos un análisis de los 32 códigos penales 
referentes al delito de robo, y en ello revisamos cuál es la 
penalidad mínima y la máxima, siempre relacionada con 
el mencionado delito. A continuación, presentamos la si-
guiente tabla donde exponen los códigos penales que con-
templan menos tiempo tratándose de privación de la liber-
tad de la siguiente manera:  
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Cuadro 1. Medición de las penas de prisión por robo

Códigos penales Penas de prisión Artículos

Chiapas tres meses de prisión artículo 270 fracción I

Guerrero dos meses de prisión artículo 191 fracción I

Nayarit tres meses de prisión artículo 380 fracción I

Sinaloa tres meses de prisión artículo 203 fracción I

Sonora un mes de prisión artículo 305

Tabasco tres meses de prisión artículo 175 fracción I

Tamaulipas dos meses de prisión artículo 402 fracción I

Veracruz tres meses de prisión artículo 202

Son los códigos con las penalidades mínimas de me-
nor tiempo de privación de la libertad por el delito de 
robo; en cuanto a los demás códigos, la penalidad mínima 
que manejan en su mayoría es de seis meses de prisión.

De las entidades federativas con menor tiempo de pri-
sión al contemplar la penalidad mínima, acaso ¿algunas de 
ellas tendrán los niveles de robo más elevados en el país? 
La respuesta a la pregunta anterior es negativa; según da-
tos del año 2015 a 2021 (Secretariado Ejecutivo, 2024), estos 
estados no figuran en los primeros sitios de incidencias de-
lictivas en cuanto al delito de robo, de hecho, y al contar las 
incidencias delictivas del año 2015 a 2024, los resultados 
son los siguientes: 
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Gráfica 1. Incidencia delictiva de robo

Esto en cuanto a las incidencias delictivas en un 
tiempo de siete años (Secretariado Ejecutivo, 2024). Cabe 
agregar que el Estado de México sólo en el año 2015 tuvo 
168 652 incidencias delictivas por el delito de robo en sus 
diversas modalidades. 

Los códigos penales de las entidades federativas, ma-
yormente endurecidos, esto es, con las penalidades más 
elevadas de privación de la libertad sin contemplar agra-
vantes, son los siguientes:

Incidencia delictiva

Nayarit con 6 349 Sinaloa 
con 58 586

Guerrero 
con 62 563

Sonora 
con 69 414

Tamaulipas 
con 95 560

Tabasco 
con 136 852

Veracruz 
con 161 613
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Cuadro 2. Entidades con penalidades más elevadas por robo 

Estado Penalidad 

Colima 20 años de prisión

Hidalgo 20 años de prisión

Jalisco 20 años de prisión

Estado de México 70 años de prisión sí al que le robaron muere en el hecho

Michoacán 25 años de prisión

Morelos 25 años de prisión

Oaxaca 25 años de prisión

Yucatán 20 años de prisión

Quintana Roo 18 años de prisión

Veracruz 20 años de prisión

Querétaro 16 años de prisión

De las entidades federativas con mayor tiempo de 
prisión al contemplar la penalidad máxima sin agregar 
agravantes, acaso ¿algunas de ellas tendrán las inciden-
cias de robo más elevadas en el país? Según datos es el 
Estado de México, el que ostentó el primer puesto de in-
cidencias delictivas en cuanto al robo en sus diferentes 
modalidades (Secretariado Ejecutivo, 2024).  A continua-
ción, se expone la gráfica que, según mediciones, expone 
a los estados con mayores incidencias delictivas de robo: 
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Gráfica 2. Estados con mayor incidencia delictiva de robo, de 2015 a 
2021

Para ser más explícito se expone la siguiente tabla: 

Cuadro 3. Estados con mayor incidencia delictiva de robo

Estados con mayores 
incidencias delictivas de robo Periodo Variantes

Estado de México 2015 a 2021 No 

Ciudad de México 2015 a 2021 No 

Jalisco 2015 a 2021

Del año 2016 a 2021 se 
mantuvo en el tercer 
puesto con incidencias 
delictivas de robo, pero 
en 2015 este estado 
se quedó en el quinto 
puesto.

Baja California 2015 a 2021

En el año 2015 se colo-
có en el tercer puesto, 
pero en 2016 y 2017 en 
el cuarto. En 2018, 2019 
y 2020 en el quinto 
puesto y en 2021 en el 
cuarto puesto.

Periodo de 2015 a 2021

Estado de México

Ciudad de México

Jalisco

Baja California

Guanajuato

23%

10%
10%

58%

9%
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Guanajuato 2015 a 2021

Se mantuvo dentro de 
las cinco entidades 
con las mayores inci-
dencias delictivas del 
país, en cuanto al robo, 
en el año 2015 osten-
to el cuarto lugar, en 
2016 y 2017 en el quinto 
puesto, en 2018, 2019 
y 2020 en el cuarto 
puesto, y en 2021 en el 
quinto puesto

Todo conforme a las mediciones de la institución seña-
lada con antelación y la contabilidad realizada por nosotros 
en la tabla anterior (Secretariado Ejecutivo, 2024). Consta-
tamos la situación del país en cuanto al robo, sea contem-
plada por el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, y castigada por los códigos penales 
de las entidades federativas; ahora necesitamos adentrar-
nos al origen de la problemática del fenómeno, y para ello 
es imprescindible analizar la criminogénesis del robo.

IV. Análisis sobre la criminogénesis del robo en México
Para abordar las causas, factores, elementos y fundamentos 
del origen criminal que se pretende estudiar, es necesario 
primero y antes que nada definir las bases con las que se pre-
tende estudiar, y por ello son imprescindibles los temas de la 
personalidad, la conducta y decisión delictiva. En tal sentido, 
primero señalaremos que la personalidad y la conducta de-
lictiva, según Marchiori, están motivadas especialmente por 
las innumerables frustraciones a las necesidades internas 
y externas (Marchiori, 2018, p. 3). Éstos son elementos que 
impactan en el ser y las emociones, que pretenden liberarse 
con actos por las tensiones producidas. 
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En cuanto al ser, consideramos que la conducta será 
una manifestación suya, y ésta es siempre la respuesta y re-
acción al estímulo configurado por la situación total, el cual 
se utiliza como defensa y dará el sentido de proteger al or-
ganismo de la desorganización, debido a que, esencialmente, 
es reguladora de tensiones. Lo anterior para dar respuesta 
y conocer de manera general lo que induce a la persona a 
delinquir, ya que la conducta delictiva se hace en función de 
la personalidad y obedece también al contexto social, al igual 
que los elementos citados con antelación, y en todo es donde 
se encuentra inmersa la conducta criminal.

 Entonces, en una lógica aceptable, la persona se pue-
de adaptar al mundo a través de sus conductas, pero tam-
bién de la significación e intencionalidad que constituye un 
todo organizado que se dirige a un fin y, en ese entender, 
se pudiera señalar que el delincuente tiende a una perso-
nalidad conflictiva y criminal, esto en cuanto el abordaje de 
los elementos citados, porque es dañado a través de sucesos 
que afectan considerablemente el ser, y será aquí donde las 
personas más cercanas marcarán al individuo, porque 
las relaciones que van a tener un mayor efecto sobre la con-
ducta, serán aquellas donde exista una cercanía.  

Por lo expuesto y en cuanto al robo, una persona será 
proclive por la influencia de las personas con las que se 
tienen las relaciones más importantes y cercanas, porque 
en ellas radica en cómo aprenden, mantienen y modifican 
conductas que podemos observar y modelar en distintos 
contextos de aprendizaje, sea en familia, grupo de pares, 
medios de comunicación, entre otros, y no podemos obviar 
los factores de riesgo, éstos desde el paradigma del apren-
dizaje humano que hacen más probable que una persona 
cometa actos delictivos (Akers, 2006, pp. 1117-1138). Lo an-
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terior se explica en cuanto a los elementos que señalamos 
a continuación: 

  
1.	 Si se relaciona diferencialmente con otras perso-

nas que realicen, modelen, apoyen y propugnen 
actitudes y conductas favorables a las violaciones 
de normas sociales y jurídicas (asociación/refuerzo 
diferencial).

2.	 Cuando la conducta desviada aprendida haya 
sido objeto de refuerzo diferencial frente a la con-
ducta conforme a la norma, lo que significa que la 
persona habrá recibido en el pasado, por su con-
ducta, una recompensa relativamente superior al 
castigo (refuerzo diferencial).

3.	 Cuando un sujeto, simbólicamente o en persona, 
esté relativamente más expuesto a los modelos 
desviados que a los adaptados (imitación), y ob-
serve más a los primeros que a los segundos.

4.	 Cuando sus propios valores, actitudes y conduc-
tas aprendidas sean relativamente más favora-
bles (deseables o justificadas) a la comisión que a 
la abstinencia de actos desviados o antisociales.

5.	 Cuando la probabilidad de una conducta adapta-
da disminuya y la probabilidad de una conducta 
desviada aumente, al variar el equilibrio de estas 
variables en la dirección inversa a la conducta 
prosocial o no violenta (Akers, 1997).

Junto con la importancia que ostenta una asociación 
que contiene el aprendizaje social sobre el delito de robo, 
será importante tomar en cuenta la asociación diferencial, 
porque al entender o llegar a tener una noción de la abs-
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tracta, impredecible, conflictiva personalidad y conducta 
del ser humano, se puede llegar a la conclusión de que éste, 
ante todo, se encuentra inmerso en un contexto en el cual 
acepta y califica como normal, porque acepta las actuacio-
nes criminales y termina por apropiarse de ellas e incurre 
en su realización (Junco, 2016, p. 24). Entonces el inclinarse 
sobre una conducta, también se deberá a la aceptación. 

Entonces, si el robo proviene de la aceptación de ac-
tuaciones en la personalidad y conducta, entonces éstas se-
rán aprendidas también mediante la comunicación social, 
y sucederán según en el interior de un grupo restringido 
donde se establecen relaciones personales –igual que cual-
quier otro modelo de comportamiento–, y éstas asociacio-
nes tendrán preponderancia en la formación del individuo 
de acuerdo con la frecuencia, duración, anterioridad e in-
tensidad con que se entablen (Sutherland, 1969, p. 557). Por 
ende, la formación criminal comprenderá también la ense-
ñanza de técnicas para cometer infracciones. 

 Si el robo comprende la enseñanza de técnicas, sean 
simples o complejas, éstas serán orientadas con tendencias 
impulsivas a nivel racional como de actitud, y se encontra-
rán en función de la interpretación favorable o desfavora-
ble en cuanto se realicen o no las disposiciones legales y, 
por tanto, concretamos que no se nace ladrón, tampoco se 
hereda el ser delincuente, no es algo fortuito o irracional, 
tan sólo se aprende y sucede como otro comportamiento o 
actividad más.

En el robo, consideramos pertinente señalar que se 
da con base en una decisión racional, tomada ésta por una 
previa balanza de coste y beneficios de la conducta delic-
tiva; en ella pueden influir variables de diversa índole, ya 
que la decisión positiva de cometer un delito será cuan-
do, desde el punto de vista del delincuente, los beneficios 
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excedan los costes. A eso se le denominará la teoría de la 
elección racional (Cornish, 1987, p. 933). Por lo señalado, el 
delito de robo se dará cuando el sujeto centre su interés 
sobre la prioridad de una conducta desde la racionalidad 
instrumental, ésta mediante cálculos de beneficios y costos 
de sus acciones. 

La teoría de la elección racional aparecerá por la con-
currencia de dos factores: a) cuando los costos/riesgos de 
la conducta delictiva sean inferiores a los beneficios; y b) 
cuando un delincuente motivado tenga una oportunidad 
no problemática para la comisión delictiva (Cornish, 1987, 
p. 948). Por lo señalado anteriormente, consideramos per-
tinente retornar a lo siguiente: 

La conducta humana, es el reflejo vivo del resultado del 

proceso interactivo de aspectos internos de la persona que 

guardan referencia con la personalidad, la moralidad, lo es-

piritual, la educación, la inteligencia, los sentimientos, las 

preferencias y los gustos. La conducta es la causa final de 

la expresión pura del comportamiento individual, sólo en 

ella se albergan los principios y valores de la coexistencia 

del ser humano y, por tanto, en conjunto con la sociedad, 

asimismo, las tendencias o inclinaciones inherentes a su 

propia naturaleza, los trastornos psicológicos, la adquisi-

ción de hábitos y costumbres, usos y tradiciones, las sa-

tisfacciones controladas y no controladas. La conducta al 

rebasar los límites que regulan el orden y la convivencia de 

las personas en sociedad es donde decimos que se hace de-

lictiva. (Ángeles, 2016, p. 1)

Si el robo se desarrolla mediante una serie de razones 
que lo producen, sustentan y mantienen, tales motivos, ra-
zones o elementos se incrustan en una organización más 
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o menos estable y duradera del carácter, temperamento, 
intelecto y físico de una persona que determina su adap-
tación única al ambiente, y esta adaptación del ambiente 
dependerá del carácter que podrá denotar o no un sistema 
estable y duradero de la conducta conativa –voluntad– de 
una persona, ésta será acompañada del temperamento cuál 
se vierte a través de un sistema que podrá ser o no estable y 
duradero de la conducta afectiva.

Por lo anteriormente expuesto, el acto de robo pue-
de llevarse de manera mediata o inmediatamente según 
la emoción, esto sí afecta significativamente al intelecto, 
y este último repercute en la conducta cognitiva o inte-
ligencia que después se ha de manifestar físicamente en 
una configuración corporal y de la dotación neuroendócri-
na (Eysenck, 1985, p. 9). Conforme lo anterior, la persona-
lidad definirá llevar a cabo un robo o no al depender de un 
conjunto de comportamientos influenciados también por 
la dotación genética, y ésta se desarrollará en un contexto 
social. 

Conforme todas las teorías expuestas y al tener cono-
cimiento fehaciente del robo y su compleja estructura, nos 
encontraremos de acuerdo con la idea de que el ladrón será 
muy común y difícil de corregir, porque su espíritu es do-
minado en la vida actual por el utilitarismo, y le será com-
plicado abstenerse de la tendencia comercial en tal sentido, 
éste será casi siempre incorregible, porque se encontrará 
continuamente en la tentación (Mc Donald, 2018, p. 29). El 
ladrón conservará la costumbre, por ende, es necesario un 
tratamiento adecuado para llegar a un auténtico control 
del fenómeno y será viable lo siguiente:

En atención al tema, resulta importante e imprescin-
dible exponer los factores endógenos y exógenos del fenó-
meno a tratar, por ende, nos encontraremos de acuerdo 
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con que se debe trabajar conforme los estímulos criminó-
genos y el umbral delincuencial. Éstos son o deben ser los 
fundamentos para una auténtica prevención y represión 
del delito, porque de allí, consideramos, se fundamenta la 
decisión delictiva, en tal sentido, se asegura que ambos 
elementos constituyen el núcleo central de la personalidad 
criminal (Rodríguez, 2019, p. 137), ya que generan el impul-
so criminal.

El umbral delincuencial es la capacidad de la persona 
para reaccionar a una determinada cantidad de estímulo, 
y en este caso serán los factores criminógenos externos 
–oportunidad, provocación, crisis, entre otros–, los que 
provocarán y dependerá del umbral si reacciona o no. En 
tal sentido, habrá personas con un bajo umbral de dolor 
–se necesita poco estímulo o motivación para realizar el 
acto–; esto es: bajo umbral delincuencial o umbral estre-
cho que más fácilmente pasarán al acto y, por el contrario, 
aquellos con un umbral amplio no pasarán fácilmente al 
acto (Rodríguez, 2019, p. 136). Serán los endógenos. 

Los estímulos o factores criminógenos son las distin-
tas situaciones, circunstancias y características que influ-
yen en la modelación de la conducta induciéndola hacia la 
delincuencia, es decir, al cambiar la conducta del individuo 
y volviéndolo antisocial y criminal (Rodríguez, 2019, p. 146).  
Éstos, en la personalidad criminal, implican una relación 
dinámica entre el umbral delincuencial y el estímulo cri-
minógeno, por ello en el momento del paso al acto, si el es-
tímulo criminógeno permanece constante, dependerá del 
umbral delincuencial el que se mantenga sin variación. És-
tos serán los factores exógenos. 

La personalidad criminal se concretiza en los dos fac-
tores que consideramos indispensables, porque finalizan 
en conductas que, por el impulso, abren margen para ana-
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lizar lo que alimenta al núcleo de la personalidad criminal y 
el robo en México –el umbral delincuencial y los estímulos 
criminógenos–. Por tanto, debemos tomar en cuenta que 
en el delito las fuerzas colectivas tienen una acción domi-
nante, y se deben combatir desde tres campos de acción –
ejecutivo, legislativo y judicial–; así será viable una política 
criminal ante el fenómeno.

V. Un análisis crítico dirigido al poder punitivo estatal, 
por una homologación penal nacional sustantiva
Es importante señalar que México es un país con mucha di-
versidad social, cultural y territorial; por consecuencia, os-
tenta bastantes problemas de toda índole y por ello se pue-
de llegar a justificar una diversidad legal en materia penal 
y, por supuesto, se ha buscado resolver dichos problemas 
de criminalidad con la principal herramienta utilizada por 
el Estado, el derecho penal. Como México es plural, diverso 
y, al justificar la diversidad legal, se asegura que el compor-
tamiento puede llegar a tener variaciones.

Las variaciones se dan conforme a la sensibilidad, el 
contexto, las personas y las emociones principalmente, 
pero también con los climas fríos o cálidos (Tieghi, 2004, 
p. 39), todos se complementan con aspectos multifacto-
riales de toda índole, los cuales se podrán encontrar en las 
diferencias o singularidades culturales, personales o con-
textuales. Todo lo expuesto debe contemplar la parte legal, 
puesto que la autonomía que nuestra Carta Magna le otor-
ga a los estados para regirse con sus propias normas jurí-
dicas hace que los treinta y dos códigos locales produzcan 
respuestas generales a problemas particulares, lo que hoy 
no es viable. 
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En cuanto a las respuestas generales, éstas se ven in-
mersas en supuestos de hechos y modalidades. En las úl-
timas, Zaffaroni argumenta que provienen de la conducta 
y ésta tiende a considerar que el dolo, la culpa, la comisión y 
la omisión son diferentes modalidades o estructuras típi-
cas (Zaffaroni, 2007, p. 92), lo que significa que la acción u 
omisión penal ostentan modalidades para la criminaliza-
ción, y es por excelencia el modo de exteriorizar la conduc-
ta, sea por acción u omisión, dolosas o culposas, consuma-
das o en grado de tentativa, por autoría o participación. 

En cuanto al supuesto de hecho es el supuesto cons-
titutivo de la norma penal, al que se halla enlazada impu-
tativamente una sanción penal. El tipo describe, delimita y 
precisa minuciosa y unívocamente, la conducta que el le-
gislador valora como delictiva y merecedora de punición, 
ésta por ser lesiva o poner en peligro bienes jurídicamen-
te tutelados (Gómez, 2001). Son en todo sentido, los tipos 
penales que se encuentran en los artículos de un código 
sustantivo penal.  

Los códigos penales de las entidades federativas, en 
cuanto a las modalidades y supuestos, de hecho, son muy 
diversos; por ejemplo, los códigos penales de Coahuila, Chi-
huahua, Guerrero y Yucatán tipifican un delito como robo 
de ganado. Incluso este último estado contempla el robo de 
ganado mayor y menor que los códigos con antelación no 
tipifican, y los códigos de Hidalgo, Jalisco, Estado de Méxi-
co, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Sinaloa, Sono-
ra, entre otros, contemplan o manejan el abigeato, que es el 
hurto de ganado o bestias (Real Academia Española, 2024). 
Cambia el léxico, pero es lo mismo. 

 En cuanto al robo de animales, el Código Penal de Ta-
basco maneja el robo de aves, pero las modalidades y su-
puestos de hecho son dirigidos finalmente sobre una es-
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tructura parecida en vacas o aves; por ende, hacen que los 
treinta y dos códigos ostenten bastantes similitudes y pocas 
singularidades, las cuales generan confusión y un desorden 
nacional normativo, y consideramos que producen también 
un distanciamiento entre los castigos sobre el mismo deli-
to, una falta de efectividad en la realidad cuando se trate de 
la amenaza y el castigo penal, más una ausencia de bases y 
fundamentos para la reinserción o reintegración social. 

Por lo expuesto, y conforme a las cifras de incidencias 
delictivas, no podemos obviar que, en cuanto al robo, las 
leyes penales locales no funcionan debidamente, porque no 
corrigen, no cohíben y no causan el efecto de inhibir a las 
personas para que no cometan el delito. Es necesario un 
cambio en la legislación penal sustantiva, y ¿cómo debe-
ría ser éste? Domínguez Figueirido asegura que el carácter 
político de las políticas criminales debe versar sobre traba-
jos no redundantes, ni demasiado genéricos o conducentes 
(Domínguez, 2018, p. 16), debe abarcar la multidisciplina-
riedad.

Un trabajo político criminal no solamente versa en lo 
teórico, sociológico o jurídico, sino que le da prioridad a las 
conexiones que existen entre el trabajo de las instancias 
penales y los procesos de decisión política (Domínguez, 
2018, p. 16). Por ende, la normatividad penal mexicana en 
cuanto al delito de robo debe versar sobre bases dogmáti-
cas funcionalistas con penalidades homologadas y con ele-
mentos que habiliten acciones a través de políticas públi-
cas para la prevención, reinserción o reintegración social, 
esto a través de un solo código penal.

Sin embargo, tenemos que cuestionar: ¿cuál sería el 
problema básico de implementar un código único o nacio-
nal penal en México? Será el principio federalista, el cual 
implica un sistema constitucional que conlleva una sobera-
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nía dual entre los estados y la federación, esto por la heren-
cia del Acta Constitutiva y Constitución de 1824, así como 
en las Constituciones mexicanas de 1857 y 1917. Sobre el 
tema, cabe cuestionar que, en México, la política criminal 
ha vivido a la deriva, sin un plan reflexivo, ya que se expiden 
leyes y medidas pragmáticas momentáneamente puestas 
en vigor, lo que genera el desorden y heterogeneidad vista.

Referente a la heterogeneidad, ésta se pretende sol-
ventar al rectificar al poco tiempo de ser aplicada la ley 
penal, lo que se convierte en un constante hacer y desha-
cer (Carrancá, 1980, p. 158). Lo penal pertenece al orden 
público, y éste no puede ser varío en un mismo país y en 
una misma sociedad humana. Es absurdo, por ende, la he-
terogeneidad de los códigos locales tras el análisis realiza-
do, que vislumbra una falta de adecuación a los principios 
constitucionales, una deficiente técnica jurídica, así como 
una manipulación de la norma penal y posible corrupción 
al aplicarse por su inconclusa prevención general.

Por los motivos expuestos y al contemplar lo señalado 
por Luna Leyva, quien asegura que es necesario impulsar 
un código nacional penal que establezca los delitos, penas 
y sanciones que deban imponerse en el territorio nacional, 
ya que, en las entidades federativas, las penas sobre los 
mismos delitos varían mucho de un estado a otro, sin dejar 
a efecto las particularidades de cada estado a la decisión 
de cada soberanía estatal (Luna, 2020). Consideramos un 
código nacional penal no afectará el principio del federalis-
mo, y esto se demostró con la implementación del código 
nacional de procedimientos penales.

 Cabe aclarar que estamos conscientes de que los pro-
cedimientos penales en México no son la panacea, pero sí 
podemos asegurar que mejoró el sistema de justicia penal 
y se cimentaron bases para proyectar un mejor Estado de-



VARIA / La fenomenología del robo en México: estudios sobre sus factores endógenos y exógenos / 
José Felipe Bastidas / Alfonso Carlos Ontiveros / José Rodolfo Lizárraga / pp. 203 - 240

231

mocrático y de derecho. Por ende, se debe reformar el inci-
so b de la fracción XXI del artículo 73 constitucional y fa-
cultar al Congreso de la Unión para legislar en todo el país 
sobre los delitos, penas y sanciones del fuero común, esto 
al erradicar la heterogeneidad poco equitativa e injusta que 
se evidenció en el presente. 

No debemos perder de vista que la propuesta para un 
código único se deriva del análisis que hicimos en cuan-
to al delito de robo, y que países como Alemania, Polonia 
y Canadá ya unificaron su legislación penal sustantiva. En 
ello, su argumento fue muy contundente al señalar que la 
responsabilidad legislativa por el derecho penal incluye el 
procesal penal y es un asunto federal, libre de la compli-
cación de las divisiones de poder entre el Estado federal y 
sus elementos constituyentes (Pérez, 2013). Por lo tanto, es 
pertinente aplicar el mismo criterio en la legislación penal 
sustantiva. 

El objetivo del presente, además de la propuesta de un 
solo código sustantivo para la nación, es buscar una armo-
nización conforme a estándares internacionales referente a 
la protección de los derechos humanos y, por ello, lo prime-
ro es lograr una armonización nacional y después llegar a 
una armonización internacional, puesto que, en el contexto 
actual, ya enfrentamos delitos transnacionales. En cuanto a 
la amenaza penal, los delitos y las penas se encuentran muy 
dispersos; es casi imposible para el ciudadano ostentar co-
nocimiento sobre ellos. Por ende, la prevención general es 
casi nula y entenderemos ésta de la siguiente manera:

Aquella que va orientada a los miembros de la sociedad 

en general y no al delincuente, esto es, no se circunscribe 

como finalidad inmediata o principal que el condenado no 

vuelva a delinquir en lo futuro, sino que orienta a la socie-
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dad. La prevención general se divide en positiva y negativa; 

la positiva es la que tiene que ver con un factor educativo, 

dado que la reprobación y reproche de las violaciones del 

derecho expresado en la pena pueden penetrar en la con-

ciencia ciudadana, refuerzan el respeto al ordenamiento 

jurídico. Y la prevención general negativa se caracteriza por 

fijar como fin de la pena la intimidación o coacción psicoló-

gica para disuadir a los potenciales delincuentes, esto es, 

un efecto disuasorio respecto a la comisión de delitos que la 

pena se ejerce sobre la totalidad de los ciudadanos, tanto a 

través de la abstracta conminación penal, como a través de 

la imposición del cumplimiento de la pena. Es la amenaza a 

la sociedad con el castigo. (Merino, 2018, p. 4145)

Conforme lo expuesto y señalado, consideramos per-
tinente expresar que aquella legislación penal sustantiva, 
debe estar impregnada de realidades político-criminales, 
las cuales se deben analizar a través de diversas ciencias, 
disciplinas o conocimientos, esto para fijar una acción pe-
nal loable y que no se encuentre fuera de la realidad, puesto 
que debe tener como fin no sólo un ontologismo que cuida 
la estructura nada más, sino ir a la verdad y justicia y, por 
tanto, conforme los hallazgos que se analizaron en el estu-
dio, es menester concretar el presente con las siguientes:

VI. Conclusiones
Primera.- Comprendimos que el robo es una acción y deli-
to definido por los códigos penales de las treinta y dos en-
tidades federativas en México, éste suele sectorizarse en 
modalidades y supuestos de hecho sea por instituciones o 
por las leyes penales locales, es el delito cuantitativamente 
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más relevante en México por ser el que tiene mayores in-
cidencias delictivas de los años 2015 a 2024, y la razón por 
que se efectúa tanto en el país, es porque éste es un Estado 
carente y su sociedad tiene necesidades primarias y ade-
más, las personas ya no buscan satisfacer solamente sus 
necesidades básicas, porque se encuentran en una compe-
tencia hiperconsumista donde buscan sobresalir ante sus 
semejantes, y el medio principal para lograrlo, es el delito 
de robo en México.
Segunda.- Los robos que ostentan mayores incidencias de-
lictivas en cuanto a modalidades, son los robos de vehículo 
automotor y robo a negocio, esto al contemplar las fechas 
de los años de 2015 a 2024, el Estado mexicano regula en el 
fuero local el robo a través de treinta y dos códigos penales, 
lo que origina múltiples modalidades y supuestos de he-
cho que generan un sin número de formas de interpretar 
la ley penal, y esto suele cobrar importancia al momento de 
aplicar el castigo a través de las penas debido a que, suele 
ser inequitativo y por la heterogeneidad que ostentan las 
leyes locales referentes al delito de robo, se producen penas 
de prisión sobre el mismo delito –hechos– injustas por la 
gran diversidad de criterios de interpretación.
Tercera.- Nosotros por el desorden normativo que eviden-
ciamos en el presente, concretamos que lo mejor para el 
Estado mexicano es primero una homologación de la ley 
penal, que sea de orden general y con un orden estructural, 
sin faltas de ortografía, y elaborada por especialistas en las 
ciencias penales esto, al ensayar una sociología jurídico-pe-
nal en el país, proyectada en una sola normativa nacional 
penal sustantiva, sin olvidar contemplar en cuanto se trate 
de modalidades y supuestos de hecho, el buscar ser especí-
ficos y con penalidades de prisión inherentes a la readapta-
ción y reinserción social de las personas y éstas, apoyadas 
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en programas originados por políticas públicas que con-
tribuyan a la prevención social del delito de robo, todo a 
través de una estructura dogmática que valore realidades 
político criminales a través de sus elementos.
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Resumen 
Los delitos que afectan a los menores de edad son diversos; 
sin embargo, destacan las transgresiones de carácter sexual, 
derivadas de condiciones y situaciones de vulnerabilidad, que 
pueden desencadenar otras formas de violencia, como la ex-
plotación sexual. Frente a ello, el Estado mexicano sanciona y 
castiga estas conductas a través del Código Penal Federal y la 
Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas. A partir de esta problemática, se toma-
rán en consideración diversos parámetros y aspectos tanto in-
ternacionales como nacionales, reconocidos en la Convención 
sobre los Derechos del Niño, la Constitución mexicana y la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con el 
fin de identificar los elementos materiales y circunstanciales 
que influyen en la victimización.
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Abstract
Crimes affecting minors are diverse; however, sexual offenses 
stand out, arising from conditions and situations of vulnerability 
that may lead to other forms of violence, such as sexual exploi-
tation. In response, the Mexican State punishes and sanctions 
these behaviors through the Federal Penal Code and the Law to 
Prevent, Punish, and Eradicate Crimes in Matters of Human Traf-
ficking. Based on this issue, various parameters and aspects—
both international and national—recognized in the Convention 
on the Rights of the Child, the Mexican Constitution, and the 
General Law on the Rights of Girls, Boys, and Adolescents will be 
considered, in order to identify the material and circumstantial 
elements that influence victimization.
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I. Introducción

P ara la comprensión de la presente investigación, es 
necesario definir qué se entiende por niño o menor 
de edad. De acuerdo con la Convención sobre los De-

rechos del Niño (onu, 1989), se considera niño a toda perso-
na menor de 18 años de edad; salvo que, en virtud de la ley 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

En México, se considera como personas menores de 
edad a aquellas:

Niñas y niños […] menores de doce años, y adolescentes 

las personas de entre doce años cumplidos y menos de 

dieciocho años de edad. Para efectos de los tratados in-

ternacionales y la mayoría de edad, son niños los menores 

de dieciocho años de edad. (Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, 2024, art. 5) 

Cabe señalar que de acuerdo con lo establecido en la 
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
(lgdnna), desprendida de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos (cpeum),  los menores de edad son 
titulares de derechos, con base en los principios de univer-
salidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e 
integralidad, a través del respeto, protección y promoción 
de los derechos humanos de Niñas, Niños y Adolescentes 
(nna), por medio de acciones y mecanismos que permitan la 
prevalencia de los principios del interés superior del niño, 
el derecho a la vida, al desarrollo y la supervivencia, así 
como a la participación infantil y no discriminación, reco-
nocidos dentro la Convención sobre los Derechos del Niño.

Tanto los tratados internacionales como las leyes de 
los estados buscan el desarrollo y crecimiento pleno de nna, 
sin embargo, algunas ocasiones éstos se ven afectados por 
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otros factores presentes, lo que puede poner en riesgo su 
desarrollo biopsicosocial. 

II. Factores de vulnerabilidad 
El doctor Luis Rodríguez Manzanera señala que los indivi-
duos presentan factores que los predisponen a la victimi-
zación, generalmente de naturaleza endógena, los cuales 
constituyen una serie de debilidades que los vuelven más 
propensos frente a otros. Estos aspectos son:

•	 Biológicos: edad, sexo, condición física, enferme-
dades, daño orgánico cerebral.

•	 Psicológicos: deficiencia mental, trastornos, 
trauma.

•	 Sociales: marginación, discriminación, economía, 
educación, entre otros. (Rodríguez, 2017: 122)

Las personas menores de edad presentan diversos fac-
tores que las hacen vulnerables y son aprovechados para su 
victimización, como su edad, condición física y psicológica, 
que se pueden complementar con la situación económica 
y nivel educativo, lo que afecta a más de una esfera del 
desarrollo biopsicosocial.  

Derivado de las múltiples victimizaciones que viven 
los menores de edad, los estados han adoptado medidas 
educativas, sociales, administrativas y legislativas para 
protegerlos de toda forma de perjuicio, descuido, trato ne-
gligente, abuso mental, físico, sexual o cualquier forma de 
explotación (onu, 1989, art. 19).

Al considerarse las principales condiciones de vulnera-
bilidad existentes en los menores de edad para su victimiza-
ción, éstas podrán recaer principalmente en agresiones de 
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carácter físico, dentro del que se encuentran el abuso físico 
(golpes) y abuso sexual; en el último caso y con menores de 
edad, éste se denomina abuso sexual infantil o asi.  

III. Abuso sexual infantil 
Para el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Ber-
lineblau, 2017), el asi ocurre cuando una niña o niño es uti-
lizado para la estimulación sexual del victimario o agresor 
—el cual puede ser algún conocido o familiar de la víctima, 
sin dejar de considerar a personas desconocidas—, acom-
pañado de actos de gratificación para la persona adulta, in-
dependientemente del rechazo o la comprensión del acto 
sexual.

En México, la lgdnna (2024) establece el asi como toda 
aquella actividad o contacto sexual que pueda presentar un 
niño, niña o adolescente, con una persona mayor de edad, 
la cual ejerce el poder a través de la violencia o mediante 
el engaño o amenaza, para la estimulación propia o de ter-
ceros. Es necesario destacar que las personas menores de 
edad, por la inmadurez psicosexual, se vuelven altamente 
vulnerables para la comisión de dichos actos.

Araceli García-Piña, Arturo Loredo-Abdalá y Martha 
Gómez Jiménez (Cuautle, 2023) señalan que la Academia 
Americana de Pediatría define el abuso sexual infantil 
como una actividad que puede ser a través de contacto fí-
sico o visual, cometido dentro de un contexto sexual, por 
medio de la violencia, engaño e incluso la seducción de un 
niño sin capacidad de consentimiento, derivado de la edad 
y diferencia de poder. 

Los actos sexuales desarrollados en contra de meno-
res de edad son una conducta antisocial o delictiva que 
será castigada por las autoridades. En el caso de México, se 
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castigará con pena de seis a 13 años de prisión y hasta 500 
días multa a quien: 

Abuse sexualmente de una persona menor de dieciocho años 

de edad o en persona que no tenga la capacidad de compren-

der el significado del hecho, aun con su consentimiento, o 

que por cualquier causa no pueda resistirlo o la obligue a eje-

cutarlo en sí o en otra persona.  (cpf, 2024, art. 261)

El Senado de la República (2019) señaló que México es 
el primer lugar mundial en abuso sexual infantil con 5.4 
millones de casos anuales, de acuerdo con estudios de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
mico (ocde), esto durante su presentación en el foro “Vio-
lencia Sexual Infantil y Adolescente: Retos Legislativos”.

El indicador de asi en México y en el mundo se debe 
a que las personas victimarias son conocidas o familiares 
de las víctimas, de las cuales el 93 % conocen a su agresor 
(Rape, Abuse e Incest National Network, 2024).

IV. Trata de personas
Hay que mencionar que las victimizaciones cometidas en 
contra de menores de edad dentro de la esfera sexual pue-
den presentar diversas connotaciones de carácter jurídico, 
que van más allá del asi, pues en el momento en que se ob-
tiene un beneficio o se lucra con nna, podríamos estar ante 
otro delito por investigar, como es la explotación sexual:  

La explotación sexual es un término relacionado directamen-

te con el delito de trata de personas, el cual consiste en la 

captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción 

de personas, recurriendo a la amenaza, o al uso de la fuerza 
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u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al 

abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o a la 

concesión o recepción de pagos, o beneficios para obtener 

el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 

otra, con fines de explotación.  (Convención de las Naciones 

Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 

2000, pág.1)

Por otra parte, la Oficina de Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (unodc , por sus siglas en inglés) define la 
trata de personas como: 

La acción de captar, transportar, trasladar, acoger o recibir 

personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u 

otras formas de coacción, al rapto, fraude, engaño, abuso 

de poder o de una situación de vulnerabilidad, concesión o 

recepción de pagos y/o beneficios para obtener el consen-

timiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 

con fines de explotación. (Protocolo contra el Tráfico Ilícito 

de Migrantes, 2000, Artículo 3)

Asimismo, el gobierno de México define a la trata de per-
sonas como toda aquella “acción u omisión dolosa de una o 
varias personas para captar, enganchar, transportar, trans-
ferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias per-
sonas con fines de explotación” (Ley General para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de 
Personas y para la Protección y Asistencia a la Víctimas de 
estos Delitos, 2023).
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V. Explotación sexual 
Algunas formas de victimización cometidas en contra de 
menores de 18 años a través de su explotación sexual, se-
ñaladas por el Manual Internacional sobre la Investigación del 
delito de Trata de Persona, son:

•	 La prostitución ajena es la comercialización, orga-
nizada o no, de una persona como mercancía se-
xual a cambio de una remuneración en efectivo o 
en especie, generalmente, aunque no siempre, con 
la intervención de un intermediario (facilitadores, 
proxenetas o rufianes). 

•	 El turismo sexual representa la explotación se-
xual comercial (esc) de personas en un país deter-
minado y en cualquiera de sus dos modalidades, 
por parte de extranjeros que visitan dicho país en 
calidad de turistas o de nacionales, que se trasla-
dan de una región a otra dentro de su mismo país. 
Incluye la promoción del país como destino acce-
sible para el ejercicio impune de esta actividad, 
por parte de nacionales o extranjeros.

•	 La pornografía infantil y adolescente: es la re-
presentación visual o auditiva, real o compues-
ta, de una persona menor de edad, para el placer 
sexual del usuario o usuaria, con fines lucrativos 
o retributivos para su proveedor o proveedora o 
persona intermediaria. Incluye la producción, la 
distribución, la tenencia y el uso de ese material. 
(unodc, 2009: 35-36)
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VI. Leyes que sancionan la explotación sexual infantil 
Para los casos de abusos sexuales cometidos en contra de 
personas menores de 18 años, los cuales sean captados o 
registrados por cualquier medio, el Código Penal Federal 
(cpf) de México lo denomina como:

Pornografía de Personas Menores de Dieciocho Años de Edad o de 

Personas que no tienen Capacidad para comprender el Significado 

del Hecho o de Personas que no tienen Capacidad para Resistirlo

A quien procure, obligue, facilite o induzca, a realizar ac-

tos sexuales o de exhibicionismo corporal con fines lasci-

vos o sexuales, estos puedan ser reales o simulados, con el 

fin de grabarlos, fotografiarlos, filmarlos, exhibirlos o des-

cribirlos a través de anuncios impresos, o transmitirlos a 

través de las tecnologías de la información y comunicación 

(red pública o privada de telecomunicaciones, sistemas 

de cómputo, electrónicos), obtendrá una pena de siete a 

doce años de prisión, y de ochocientos a dos mil días mul-

ta. (2024, art. 202)

El turismo sexual cometido en contra de nna dentro 
del cpf, se castigará en el cpf:

[…] quien promueva, facilite, invite o gestione que una per-

sona o varias viajen al exterior o interior del territorio nacio-

nal, con el objetivo de realizar actos sexuales, reales o simu-

lados con personas menores de edad, con penas de siete a 

doce años de prisión, así como una sanción de ochocientos 

a dos mil días de multa. (2024, art. 203)

El delito de la prostitución ajena de menores de edad 
en México está tipificado en el cpf como “lenocinio de per-
sonas menores de dieciocho años de edad o de personas 
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que no tienen capacidad para comprender el significado 
del hecho o que no tienen capacidad para resistirlo”, y ocu-
rre cuando una persona utiliza el cuerpo de los nna, para el 
comercio sexual u la obtención de algún lucro, lo que ame-
ritará una pena privativa de la libertad que podrá ir de los 
ocho a los quince años, acompañada de mil a dos mil qui-
nientos días de multa (cpf, 2024, art. 204).

Por otra parte, el artículo 13 de la Ley General para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de 
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las 
Víctimas de estos Delitos (lgpsedmtp, 2023) establece que 
constituyen formas de victimización en contra de personas 
menores de edad aquellas en las que éstas son utilizadas 
para el beneficio de una o más personas, mediante su parti-
cipación en actividades como la prostitución, la pornogra-
fía, las exhibiciones –privadas o públicas–, el turismo se-
xual o cualquier otra actividad de la misma índole, a través 
del engaño, la violencia física o moral, abuso de poder, el 
aprovechamiento de las situaciones de vulnerabilidad y la 
amenaza; por lo que se podrá imponer una sanción de 15 a 
30 años de prisión, así como una multa de un mil a 30 mil 
días multa. Cabe precisar que, conforme a la ley, cuando se 
trate de personas menores de edad o de aquellas que care-
cen de la capacidad para comprender el significado de los 
actos no se requiere la acreditación de los medios comisi-
vos previstos en el artículo anterior.

De manera más específica, la lgpsedmtp establece que 
las conductas antes señaladas deben reunir determinadas 
características para su sanción, en el caso del Turismo Se-
xual, todo aquel que: 

[...] Promueva, publicite, invite, facilite o gestione por cual-

quier medio a que una o más personas viajen al interior o 
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exterior del territorio nacional con la finalidad de que rea-

licen cualquier tipo de actos sexuales, reales o simulados, 

con una o varias personas menores de dieciocho años de 

edad, o con una o varias personas que no tienen capacidad 

para comprender el significado del hecho o con una o varias 

personas que no tienen capacidad para resistirlo, y se bene-

ficie económicamente de ello.  (2023, art. 18)

En este caso, se aplicará una pena de 15 a 25 años 
de prisión, así como de un mil a 20 mil días multa. Igual-
mente, se denomina pornografía a aquellos actos en los 
que una persona se beneficia a través del sometimiento 
o el engaño de otra, para realizar, producir, comerciar, 
distribuir, exponer, difundir en “[…] libros, revistas, escri-
tos, grabaciones, fotografías, videos, anuncios impresos, 
imágenes u objetos, de carácter lascivo o sexual, reales o 
simulados, a través de cualquier medio […]”; sin embargo, 
no se considerará delito cuando dichas representaciones 
“[…] tengan como fin la divulgación científica, artística o 
técnica, o en su caso, la educación sexual […]” o reproduc-
tiva (lgpsedmtp, 2023, art. 15).

Dentro del mismo contexto, la lgpsedmtp señala que se 
impondrá una pena de 15 a 30 años de prisión, y de 2 mil a 
60 mil días multa en hechos en los que se vean involucra-
dos menores de edad, cuando se:

[…] procure, promueva, obligue, publicite, gestione, facilite 

o induzca, por cualquier medio, a una persona menor de die-

ciocho años de edad, o que no tenga la capacidad de com-

prender el significado del hecho, o no tenga capacidad de 

resistir la conducta, a realizar actos sexuales o de exhibicio-

nismo corporal, con fines sexuales, reales o simulados, con 
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el objeto de producir material a través de video grabarla, 

audio grabarla, fotografiarla, filmarla, exhibirla o describirla 

a través de anuncios impresos, sistemas de cómputo, elec-

trónicos o sucedáneos, y se beneficie económicamente de 

la explotación de la persona

Si se hiciere uso de la fuerza, el engaño, la violencia 

física o psicológica, la coerción, el abuso de poder o de una 

situación de vulnerabilidad, las adicciones, una posición 

jerárquica o de confianza, o la concesión o recepción de 

pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una 

persona que tenga autoridad sobre otra o cualquier otra cir-

cunstancia que disminuya o elimine la voluntad de la víctima 

para resistirse, la pena prevista en el párrafo anterior se au-

mentará en una mitad. (lgpsedmtp, 2023, art. 16)

De acuerdo con Cuautle-Hornilla (2022:10), la Por-
nografía de personas menores de dieciocho años de edad o 
pornografía infantil es una percepción de términos jurídi-
cos, mas no de derechos humanos, por lo que si este as-
pecto se toma en cuenta, entonces deberá ser identificado 
de manera pertinente como “Material de Abuso Sexual 
Infantil” (masi), ya que constituye una representación se-
xualizada de la niñez y del abuso sexual, por lo que no 
debería ser llamado pornografía, ya que, de acuerdo con la 
terminología, los actos pornográficos se refieren a actos 
sexuales consensuados entre personas mayores de edad.

Es necesario destacar que dichas victimizaciones es-
tán acompañadas:

[...] Del uso de la fuerza, el engaño, la violencia física o psi-

cológica, la coerción, el abuso de poder o de una situación 

de vulnerabilidad, las adicciones, una posición jerárquica o 

de confianza, o la concesión o recepción de pagos o bene-



254

Re
vi
st
a 
Me
xi
ca
na
 d
e 
Ci
en
ci
as
 P
en
al
es
 /
 N
úm
er
o 
29
 /
 A
ño
 9
  

ma
yo
-a
go
st
o 
20
26
 /
 e
-i

ss
n:
 2
95
4-
49
63
 /
 M
éx
ic
o 
/ 

in
ac
ip
e

ficios para obtener el consentimiento de una persona que 

tenga autoridad sobre otra o cualquier otra circunstancia 

que disminuya o elimine la voluntad de la víctima para resis-

tirse. (lgpsedmtp, 2023, art. 16)

VII. Condiciones de vulnerabilidad para la explotación 
El uso de la fuerza, el poder, el engaño, la violencia, la coer-
ción, las adicciones, una posición jerárquica o de confianza, 
así como la situación de vulnerabilidad, llevan a la disminu-
ción o eliminación de la voluntad de la víctima para resistir-
se a la conducta (lgpsedmtp, 2023, art. 16), serán considerados 
desde un enfoque criminológico y victimológico situacio-
nes o condiciones de vulnerabilidad propias de la víctima 
o victimizado.

Estas condiciones particulares de la víctima también 
serán consideradas por la ley durante la investigación y 
acreditación de dichos actos, entre las que destacan:

a.	 Su origen, edad, sexo, condición socioeconómica 
precaria; 

b.	 Nivel educativo, falta de oportunidades, embara-
zo, violencia o discriminación sufridas previas a 
la trata y delitos relacionados; 

c.	 Situación migratoria, trastorno físico o mental o 
discapacidad; 

d.	 Pertenecer o ser originario de un pueblo o comu-
nidad indígena; 

e.	 Ser una persona mayor de sesenta años; 
f.	 Cualquier tipo de adicción; 
g.	 Una capacidad reducida para formar juicios por 

ser una persona menor de edad, o 
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h.	 Cualquier otra característica que sea aprovecha-
da por el sujeto activo del delito. (lgpsedmtp, 2023, 
art. 4, Frac. XVII)

VIII. Victimología en el abuso sexual infantil 
Concretamente, la victimología, como ciencia encargada 
de atender a las víctimas del crimen, desde los aspectos 
biológicos, sociales y criminológicos, en lo concerniente a la 
victimización y hechos cometidos en su contra (Rodríguez, 
op. cit.), permitirá la clasificación de las víctimas de acuer-
do con las condiciones y situaciones de vulnerabilidad. 
Para los casos de asi, dentro de las diversas clasificacio-
nes victimológicas existentes, las niñas, niños y adoles-
centes nna, es decir, las personas menores de 18 años son 
consideradas víctimas inocentes o ideales. Esto se debe a 
que carecen de la capacidad física, social y psicosexual ne-
cesaria para resistir determinados actos, sin que exista en 
su conducta elemento alguno que propicie o desencadene su 
victimización (Rodríguez, op. cit.).

Procedente de los factores de vulnerabilidad exis-
tentes en los menores de edad, éstos se vuelven objeti-
vos fáciles para la comisión de hechos delictivos en su 
contra, conductas que en la mayoría de los casos pueden 
desencadenar en la trata de personas, principalmente en 
la explotación sexual. 

Derivado de estudios en materia de victimología, rea-
lizados para la Fiscalía Especializada en Trata de Personas 
del Estado de México, entre 2015 y 2022, a partir de la va-
loración de al menos 43 víctimas de explotación sexual, se 
identificó que 25 de ellas eran menores de edad. Todas las 
víctimas correspondían con el sexo femenino. Asimismo, 
se documentó que las víctimas menores de edad habían 
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sido objeto de abuso sexual y posterior comercialización 
(García, 2022).

Particularmente, de estas 43 valoraciones victimológi-
cas realizadas en materia de trata de personas, dentro del 
contexto sexual, se identificaron que 13 menores de edad 
fueron abusadas sexualmente previo a su explotación, y 
cuatro víctimas mayores de edad, sufrieron la misma situa-
ción durante su infancia en años previos a su explotación 
sexual (ibidem).

Florentino García señala que el 31 % de las víctimas 
de explotación sexual, independientemente de si son ma-
yores o menores de edad, han presentado actos de polivic-
timización (2022). Este fenómeno implica la acumulación 
de diversas formas de victimización, a través de distintos 
hechos, momentos o circunstancias (García, 2023, p. 59); 
esto dentro del contexto sexual, derivado del abuso y ex-
plotación cometida en su contra. 

El abuso sexual infantil y la explotación sexual, además 
de representar un problema de carácter jurídico, también 
son problemas de carácter conductual, sexual, emocional, 
físico e incluso social, los cuales, pueden mostrar una evolu-
ción de acuerdo con la frecuencia y persistencia, y el vínculo 
existente entre el victimario y la víctima (Echeburúa y De 
Corral, 2006); por lo que a mayor intensificación de abusos, 
mayores posibilidades de desarrollar nuevas victimizacio-
nes en su contra, derivadas del mismo agresor.

Las víctimas valoradas en materia de trata de personas 
identificaron a sus padres, tíos y padrastros como victima-
rios; lo que permitió actualizarlas como víctimas familiares, 
ya que de acuerdo con el Dr. Elías Neumann y Landrove, el 
agresor forma parte de la familia, en donde desarrolla actos 
de agresión física y psicológica, principalmente en contra de 
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mujeres, niñas, niños y adolescentes, para el desarrollo de 
actos sexuales y explotación (García, op. cit.).

En el caso de las víctimas que señalaron ser victimizadas 
por personas desconocidas y ajenas a su círculo social o 
familiar, al menos dos de ellas presentaron antecedentes 
de abuso sexual infantil, lo que las orilló al abandono de sus 
hogares, con el objetivo de poner fin a su victimización, sin 
embargo, por las condiciones y situaciones de vulnerabilidad 
existentes al momento, se encontraron expuestas a nuevos 
actos de victimización, al ser captadas o enganchadas para 
su explotación sexual (idem).

Por otra parte, es necesario señalar que, en la procuración 
de justicia por delitos cometidos en contra de niños, niñas y 
adolescentes, principalmente personas del sexo femenino o 
del género mujer, se advierte que las víctimas suelen presentar 
antecedentes de violencia de género, violencia familiar, abuso 
sexual en su contra o en su entorno familiar, y que, en la 
mayoría de los casos, el agresor forma parte de su núcleo 
familiar (idem). En este contexto, resulta indispensable 
el desarrollo de actos de investigación orientados a la 
identificación de posibles delitos relacionados con la trata de 
personas, con el objetivo de acreditar o descartar alguna de sus 
modalidades, particularmente aquellas de carácter sexual. Lo 
anterior, mediante la aplicación de indicadores vinculados 
a este delito, conforme a los criterios establecidos por la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(unodc):

•	 Ser objeto de violencia, o amenazas de violencia 
contra ellas, sus familiares o sus seres queridos.

•	 Sufrir lesiones que parezcan derivadas de un 
ataque.
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•	 Sufrir lesiones que parezcan derivadas de la apli-
cación de medidas de control.

•	 Encontrarse en un tipo de lugar donde es proba-
ble que se explote a las personas.

•	 Ser objeto de castigos para la imposición de dis-
ciplina.

•	 Parecer intimidados y comportarse en una forma 
que no corresponde al comportamiento típico de 
los niños de su edad.

•	 No tener amigos de su propia edad.
•	 No tener acceso a la educación.
•	 No tener tiempo para jugar.
•	 Viajar sin estar acompañados por adultos.
•	 Viajar en grupos con personas que no son parien-

tes suyos.
•	 Tener o usar muy pocas prendas de vestir.
•	 La presencia o uso de vestimenta generalmente 

utilizada para trabajo sexual.
•	 Trasladarse de un burdel a otro o trabajar en di-

versos lugares.
•	 La existencia de datos sobre relaciones sexuales 

sin protección o violentas (embarazos no desea-
dos, infecciones o enfermedades del tipo sexual).

•	 No pueden negarse a mantener relaciones sexua-
les sin protección o violentas.

•	 Han sido compradas y vendidas.
•	 No tener elección para su alojamiento.

Cabe destacar que la identificación de trata de perso-
nas puede apoyarse en instrumentos empleados para me-
dir la violencia ejercida contra las víctimas, como el Violen-
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tómetro1 y otros indicadores específicos para la detección 
de actos de violencia (García, op. cit.). Dichos instrumentos 
permiten visibilizar la progresión e intensificación de 
la violencia experimentada por las víctimas y pueden 
guardar correspondencia con indicadores propios de la 
trata de personas. No obstante, la diferencia sustancial 
radica en que, en este último caso, el agresor o victimario 
obtiene un beneficio económico o material, derivado de la 
explotación de la víctima. En este sentido, la identificación 
de tales elementos por parte de las autoridades no excluye 
la persecución de delitos de violencia (familiar, de género, 
sexual o contra personas menores de edad), sino que permite 
ampliar la investigación.

Indicadores de violencia de género 
(violentómetro)

Indicadores de trata de personas 
(unodc)

Intimidar, amenazar Ser objeto de violencia o amenazas.

Controlar o prohibir (amistades, 
familiares, dinero, lugares, apariencia, 

actividades, celular, correos 
electrónicos o redes sociales)

Mostrar señales de que sus movimientos 
son controlados.
No estar en posesión de su pasaporte u 
otros documentos de viaje o de identidad.
No permitir que otros hablen por ellas 
cuando se les dirige la palabra directa-
mente.
Recibir una remuneración escasa o nula.
No tener acceso a sus ingresos.
Tener una interacción limitada o nula en 
redes sociales.
Tener un contacto limitado con sus fami-
liares o con personas que no pertenezcan 
a su entorno inmediato.
Ser incapaces de comunicarse libremente 
con otros.

Manosear Estar sujetas a abusos.

1	 El violentómetro es un nivelador de violencia para saber y conocer cuando 
una persona sufre violencia de género.
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Pellizcar
Arañar

Empujar, jalonear
Cachetear

Patear

Ser objeto de violencia o amenazas.
Ser objeto de castigos que buscan impo-
nerles disciplina.

Encerrar, aislar No poder irse de donde están.
Ser incapaces de movilizarse libremente.

Amenazar con objetos o armas Ser objeto de violencia o amenazas.

Amenazar de muerte Ser objeto de violencia o amenazas.

Forzar la relación sexual
Violar

Hay pruebas de que las presuntas víctimas 
no pueden negarse a mantener relaciones 
sexuales sin protección o violentas.

Mutilar

Sufrir lesiones que parezcan derivadas de 
un ataque.
Sufrir lesiones que parezcan derivadas de 
la aplicación de medidas de control.
Discapacidades físicas que parecen ser el 
resultado de mutilaciones.

Fuente: García, op. cit., pp. 40–41.

En los casos de asi que hayan presentado frecuencia y 
persistencia, así como vínculo familiar entre la víctima y el 
agresor, será necesario verificar la existencia de algún otro 
tipo de beneficio para el victimario, no limitado al de carác-
ter sexual para sí mismo, sino también en favor de terceras 
personas, ya sea mediante la prostitución, producción, dis-
tribución o el almacenamiento de masi, derivados de proce-
sos de victimización o polivictimización. La identificación 
de estos elementos puede constituir un indicio relevante 
para la apertura o ampliación de líneas de investigación por 
el delito de trata de personas, en su modalidad de explota-
ción sexual y sus formas conexas. En consecuencia, deberán 
aplicarse los marcos normativos y protocolos para la pro-
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tección y defensa de los derechos de las víctimas, tanto en 
las etapas previas como posteriores al esclarecimiento de 
los hechos.

IX. Conclusiones 
En la actualidad, el asi se comprende como cualquier agre-
sión de índole sexual perpetrada en contra de niñas, niños 
y adolescentes por parte de una persona mayor de edad, 
mediante el aprovechamiento de las condiciones de vulne-
rabilidad de la víctima, las cuales son instrumentalizadas 
en favor del victimario.

En el contexto del Estado mexicano, estas conduc-
tas pueden manifestarse desde acercamientos indebi-
dos, caricias o tocamientos, hasta actos del tipo sexual 
plenamente consumados, realizados a través de engaño, 
violencia psicológica o física, asimetrías de poder, abuso 
de confianza o amenazas. Estas conductas son sancionadas 
conforme a lo establecido en el cpf.

Los actos de abuso sexual infantil de los que el agresor 
o un tercero obtenga un beneficio también son considerados 
delitos en materia de trata de personas, en la modalidad de 
explotación sexual, de acuerdo con la lgpsedmtp. Dichas con-
ductas pueden materializarse, entre otras formas, a través 
de la prostitución, el turismo sexual y la producción, distri-
bución o posesión de material de abuso sexual infantil. 

Para la investigación de estos delitos, cuando se come-
tan en contra de personas menores de dieciocho años o de 
aquellas que sean incapaces de comprender la naturaleza 
de los actos, no se requiere la acreditación de los medios 
comisivos tales como la captación, el enganche, el traspor-
te, la transferencia, la retención, la entrega, la recepción o el 
alojamiento. No obstante, deberá acreditarse la existencia 
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de conducta de carácter sexual y el beneficio obtenido por el 
agresor o por un tercero, como elementos relevantes para 
la configuración del delito en su modalidad de explotación.

Los menores de edad, víctimas de abusos sexuales o 
trata de personas dentro de su modalidad de explotación 
sexual, serán considerados en todo momento como vícti-
mas ideales o inocentes, esto principalmente por sus con-
diciones de vulnerabilidad, como son la edad, condición fí-
sica, la capacidad reducida para forma juicios, o cualquier 
otra característica que pueda ser aprovechada por los vic-
timarios. 

Dentro de la investigación de delitos de asi y su explo-
tación, los agresores sexuales, desde un enfoque crimino-
lógico, pueden ser identificados como pederastas, derivado 
de la realización de actos sexuales con menores de edad, ya 
sea como mecanismo de control sobre la víctima (tratante), 
contratación de servicios sexuales (cliente) o producción 
de masi (actor-agresor). Por otra parte, quienes consumen 
material de abuso sexual infantil pueden ser considerados 
pedófilos, ya que únicamente visualizan la agresión sexual 
contra el menor de edad; no obstante, esto no excluye el 
riesgo social que representan ni la posibilidad de que pue-
dan volverse agresores sexual directos, al buscar satisfacer 
sus intereses sexuales con menores. 

Finalmente, respecto a las condiciones de vulnerabili-
dad de las víctimas de asi y explotación sexual, así como a 
los perfiles criminológicos de los agresores sexuales y con-
sumidores, estos elementos deberán analizados dentro de 
los procesos de investigación y administración de justicia. 
Lo anterior con la finalidad de acreditar la existencia de los 
delitos, identificar los daños y menoscabos ocasionados en 
las víctimas y aportar elementos relevantes y determinan-
tes para el establecimiento de la sanción.
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Reseña a Los residuos humanos: entre la nuda 
vita y la política criminal, de Italy Ciani
Rafael Estrada Michel

A caso por méritos de la traducción televisiva o cine-
matográfica, “ley” es una palabra que goza de buena 
fortuna. Nos remite a los grandes Westerns o a esas 

fascinantes series de peritos forenses. Sin embargo, en las va-
lientes reflexiones que presenta en este valioso libro, la docto-
ra Italy Ciani demuestra que quizá no debería ser así: la ley 
solamente es respetable únicamente en la medida en que lo 
sean sus contenidos, como alguna vez advirtió Vargas Llosa, 
y hay leyes tendentes, de plano, a la opresión y al descarte. 
En otras palabras, el libro de Italy contribuye a probar que, 
si no se trata de la ley del más débil (la famosa concreción de 
Ferrajoli), poco de jurídico tendrá la normación.
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“Jurídico”, sí, y no “legal”, puesto que fue a través de la 
ley (y no del derecho) como el Estado nos tornó prescindi-
bles a todos. Me impresiona, por contraste, la mala fortu-
na que ha tenido la expresión “derecho” utilizada en la Alta 
Edad Media –como explicaba el padre Villoro Toranzo–, 
para traducir a los bárbaros un concepto asaz complejo 
como es el romano Ius, puesto que, al no tener en lengua 
anglosajona una traducción distinta a la de “Ley” (Law), 
preferimos descalificar lo jurídico antes que meternos con 
lo legal, y consideramos al derecho –creación, con una ro-
bustez que los modernos no alcanzamos a calibrar, de una 
élite jurisprudencial– la fuente del distingo y la opresión.

Así, ha terminado por prevalecer entre nosotros la 
idea –jamás acreditada en la realidad empírica con la su-
ficiente generalidad como para quedar elevada a verdad 
More mathematicum, esto es, a Ley en el sentido newtoniano 
del término– de que lo legal proviene del espíritu demo-
crático echado a andar en los parlamentos (o en la boca del 
cihuacoatl: guía, conductor o führer en turno) antes que 
del conocimiento milenario de quienes han aprendido a 
interpretar las normas, tachado sin recato de aristocráti-
co y, por ende, desmontable al paso de las revoluciones po-
pulares. Así, aunque la romanística más acreditada se re-
sista a considerar válida la interpretación agambeniana de 
la figura del homo sacer, hemos terminado por aceptar que la 
ley pueda sacrificarnos, algo que jamás toleraríamos del 
aristocrático derecho. Al fin y al cabo, como afirma el pro-
pio Agamben y glosa Ciani con singular fortuna, “soberana 
es la esfera en la que se puede matar sin cometer homicidio 
y sin celebrar un sacrificio”. Y soberanos son los congresos, 
no los sapientes ni los estudiosos.

Los ojos que lean estas páginas serán movidos a re-
flexión especialmente si pertenecen, como los de quien 
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esto escribe, a profesores de Teoría constitucional. En efec-
to, sólo espíritus irresponsablemente legolátricos podrían 
permanecer impávidos ante la distinción benjaminiana en-
tre el Poder Constituyente como creador de la violencia y el 
Poder constituido como conservador de ésta. O ante la dife-
renciación que postula Espósito entre communitas e inmu-
nitas, con su carga de fulminantes excomuniones. O frente 
a la dimensión que ofrece Tenorio, maestro y conductor de 
Ciani, del Ius –más bien de la Lex, según hemos pretendido 
probar– como esfera privilegiada de la violencia. 

En este sentido, campea la reivindicación que hace Eu-
genio Raúl Zaffaroni de la justicia horizontal propia de la 
Alta Edad Media. Interesante pues, de acuerdo con el hilo 
argumentativo del célebre juez y académico argentino y 
nostramericano, sólo el legalismo estatocéntrico habría per-
mitido, entre otras cosas, que Europa nos colonizara.

En esa misma dirección, es sumamente sugerente la 
identificación entre el principio de justicia y el de venganza, 
así como la identidad que halla la doctora Ciani, a fines del 
Medioevo, entre el naciente Estado como racionalizador de 
la venganza y de la muerte, y sus jueces, ya no juristas sino 
empleados públicos.

Si no me equivoco, de acuerdo con la línea argumen-
tativa, encuentro que no hay tal “debilitamiento del Estado” 
como el que con frecuencia se postula desde posiciones que 
practican la acrimonia antineoliberal. Por el contrario, es 
la ley del Estado la que hace posible que surjan la prisión 
y la fábrica como instituciones de dominio foucaultiano. No 
es el Ius: es la Lex de un aparato estatal colocado al servicio 
gerencial de las grandes fortunas.

En efecto, sólo por “fuerza de ley” (Derrida, claro) pudo 
crearse el capitalismo de productores y, tras él, el de consu-
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midores, con el implacable control social propio del Estado 
de bienestar que, en su momento, apreció en la “procura 
existencial” Forsthoff, el discípulo de Carl Schmitt. 

Y de ahí al capitalismo gore o voraz no hubo más que 
un paso. En efecto: exceso de leyes, exceso de corrupción, 
como supo postular el clásico. Y, como las leyes las genera 
el poder político en trance de legolatría, no es que el Esta-
do haya retrocedido: es que tomó la vanguardia de la opre-
sión. Una vanguardia que, ahora, como reflexiona Ciani, ha 
logrado reducir a las personas a productos disponibles en 
el mercado gore, valiéndose de la globalización como me-
canismo neocolonizador de millones, merced al cual cada 
quien carga consigo su propio campo de trabajo, en el que 
es a la vez celador y prisionero.

Así es que, cuando se postula un distanciamiento irre-
versible entre poder y política, cabe hacerse la pregunta de 
Tomás y Valiente frente al Grossi de El orden jurídico medie-
val, sólo que sustituyendo “poder” por “derecho”: ¿de veras? 
¿Es dable el poder sin política, con mera economía?

Analicemos, con nuestra autora, un caso universaliza-
ble: la globalización se solaza en impedir el libre tránsito 
de personas entre las naciones. Aquí está el quid de la cues-
tión. Es una globalización convenenciera, a capricho, que 
decreta descartables, residuos humanos, en razón del color 
de su pasaporte. Y para ello requiere de leyes que provie-
nen de Estados en los que se hace política. Gerencial, si se 
quiere, pero política, al fin y al cabo. En el momento en que 
claudicamos y vimos al derecho como un mero fenómeno 
de poder, renunciamos a la defensa cabal de los derechos 
universales. Tornamos imposible la Constitución de la Tier-
ra que propone Ferrajoli, el Tomás Moro de nuestros días. 
Condenamos al Ius migrandi y al Ius communicationis, que 
con tanta fortuna y relevancia sistematizara hace casi cin-
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co centurias Francisco de Vitoria, al arcón de las cuestiones 
legalmente condenadas a la irrelevancia política. Sólo a una 
mente perversa con traducción legislativa, claro está, se le 
pudo ocurrir tipificar como crimen el cruzar una frontera 
en búsqueda de supervivencia.

Me parece, así, que el Leviatán de Hobbes no sólo exis-
te, sino que goza de cabal salud. “El destino de miles de 
personas es redefinido, no por las acciones de sus gobier-
nos, sino por los intereses de un sistema económico que no 
piensa más que en sí mismo”, afirma la doctora. Y es cierto, 
sólo que el Leviatán político y legicéntrico forma parte –y 
no únicamente instrumental– de tal sistema solipsista: es 
la ley, y no el Derecho, lo que permite que los Trumps del 
mundo hagan de las suyas (esto es, fulminar a los nuestros) 
en el campo de batalla de las grandes migraciones.

Si para Bauman el Estado ha pasado de motor de bie- 
nestar a detestable obstáculo, haríamos bien en reparar crí-
ticamente en la brillante descripción de Agamben: a partir 
del Código Napoleón vivimos en una situación perpetua de 
guerra civil legal, con exclusiones (e incluso exterminios) 
legales. Así, no sólo es el mercado, también es el Estado el 
gran responsable de la expropiación de las fuentes creativas 
del derecho. Se trata, pues, del Leviatán, que pasó (otra vez 
Bauman) de protector y proveedor de bienestar a parásito 
que sólo se preocupa por su propia subsistencia.

En la lente de Ciani, mientras más liberalismo econó-
mico hay, hallamos menos Estado. Por eso es por lo que éste 
busca mayores índices de punitivismo: para legitimarse 
puesto que, al no poder controlar las fuerzas del mercado, 
poco es lo que le queda por hacer y sabe que los grandes 
lugartenientes del capital terminarán por ceder a la tenta-
ción de desmontarlo.
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La sugerente posición de la autora abreva de Wacquant, 
que describe la verdadera y jánica naturaleza del Estado: li-
beral y complaciente cuando mira hacia arriba, en lo econó-
mico, al alimón de paternal y punitivo hacia abajo, con los 
descartables. Y es aquí donde hallamos el nodo del libro.

Para el Mercado que instrumentaliza al Estado, la cla-
se marginada es el enemigo en casa. Y la violencia contra 
tal enemigo es la única política criminal aceptable.

De esta forma, la nuda vita, la vida de las personas que 
se enfrentan desnudas al Leviatán de dos caras es creación 
del Estado moderno, puesto que el estado de excepción 
no es un vacío legal sino, por el contrario, en términos de 
Agamben, una creación de la ley. La ley decide, así, quién es 
un residuo humano, quién es desechable por su nulo valor 
de intercambio y a quién se priva de toda tutela.

Se comprende que, al ser imposible concentrar a todos 
los descartables en vertederos humanos, el sistema penal 
provea contenedores herméticos a los que llama “cárceles”. 
Y es aquí cuando, a partir del tercer capítulo, la notable plu-
ma de Italy Ciani despliega el leitmotiv de su obra en todo 
su potencial.

No puedo dejar de pensar, al leerla, que el cacareado 
desmontaje del Estado jurisdiccional a fines de la Edad Me-
dia, que dejó sin protecciones estamentarias a individuos 
para quienes la Justicia (dar a cada quien lo suyo de confor-
midad con su pertenencia a tal o cual aparato corporativo) 
se tornó materialmente imposible, implicó desde el Qui-
nientos, como lo implica hoy día, una extenuante lucha por 
reivindicar lo jurídico por encima de lo legal, lo natural 
por sobre lo artificioso, lo débil y descartable antes que la 
fuerza políticamente impuesta a sangre y fuego. 

A despecho de nuestros discursos hipócritas, pero 
grandilocuentes en torno a los “Derechos Humanos”, va-
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mos fracasando, sin duda, pues las cárceles continúan lle-
nándose de carne prescindible que acaso, en algún mo-
mento, se haya creído la coartada meramente formal de 
la “igualdad ante la ley”. Para muestra, los nombres de los 
cuatro grandes países penitenciarios por el número de 
presos que albergan, según Nils Christie: México, Brasil, 
Rusia y, por mucho, en el primer sitio, los Estados Unidos 
de América, con su “Equal Justice Under Law”.

Millones de “residuos humanos” (los “descartables” de 
Francisco) que sufren agresiones inimaginables en insti-
tuciones dedicadas, con lujo de cinismo, a la “reinserción 
social”. Consuela saber que una estudiosa como Italy Ciani, 
que ha pasado por instituciones públicas de procuración 
de Justicia y por sitiales de genuina defensa de derechos 
desde el litigio privado, no sólo no calla frente al descarte, 
sino que reivindica la solidaridad hacia las vidas desnudas, 
sistematiza la denuncia y la protección desde la atalaya 
académica y demuestra con su ejemplo que la honestidad 
intelectual es perfectamente compatible, tan pronto se la 
dote de valentía y buena fe, con el servicio público y las ta-
reas oficiales. ¿No será que debemos comenzar a tomarnos 
en serio aquello de que la única razón de Estado tole-
rable es la tutela y garantía de la eminente dignidad de 
toda expresión humana, esto es, la intolerancia absoluta 
hacia cualquier tipo de descarte y de consideración resi-
dual de lo humano?












